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Señor Presidente: 

l. Excepciones preliminares y cuestiones previas 

El Estado ecuatoriano, tiene a bien presentar ante l<t 
Honorable Corte Interamericana su posicion con relación a las 
excepciones preliminares: 

Las excepciones preliminares tienen como objetivo limitar 
el conocimiento de un caso que ha sido presentado ante la Co.rt:e 
con la finalidad de que el Ttíbunal declare su incompetert<;ia 
total o parciall. Desde esta perspectiva no constituye Utla 
novedad para los diferentes actores del Sistema Interamericano 
de Protección de Derechos Humanos que la p1·esentación de 
peticiones por presuntas violaciones a los derechos consagrados 
en la Convención Americana, requiere una imperiosa y profunda 
reforma, que permita a las partes tener derecho de acción (tutela 
judicial efectiva) y de esa forma se evite la vulneración de los 
derechos a las personas y a las partes procesales. 

Resulta inconcebible que a pesar de. que ha. sido de gran 
utilidad para la protección de los derechos el funcionamiento del 
SIDH por varios años, este no ha podido evolucionar y permitir 
un acceso directo, en el que las personas y los propios Estado.s 
se constituyan en partes suficientes para concurrir a un tribunal 
competente y obtener la tutela judicial efectiva del órgano 
jurisdiccional del sistema, puesto que no se constata 
jurídicamente que el artículo 8 de la CADH hable de organismo 
cuasi-judicial para referirse a la CIDH. 

1 
Cfr.' Fal.tndez Ledesma Hécior~ El SiStema lnteramericaito de- Derechqs HÚma11os~ 

Aspectos procesales e inslituc.iru1ale_s1 'Instituto Interamericano de Derechos Huma:nos, 
Tercera Edición, 2004, San .Josú de Costa Rica. 
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Es necesario tener presente que el Estado eeuatodano 
hace parte de este documento todas sus intervenciones 
antedores ante la Comisión lnteramericana, en razón de que 
estas actuaciones se consideran parte de un deber que el Estado 
tiene, al mantener su postura en cuanto a los hechos y derechos 
que se discuten en este caso. Por lo que esta contestación deberá 
ser leída en conjunto con los documentos que ha introducido el 
Estado y que son parte del expediente que fuera trasmitido a la 
Honorable Corte lnteramericana2. 

Lamentablemente no es posible concurrir sin agente 
intermediario, y se impone a las partes transitar por una 
caduca, ya superada y violatoria vía procedimental ante la 
Ilustre Comisión lnteramericana de Derechos Humanos. Sin 
embargo, es preciso mencionar que las reformas y las 
preocupaciones se expusieran dentro del Grupo de Trabajo para 
el mejoramiento de las actividades de la Comisión 
Interamericana, documento que se adjunta y reproduce dentro 
de este proceso en calidad de prueba de las acciones le.sivas que 
ha cometido la C!DH. 

1.2. Excepción parcial de competencia en relación a 
derechos y beneficiarios en calidad de victimas de las 
reparaciones no establecidos en el infol,'me de fondo por la 
CIDH 

Corno ya se ha indicado, no existe ante el org¡¡,nismo 
cuasi- judicial la posibi!ídad de tutela judicial efectiva y debido 
proceso realmente, pu.esto que al no ser judicial, no hay forma 
siquiera de hablar de proceso, en razón de que uno de los 
elementos para que este se constituya es la jurisdícción3 y, en 
vista de que la CIDH no la tiene, claramente no es un proceso. 
Esto reviste graves. violaciones al derecho a la defensa, puesto 
que con claridad se ha sustraído de las person<~s su derecho a 
concurrir ante un juez o tribunal, obligándolos a acudir ante la 
CIDH, cuestión que de conformidad a la CADH y al Reglamento 
no es optativa, ya que las únicas formas para que un caso !legue 
a la Corte es que la Comisión así lo quiera, o que un Estado 

1 Se anexan los principales documentos presentados por ct Estado ecuatoda:no1 a fin 
de que Séan tomados en cuenta al momt.'Ilto de resolver. Comunicaciones ql.u:.~ son 
p·arte de la discqsión:<m admisibílidad y .fondo ante la Comisión. 
J Montero Aroca Juan., Aroca, Intt;odu.cdón al :oerecho Jurisdiccional Perua.no, 
ENMt\RCE E.LR.L Lima,(l999J. 
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presente el caso, siempre y cuando se haya tramitado el caso en 
la Comisión\ hecho que deja claro que el derecho de acción para 
presentar un caso ante la Corte pertenece a la ClDH, 
excepcionalmente al Estado, pero de ninguna manera a las 
personas, lo cual se ha expuesto como una implementación 
improrrogable que debería tener el sistema5 . 

La ex - jueza de este mismo alto tribunal, Cecilia Medina, 
asi lo ha considerado al entender en un análisis que realizó de 
las reformas a los reglamentos de la Corte y Comisión 
h:Jteramericana, en el cÚal identificó avances con relación .al 
debido proceso interamericano, pero a la vez señaló que la CADH 
no. reconoce locus standi a los particulares, puesto que en la 
Convención los únicos que pueden presentar casos ante el 
sistema son la Comisión y los Estados ... "6, 

Una vez que se ha expuesto que el derecho de acción en 
este caso, correspondió solamente a la CIDH, los elementos que 
deben ser discutidos, se redt1ccn a aquellos que ha determinado 
la Comisión, en su informe de fondo, que se expresan también 
en la comunicación que transfirió el caso a la Honorable Corte 
lnteramericana. Hay que entender que el hecho de no tener para 
sí el derecho de acción, ocasiona que los temas dentro de los 
cuales se traba la litis se circunscriban a los derechos 
establecidos en el inforrne de fondo y no otros que no han sido 
presentados por el organismo. 

Por lo anterior, la excepción del Estado se concreta en que 
la Corte Intcramericana deben't declarar su competencia para 
conocer de este asunto, pero solamente con relación a los 
derechos que la Comisióh Interamericana encontró como 
presuntamente violados, es decir, garanlías judiciales (Art.8), 
protección judicial efectiva (Art. 25) y l. l de la Convención 
Americana de Derechos Humanos. 

4 -J ·Cfr. Faundez Ledesma Héctor, .El Sistema Interamericano de Derechos Humat1os, 
Aspectos proCcs~ües e institucionales, Instituto lriterame.ricB.no de Derechos Humanos, 
Tercero. Edk.ión, 2004, San José de COsta Rica. Con claridad el autor explica la 
necesidad de que la. Comisión conozca el caso para que se'an los estudos o la ¡)topía 
CIDH la ·que lo presente n la Corte. 
5 Garcia Sergio. Revista, Instituto lnteramcricarw de Derechos HumanOs,- (2001), 
Paginas 223-270. 
6- Media Quiroga CcciHa, Mpdificadón de los reglamentos de la Corte rntera'mericana. 
de Derechos Humanos y de ·ta COmisión Inlcrameric,ana de DCrechoS -Humanos al 
procedimiento de peticiones ante la Curte. Anuario de Derechos, ünlveJ·sidad de Chile, 
117-126. 
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En este sentido, la CIDH ha sido congruente y consistente, 
puesto que, el informe de admisibilidad de fecha 30 ele octubre 
de 2008, concluyó que: "La Comisión es competente para 
examinar los reclamos presentados por el peticionario sobre la 
presunta violación de los artículo.s 8.1 y 25.1 en concordancia 
con el artículo 1.1 de la Convención Americana"8. 

Posteriormente, la misma Comisión lnteramericana de 
Derechos Humanos, en relación a los escritos presentados y, a lo 
que había declarado en su informe ele admisibilidad, pronunció 
su informe de fondo en el año 2012: 

De conformidad con las consideraciones ele hecho y de 
derecho contenidas en el presente informe, la Comisión 
concluye que el Estado ecuatoriano violó el derecho a las 
garantías judiciales y a la protección judicial, consagrados 
en los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención Americana en 
reJacíón con la obligación general de respetar y garantizar 
los derechos, prevista _en el artículo 1.1 de la misma9. 

De la misma forma, la comunicación de 26 de enero de 
2012, que remitió el caso de la CIDH a la Corte lnteramericana, 
es concordante con los informes, y presenta el caso con la 
finalidad ele que este, el rnáximo tribunal ele derechos humanos 
de la región, se pronuncie y que en base a sus potestades 
consagradas a partir del artículo 61 de la CADH, conozca y 
resuelva, dentro del contenido del análisis de las supuestas 
violaciones examinadas por la CIDH. 

Por .su parte, el Estado obsenra que la presunta víctima ha 
vulnerado el principio de buena fe procesal, y sin que haya 
alegado la violación del artículo 5.1 de 1a Convención Americana, 
en toda la discusión ante la Comisión, pretende ahora introducir 
este asunto a la discusión. Sin embargo, prevenimos a la 
Honorable Corte que los casos solo pueden ser presentados por 
la CIDH o por los Estados. En este caso puntual se constata un 
cambió evidente en la postura original, esta alteración es 
gravosa y afecta directamente al proceso interamericano, el 
derecho a la defensa del Estado y a la seguridad jurídica. 

a Comisión Intcramerica.n<:¡. de Derechos Humanos. Informe de Admisibilidad 85/08, 
petidón 162~06, Metba del Carmen S\1árez Peralta. vs. Ecuador, :JO de octubre de 
2008. Parrafo 48. 
9 'Comisión lntcramericana.de Derechos Humanos, lnformc de Fondo W' 75/11, caso 
12.683, Melba del Carmen Suitrez Peralta vs. Ecuador, 20 de julio <;le 2011, párrafo 
106 .. 

Roble:; 7J l y :\v. ¡\mazonas • Quito, .Ecuador • l'BX: (593 2) ~ 2 562 080 

179



?ROCtrRADURÍA GENI;:RA.J, DEL ESTADO 
ECUADOR 

09422 

En tal sentido, la Corte debera declarar su incompetencia 
para conocer aquellos derechos que no le han sido propue;;;tos 
por el organismo que tiene la capacidad para hacerlo en este 
caso, la CIDH, por Jo q\le no cabe discusión sobre el artículo 5 
de la Convención Americana que se ha propuesto por el 
representante de las presuntas víctimas, dentro del escrito de 
solicitudes, argumentos y pruebas (ESAPj7. 

En conclusión, se solicita a la Honorable Corte 
lnteramericana de Derechos Humanos, declararse incompetente 
para conocer del ESAP el punto 3.2, violación del artículo 5.1, en 
su integralidad, así como todos los párrafos que se vinculen con 
alegaciones sobre la presunta violación del derecho a la 
integridad personal. 

La falta de competencia del tribunal, tiene como 
antecedente que el derecho que ahora se pretende sea declarado 
no fue discutido, ni presentado por la CIDH ante la Honorable 
Corte, y se debe mencionar. que han transcurrido. más de 5 año.s 
en los que las presuntas víctimas, no invocaron ante la Comisión 
la supuesta violación del articulo 5.1, a pesar de .haber contado 
con el patrocinio de un letrado en derecho, por lo cual, no cabe 
que ahora se actúo para afectar el proceso y se intente 
inco.rporar elementos, sin tener la facultad de instar a la. Corte 
para pronunciarse sobre tal derecho. 

A continuación se detallará los escritos e informes Ql.\C 
hacen parte de este proceso y nada dicen al respecto de una 
presunta violación del artículo 5 de la CADH, ante la Comisión. 
Interamericana: 

El 23 de febrero de 2006, la ahora presunta víctima 
presentó a.nte el sistema interamericano una petición, dentro de 
la que no se ha demmciado al Estado por la supuesta violación 
del artículo 5.1. Se debe indicar que si bien, no tiene un derecho 
de acción ante la Corte, es decir no puede someter un caso ante 
el Tribunal, la presentación de la denuncia contra el Ecuador 
ante la Comisión, se constituyó en el momento oportuno, pflra 
que el sistema interamericano haya podido discutir la supuesta 
violación. 

7 gscrito de argumentos,.sQliCÍLUdes.y Pruebas! Corte rnteramerícana de Derechos 
Humanos, caso Melba del Carmen Suarez Peralta vs. Ecuador, presentado ante la 
Corte el 14 de mayo de 2012. 
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En tal sentido, el Estado solicita a la Corte Interamcricana 
de Derechos Humanos que se declare parcialmente competente 
para conocer el caso, determinando que no es competente para 
conocer de las presuntas violaciones al articulo 5.1 de la CADH, 
así también declare su incompetencia en relación a la 
reclamación propuesta por la presunta víctima con relación a la 
solicitud de reparación para las personas que no fueron 
determinadas en el informe de fondo, ni fueron parte ele la 
discusión jurídica entablada desde la petición. Aun así el Estado 
presenta su argumentación sobre el fondo respecto al articulo 5 
CADH, sin que esto implique la aceptación de la competencia de 
la Corte sobre este asunto sino que se constituye en una medida 
subsidiaria ele defensa. 

Por otra parte, hay que referir que de la misma forma y 
con base a los argumentos antes expuestos, la Corte deberá 
declarar su incompetencia para conocer sobre las reparaciones 
alegadas a favor de Dennis Cerezo Cervantes, Gandy Alberto 
Cerezo Suárez, Katherine Madeleinc Cerezo Suárez y Marilyn 
Mclba Cerezo Suárez, en razón de que como se lo ha expuesto, el 
derecho de acción para presentar un caso ante la Corte, le 
corresponde a la CIDH, no a la presunta víctima y por tanto la 
declaración de quienes serian las víctimas y beneficiarios de ttna 
eventual reparación no podrían ser otras personas que las 
determinadas por la Comisión en su informe de fondo, hecho 
que circunscribe los límites del caso. 

Para las dos situaciones es importante atender que, el 
artículo 35 del Reglamento de la Corte Interamericana dice: 

l. El caso será sometido a la Corte mediante la 
presentación del informe al que se refiere el artículo 50 de 
la Convención, que contenga todos los hechos 
supuestamente violatorios, inclusive la identiflcación de 
las presuntas víctimas. Para que el caso pueda ser 
examinado, la Corte deberá recibir la siguiente 
información: a. los nombres de los Delegados; b. los 
nombres, dirección, teléfono, correo electrónico y facsímile 
ele los representantes de las presuntas víctimas 
debidamente acreditados, de ser el caso; c. los motivos que 
llevaron a la Comisión a presentar el caso ante la Corte y 
sus observaciones a la respuesta del Estado demandado a 
las recomendaciones del informe al que se refiere el 
artículo 50 ele la Convención; el- copia de la totalidad del 
expediente ante la Comisión, incluyendo toda 
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comunicac1on posterior al informe al que se refiere el 
artículo 50 de la Convención; e. las pruebas que recibió, 
incluyendo el audio o la transcripción, con indicación de 
los hechos y argumentos sobre los cuales versan. Se hará 
indicación de las pruebas que se recibieron en 
procedimiento contradictorio; f. cuando se afecte de 
manera relevante el orden público interamericano de los 
derechos humanos, la eventual designación de peritos, 
indica11do el objeto de sus declaraciones y acompañando 
su hoja de vida; g. las pretensiones, incluidas las referidas 
a reparaciones. 2. Cuando se justificare que no fue posible 
identificar a alguna o algunas presuntas víctimas de los 
hechos del caso por tratarse de casos de violaciones 
masivas o colectivas, el Tribunal decidirá en su 
oporttmidad si las considera víctimas. 3. La Comisión 
deberá indicar cuáles de los hechos contenidos en el 
informe al. que se refiere el artículo 50 de la Convención 
somete a la consideración de la Corte. 

Precisamente, el artículo que se ha reproducido no deja 
duda de la facultad de presentar casos que tiene la CIDH, por Jo 
cual la intervención de la Comisión consiste en delimitar Jos 
hechos sobre. los cuales el Estado se somete al proceso y sobre el 
cual las presuntas víctimas deberán pronunciarse, puesto que 
sobra decir las presuntas víctimas no tienen la facultad de 
ampliar el conocimiento de la Corte. Esta situación no deja duda 
alguna cuando se confronta con el artículo 40 del escrito de 
solícitudes, argumentos y pruebas que puntualmente con 
relación al contenido del ESAP dice: 

2. El escrito de solicitudes, argumentos y pruebas deberá 
contener: 
a. descripción de los hechos dentro del marco. fáctico fijado 
en la presentación del caso por la Comisión; b. la pruebas 
ofrecidas debidamente ordenadas, con indicación de los 
hechos y argumentos sobre los cuales versan; c. la 
individualización de declarantes y el objeto de su 
declaración. En el caso de los peritos, deberán además 
remitir su hoja de vida y sus datos de contacto; d. las 
pretensiones, incluidas las referidas a reparaciones y 
costas. 

De los artículos anteriores, se puede concluir que quien 
delimita el objeto de la discusión es la CIDH, por Jo cual en el 
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artículo 40 le impone de manera determinada a las presuntas 
víctimas la obligación de respetar los limites que estableció la 
Comisión lnteramericana, a quien se te exige explicar 
suficientemente, si no se ha podido determinar a todas las 
víctimas. Pero en el caso que nos ocupa la CIDH en su informe 
<:omo en la comunicación del caso a Corte individualizó a las 
víctimas, y no explicó que exista imposibilidad de identificar a 
ninguna otra, por lo cual no .cabe que se pretenda que la Corte 
se pronuncie o incorpore otl'as, en razón de que lo que 
corresponde es determinar su incompetencia para pronunciarse 
sobre otras víctimas que no sean las señaladas por la CIDH, 
caso contrario debería entenderse que la transmisión del caso a 
la Corte está viciada y serfa inválida por no contener los 
requisitos que establece el Reglamento y la Honorable Corte 
debería abstenerse de trarnitarlo. 

Es imprescindible que se ponga en evidencia que la 
Honorable Corte se ha caracterizado por respetar el marco 
normativo que constituye la Convención y su Reglamento, por lo 
que no pasará por alto, el que el derecho de acción en este caso 
corresponde a la CIDH como se reprodujo en el articulo 35 del 
Reglamento. De este modo, detrás de estos argumentos subyace 
algo que es mucho más relevante que el solo cumplimiento con 
una norma de proceso en un reglamento, está en juego e.I 
respeto al proceso, aquello a lo que la ex• magistrada de esta 
misma Corte ha determinado como la piedra angular del sistema 
de protección de derechosl o. Por tanto la obligación de respetar 
las regulaciones procesales no se constituye en una formalidad, 
sino en el disfrute del derecho a ¡;¡n proceso en los términos del 
artículo 8 de la CADH. 

En suma, y con el ánimo de dotarle de contenido al 
artículo 8 de la Convención, citaré la definición que alcanza el 
mayor margen posible de protección a los derechos humanos, la 
cual ha sido trabajada por el maestro latinoamericano Adolfo 
Alvarado Velloso quien entiende al proceso como: "método de 
debate dialéctico entre dos partes ante un tercero imparcial e 
impartía!" 11. 

Esta afirmación, en contexto con el artículo 8 de la. CADH 
y las normas reglamentarias permitirá entender que los derechos 

lO Medina Quiroga Cecilia. _La Convenciún Americana de Derechos Humanos: Teoria y 
jurisdicción, Universidad N,acional de Chile, 2006, Santiago. 
lt Alvarado Velloso AdoLfo y Pic~do Vargas Carlos-, Lecciones de Derecho Procesal Civil, 
lnvestigaciories J\.ltídícas S.A., 2010, San José, Costa Rica. 
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de las partes dentro de un proceso apuntan a que se respeten 
las reglas procesales establecidas en la norma, lo cual según la 
propia jurisprudencia constante de la Corte lntcramericana 
permite tener certeza y seguridad jurídica, lo que sin Jugar a 
dudas nos lleva de forma inequívoca a concluir que cualquier 
atropello a esta garantía afecta directamente a la 
institucionalidad de los sistemas, y pondría en situación de 
indefensión a las partes. Así como el Estado no puede cambiar 
su posición dentro del proceso, tampoco se puede permítir 
introduc;ir a la presunta víctima elementos que hagan que el 
juzgador violente su rol y tenga que conocer cuestiones que no 
ha planteado la llustre Comisión Interamericana. 

En este sentido el propio Felipe González, ex Comisionado, 
ha calificado el rol de la CIDH como un filtro para acudir ante la 
Corte lntc¡:americana. De otro lado, la jurisprudencia de la Corte 
ha establecido la necesidad de trasladar los principios del 
proceso a todo tipo de procedimientos, inclusive de carácter 
administrativo, cuestión que refleja que el derecho a la defensa y 
garantías judiciales es connatural a cualquier proceso sea de 
carácter nacional o internacional, lo cual hace que la Corte 
respete el principio de estabilidad de su jurisprudencia y no 
conozca más allá de lo que legítimamente se le ha presentado. 

En conclusión Señor Presidente, se solicita que el tribunal 
cumpla con su rol y se digne declarar su incompetencia para 
conocer las presuntas violaciones con relación al articulo 5.1. de 
la CADH, así como tampoco se pronuncie sobre las posibles 
indemnizaciones a personas que la CIDH no consideró como 
beneficiarias ni afectadas, puesto que en caso contrario se 
sentaría un precedente negativo de irrespeto, y tornaría 
innecesario el rol de la Comisión, en razón de que la facultad 
que le ha quedado para pronunciarse sobre las víctimas y 
delimitar el tema quedaría anulado y atropellado el Estado en 
sus derechos. 

Por otra parte, es necesario solicitar a la Corté 
fnteramericana de Derechos Humanos, deseche la solicitud de 
perito realizada por la CIDH, por no haber designado en su 
escrito de conformidad al articulo 35 (J), adicionalmente se digne 
inadmilir la solicitud en razón de que no se ha motivado 
suficientemente la afectación relevante al orden público 
interamericano cuando esta condición se constituye en un 
requisito insalvable expuesto en el Reglamento a la Corte 
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lnteramericana de Derechos Humanos así como fundamento del 
debido proceso. 

Adicionalmente, se solicita a la Corte lnteramericana de 
Derechos Humanos, negar la solicitud de la C!DH en la que 
pretende incorporar prueba propia, cuando el reglamento es 
bastante claro al respecto. La posibilidad reglamentaria que 
tiene la CIDH es la eventual designación de peritos, y en el caso 
puntual, de manera absurda solicita trasladar peritajes, lo que 
para este caso debe interpretarse como nueva prueba 
documentaL Mención que hace el Estado en relación a los 
pcritqjes realizados por Ernesto Albán Gómez y Raúl Moscoso 
Álvarez dentro del caso Albán Cornejo. 

En caso de que por un error, o por una mala apreciación 
de la norma jurídica la Corte pileda considerar viable el traslado 
de dichos peritajes, se debe anticipar que se habría violado en 
perjuicio del Estado la obligación reglamentaria en materia de 
peritos y pruebas en lo referente a remitir los currículos 
correspondientes, fijar el objeto del peritqje y motivar la 
afectación relevante al orden público interamericano. 

Se debe mencionar que la falta grave que se ha cometido 
en contra del tribunal al pretender incorporar prueba 
documental, debe verse como una inducción al error, con 
manifiesta mala fe, en atención a que la CfDH conoce el derecho, 
y expresamente se le ha permitido delimitar la discusión, 
presentar el caso y hasta designar peritos excepcionalmente, 
pero en ninguna norma se le ha permitido incorporar a.cervo 
probatorio que no conste en e.l trámite. 

La pretensión de la C!DH en relación a trasladar per.itajes 
utilizados en otros procesos, desvirtúa la naturaleza excepcional 
de presentación de peritos y Sl:l conformidad reglamentaria en 
atención a que tal operación jurídica de la CIDH no podría ser 
considerado un peritaje, sino prueba documental, y eso no le 
esta permitido. 

Es un deber de la Corte Interamericana ejercer control de 
legalidad sobre la Comisión Interamericana por haber violado 
expresamente el Reglamento de la Corte y así vulnerar el orden 
jurídico interamerícano, todo esto en relación con la opinión 
consultiva OC-19 /05, presentada por Venezuela, que en su 
parte pertinente dice: 
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3. Que I<! Corte Interamericana de Derechos Humanos., en 
el ejercido de sus funciones, efectúa el control de legalidad 
de. las actuaciones de la Comisión lnteramcricana de 
Derechos Humanos en Jo que se refiere al trámite de los 
asuntos que estén bajo el conocimiento de la propia Corte, 
conforme a la competencia que le confiere a ésta la 
Convención Americana y otros instrumentos 
interamericanos de protección de Jos derechos humanos12. 

De esta forma, e invocado la opm10n consultiva 
mencionada, se solicita que a más de. negar por improcedente y 
antirreglamentaria la petición de la CIDH, la Corte 
Inter<~mericana. tenga a bien pronunciarse sobre las actuaciones 
contrarias al Reglamento que ha cometido la Comisión y que 
pretendían afectar gravemente el orden jurídico interamericano. y 
al Estado ecuatoriano. 

El Estado espera que las excepciones propuestas sean 
aceptadas desde la perspectiva que no tienen por objeto 
paralizar el procedimiento, sino impedir c¡ue el tribunal no se 
pronuncie sobre los méritos13 que pudieran o no existir sobre la 
presunta violación del artículo 5.1 y las reparaciones de otras 
personas que no hayan sido establecidas por la CIDH, virtud de 
no afectar el derecho del Estado como parte procesal. La Corte 
ya lo referido: 

"La norma reglamentaria cit<~da no debe ser aplicada de 
manera tal que desvirtúe el propósito y el objeto de la 
Convención. Es un principio comúnmente aceptado que el 
sistema procesal es un medio parfl: realizar la justicia y 
que ésta no puede ser sacrificada en aras de meras 
formalidades. Dentro de ciertos límites de temporalidad y 
razonabilidad, ciertas omisiones o retrasos en la 
observancia de los procedimientos, pueden ser 
dispensados, si se conserva un adecuado equilibrio entre 
la justicia y la seguridad jurídica"14, 

12 ()pü1ión Córlsultiva, OC~l9/05, 'Control de _legalidad en el ejerctclo de las 
nt:dbucíones de la Comisión lntcramericana de DereChos Humanos, 28 de nm'iembre 
de 2005. 
!3 Cfr. Faundcz Ledesma Hécto.r1 El Si:stcma Jnteramerit:::ano de Derechos Humanos_~ 
ASpectos procesales e instítucionales, InStituto JnteranlCricano de Derechos.-1-lumanos·, 
Tercera Edición, 2004, _San ,José de co·sta Rica. 
1•1-Caso Cayara vs. Peru, Corte lnlcramerl.cana-de Derechos H1..tmanos, sentencia dC 
excepciones preliminares, 3 de febrero de l 993. Párrafo 40 inciso 3. 
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Se debe tener presente que en el caso ahora planteado a la 
Comisión los hechos y derechos no planteados por la Comisión 
lnteramericana de Derechos Humanos_, generarian un 
desequilibrio pmcesal, puesto que no fue posible mantener esa 
discusión ante la Comisión lnteramericana. 

2. Inexistencia de la violación a los artículos 8.1, 25.1, 5.1 
en relación con el 1.1 de la Convención Americana de 
Derechos Humanos 

2.1 Respeto al debido proceso, artículo 8.1 de la CADH 

Para el análisis de la pn:;sunta violación del artículo 8 de la 
Convención Americana de Derechos Humanos hay que partir de 
lo que ha plasmado la norma interamericana: 

l. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas 
garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o 
tribunal competente_, independiente e imparcial, 
establecido con anterio.ridad po.r la ley, en la 
sustanciación de cualquier acusación penal formulada 
contra ella, o para la determinación de sus derechos y 
obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier 
otro carácter. 

Al respecto se debe indicar que co.mo lo ha señalado la 
propia Co.nvención Americana, esta se constituye como una vía 
subsidiaria y complementaría a la protección y recursos que 
proveen los Estados, cuestión que obliga a la Corte a desarrollar 
un estudio pro.fundo, sobre la presunta vulneración del artículo 
8 de la Convención. 

Es preciso. mencionar las normas procesales que regían al 
tiempo que se produjeron los hechos, puesto que se verá sin 
dificultad que la normativa procesal penal ecuatoriana, previó en 
disposiciones de diferente nivel jerárquico un estricto 
cumplimiento y protección al derecho a un proceso, en los 
parámetro.s que la jurisprudencia de la Corte lo ha desarrollado 
en importantes casos como Apitz Barbera, lvcher Broinsteín o 
Tribunal Constitucional. 

En este sentido la Constitución del Ecuador expedida en 
1998, garantizó en su articulo 23 número 24, el derecho al 
debido proceso, además de que el artículo 24 describió con 
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claridad los parámetros que debían ser cumplidos para cumplir 
las garantías mínimas en el proceso, sin perjuicio de aquello que 
establezca la ley o los instrumentos internacionales. Es relevante 
el párrafo final del mencionado artículo, ya que reafirma el 
compromiso con el sistema de protección de derechos humanos, 
por remitir la norma constitucional a los tratados 
internacionales 15. 

De la misma forma, el artículo 192 del mismo cuerpo 
normativo, reconocm al proceso como el mecanismo de 
realización de la justicia, que tiene dentro de sus objetivos hacer 
efectivo el disfrute de las garantías del debido procesol6 • Por 
tanto, es desde este marco que hay que mirar la protección q).te 
se otorga a las personas dentro del Estado ecuatoriano. 

Esto es concordante con el Código de Procedimiento Penal 
vigente a la fecba en que ocurrieron los hechos que motivan la 
causa presentada ante su autoridad, puesto que la denuncia que 
fue présentada por la. madre de la presunta víctima, en atención 
a que el Código prescribe a la denuncia como una de la .formas 
en las cuales la autoridad puede tener conocimiento de una 
conducta que pueda constituirse corno delito, de conformidad a 
lo establecido en el artículo 14 y 15 de la dd mencionado cuerpo 
normativo, por lo que, la denuncia solo es un acto de 
conocimiento para que la autoridad actúe como le corresponde. 

En el caso que ahor(l se ha transmitido a la Corte 
lnterarncricana de Derechos Humanos, se deberá verificar que 
desde las observaciones de fondo el Estado ecuatoriano adoptó 
como corresponde una clara posición con relación a la supuesta 
violación del artículo 8.1 de la Convención Americana, en ba:Se .a 
dos importantes cuestiones que no fueron realizadas por las 
presuntas víctimas, que c.s la recusación al juez que conoció la 
causa y de otro lado el ejercicio del recurso de apelación. 

2.1.2. Derecho a recusar al juez, como garantía de una 
justicia sin dilaciones 

Esta constituye una alternativa legítima a ser ejercida por 
las partes de un proceso, en razón de ser un garantía no prevista 
eh la Constitución, pero que permite la realización de la justicia, 
es decir, coadyuva al efectivo disfrute de los principios 

15 Constitución Politica del Ecuador, publiCada en el Registro Oficial l. de 11 de agosto 
de 1998. 
Hl Ibidcm artículo 192. 
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constitucionales. Por lo tanto, desde todo punto de vista, si un 
funcionario judicial, no atiende sus deberes como le 
corresponde., las partes pueden hac;er que este sea S<!parado del 
conocimiento de la causa con la finalidad de la realización de la 
justicia. 

Beatriz Quintero y Eugenio Prieto ya lo ha dicho: "La 
recusación es el medio por el cual se exterioriza la voluntad de 
las parte legitima en el proceso para que un juez determinado se 
separe de su conocimiento por motivo de sospecha de su 
imparcialidad"... "Las leyes procesales deben establecer un 
procedimiento incidental para el ejercicio de esta garantía" Y 

En el mismo orden de ideas, Adolfo Alvarado ha dicho que: 

"la recusación es el medio que acuerdan las leyes 
procesales para atacar la incompetencia subjetiva del juez, 
aduciendo -o no- la existencia de alguna causal que, de 
existir, hace invalida la actividad jurisdiccional, por 
presentarlo al juez en situación de partialidad, parcialidad 
o dependencía de la partes" lB. 

Una vez que la propia doctrina permite ver que la 
recusación es una herrami.enta para garantizar el debido 
proceso, lo que corresponde es verificar si la legislación del 
Ecuador tiene entre sus normas esta garantía al alcance de los 
ciudadanos, si además en caso ele que se confirme tal cuestión, 
las presuntas víctimas podían acceder al derecho y finalmente si 
en caso ele que no hayan propuesto recusación el Est.ado impidió 
su ejercicio. 

Dentro del Código de Procedimiento Penal, en sus 
disposiciones generales, el articulo 453, inciso segundo establece 
que los procesos penales se susta.ncias bajos las normas 
procesales penales, y puntualiza: "En lo que no determine de 
una manera especial el presente Código, se observará lo 
prescrito en el Código de Procedimiento Civil, como Ley 
supletoria"l9. 

17 Quintero Beatriz y Prieto Eugenio, Teoría General del Proceso, editorinl Tcmis) 
cuarta edición, 2008, Bogotá- Colombia, página 288'. 
18 Alvarado Velloso .t\dolfo y Píct,do Vargas Carlos .. Lecciones de Derecho Procesal Civil, 
Invcstigacion.es Jurídicas S.A., 2010, Sa'n Jose1 COsta Rica. 
l9 Código de Pro<.:edimiento Penal ecuatoriano¡ Registro OJicial 511, de 10 de junio de 
1983. E:n la actualidad derogado. 
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La disposición precedente abre la puerta. mediante la cual 
se ejerce el derecho de los justiciables a la recusación, hay que 
mencionar que con relación a las causales el Estado ecuatoriano 
es mucho más gamntista (en términos procesales) que la 
doctrina e incluye la falta de despacho con una causal para 
separar a una juez, a través del contenido del artículo 857 de la 
Código de Procedimiento Civil: 

"Un juez, sea de tribunal o de juzgado, puede so;r recusado 
por cualquiera de las partes, y debe separarse del 
conocimiento de la causa, por alguno de los motivos 
siguientes: 1 O. No sustanciar el proceso en el triple del 
tiempo seüalado por la ley"20. 

Adicionalmente, no se debe olvidar que el mismo Código 
de Procedimiento Penal, en el artículo 275 normaba el 
desempeño del trámite que era de. carácter muy breve, el cual 
establecía tres días para la prueba y cuatro para dictar 
sentencia, sin posibilidad de recurso2l. 

En relación con el informe de fondo emitido por la CIDH, 
se ha establecido que la recusación no constituye un recurso22 

que prevenga la violación de un derecho fundamental. Pero tal 
afirmación constituye un argumento falaz, por ser la recusación 
un mecanismo q1.1e permita gozar siempre de la tutela judicial 
efectiva y un juicio sin dilaciones, cuestión que reconocía la 
Constitución de 1998. Hay que tener presente que la 
constitución del Ecuador no hacía diferencias entre derechos, 
otorgando mayor o menor importancia a uno sobre otro, coti lo 
que, el debido proceso y la justicia sin dilaciones es un derecho 
que gozó de rango constitucional, que tiene su efectiva garantía 
a través del juicio de recusación, herramienta que no fue 
utilizada por las presuntas víctimas, puesto que opinaron que no 
es necesario y no es efectivo23. 

En motivación de lo expuesto, el hecho de que nada se 
haya dicho en el ESAP al respecto, con.firma que no es imputable 
al Estado el que no se haya ejercido el derecho a las gar<IJ).tias 
judiciales como corresponde, por lo que la Corte lnteramericana 

2° Código de Procedimiento Civil, Registro Ofida1 Suplemento, ú'\tima reforma, en 
marzo de 2009. 
21 Código de Pracedimie11t.o Penal et.-uatoriano, Registro Oficial 511., de 10 de junlo.de 
198.'3. En l..1. actualidad derogado, artiCulo 275. 
'' lnfonne N. 75/11, Melba Suarcz Peralta vs. Ecuador, 20 de julio de 2011. Pá!'ralo 
l9. 
231bidem 

Robles 73 t y Av. Am:'l'l-0\1a.$ • Q;im, Hcua.tlor • PRX: (5?3 2)- 2 562 OClO 

190



.PROCURADURÍA GENERAL DEI" ESTADO --<<--«--<·--"" ___ "____ - ITlHDOR 

09422 P&gtna. 16 

deberá hacer un importante análisis desde la Constitución del 
Ecuador y normas inferiores, al evidenciar que la recusación sí 
era y es una garantía para derechos constitucionales. 

2.1.3. Ejercicio del derecho al debido proceso mediante la 
apelación 

Se estima pertinente puntualizar que la apelación es un 
recurso, dentro de_ la materia procesal, que otorga la posibilidad 
de recurrir las decisiones de un juez ante el superior jerárquico, 
para satisfacer lo que se ha denominado el doble conforme, 
elemento de las garantías judiciales reconocidas en la 
Convención en su articulo 8.2 (h). 

Si la CADH y su jurisprudencia, ha establecido como un 
derecho de las personas el remu·rir ante un juez superior, no es 
concebible que pretenda alegarse una violación a las garantías 
judiciales, cuando el Estado puso a disposición de las presuntas 
víctimas el ejercicio del derecho y, no consta del proceso 
interarocricano que el Estado haya obstaculizado el derecho 
convencional, constitucional y legal que les asistía. 

Para el maestro Guisseppe Chiovenda, la apelación 
constituye una garantía pa!'a los ciudadanos, la misn1a que 
contiene tres aspectos fundamentales: la corrección de errores, 
el que se confic el asunto a jueces distintos y, que el juez 
superior actúe mayor autoridad, con la finalidad de examinar la 
causa desde todos los aspectos que pudo analizar el inferior, 
para declarar si la sentencia anterior fue justa o injusta y 
decretando con la posibilidad de dictar otra en su lugar24. 

La doctrina procesal puede despejar muchas dudas sobre 
la finalidad ele la apelación y sus características capaces de 
revertir en su integridad la siu1ación del proceso y otorgar la 
razón al recurrente. Por tanto, el no haber ejercido el recurso 
acarrea la. evidente consecuencia de que no es factible que ahora 
ante la Corte lnterarnericana pretender alegar que la presunta 
violación del artículo 8.1. E:s claro que lo que corresponde al 
Estado es poner a disposición de la personas, a través de su 
normativa la posibilidad de acceder a los recursos, sin embargo 
no puede el Ecuador obligar a las personas a ejercerlo. 

~.,. Chiovenda Giusseppe, Instituciones de Derecho Procesal Civil, Editorial ,Jurídica 
Universitaria, 2011, México DF. 
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De los elementos aportado por la presunta víctima se 
desprende que la consideradón de no recurrir el auto, se Íl.mdó 
en base a consideraciones subjetivas. Cuestión que da la 
apariencil:l de que lo que se pretendía desde el inicio era no 
utilizar los mecanismo internos, y tratar de concurrir ante el 
Sistema Interamericano, con la finalidad de desnaturalizar el 
sistema con las posibles reparaciones que de be ser la restitución 
y no el enriquecimiento. 

Se indica a la Corte que, el proceso desde la Constitución 
Política del Ecuador se constituyó como un proceso garantista, 
pero fueron las presuntas víctimas quienes no han demostrado 
la intensión de agotarlo. Es categórico el contenido del el articulo 
3.48 del Código de Procedimiento Penal al respecto, y dice que: 
"Procede el recurso de apelación c_-uando una de las partes lo 
interpusiere respecto de las siguientes providencias""'· "3. De los 
autos de inhibición y prescripción que ponen fin al proceso"25. 

Señores Jueces de la Corte Interamericana de Dere.chos 
Humanos, es evidente que el ejercicio de la apelación no fue 
conculcado, fue voluntad de las ahora supuestas víctimas no 
utilizarlo, en base a que presuntamente pueden anticipar el 
resultado de una apelación, asunto que claramente no podemos 
afirmar, más aún cuando la ley procesal penal, de forma expresa 
previó el recurso de apelación contra los autos de prescripción. 

Vin<..··ulado a la resolución del recurso, el mismo cuerpo 
adjetivo estableció en su artículo 350 que el plazo para resolver 
era de 15 días a partir de que se haya recibido el procesq, 
previendo la sanción de pecuniaria por la demora en el 
despacho, asunto de garantiza que la respuesta habría sido 
pronta. 

Al vincular las posibilidades de acceso al proceso que se 
dio a la presunta víctima, al presentar una denuncia, el que se 
haya entablado un proceso en contra de quienes hayan 
participado en las diferentes calidades criminales, solo muestra 
que se gozó de las más amplias posibilidades de contribuir con 
la causa, situación sobre la cual la Corte se ha expresado en su 
momento, a pesar de la incomodidad que le podría causar a la 
Comisión cierta jurisprudencia, en el caso Genie Lacayo vs, 
Nicaragua: 

25 Código de Procedimiento Penal ecuatoriano, Registro Oficia15-11~ dC 10 de junio de 
1983. En la actualidad derogadn. 
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"De los elementos de conviccwn que se han rendido en 
este asunto, se desprende que el señor Raymod Geníe 
Peñalba pudo intenrertir en el procedimiento militar, 
ofrecer pruebas, ejercitar los recursos respectivos y 
finalmente acudir en casación ante la Corte Suprema de 
Justicia ele Nicaragua, a la que corresponde pronunciarse 
sobre el fondo de la controversia criminal y determinar, en 
su caso, la existencia de violaciones procesales concretas. 
Por tanto, respecto del afectado no puede afirmarse que la 
aplicación de los decretos sobre enjuiciamiento militar 
hubiese restringido sus derechos procesales protegidos por 
la Convención"26. 

Como se confirma la jurisprudencia de la Corte que es al 
extremo consistente, no puede determinarse un menoscabo en 
las garantías procesales de un justiciable, sin confirmar que se 
le ha restringido el acceso a recurso alguno, y con relación al 
contenido del esc;rito de solicítudes, argumentos y pruebas, se 
verifica qtte de forma deliberada no se ejerció el derecho por 
parte de las presuntas víctimas27, 

Hay que observar la profunda relación que existe entre la 
voluntad de ejercer sus derechos procesales y la alegación de 
razonabilidad del plazo que invocan las presuntas víctimas. En 
este sentido la jurisprudencia ha otorgado los criterios que 
deben ser observados, la complejidad del asunto, la act.ividad 
procesal del interesado y la conducta de !as autoridades 
judiciales2S. 

Por su parte la doctora Cecilia Medina ha dicho con 
relación a la participacíón de las víctimas: "la actividad del 
interesado se analizara desde el punto de vista de la buena fe 
con la que realiza sus actuaciones"29. Esto implica que utilice los 
recursos que estén a su alcance con la finalidad de colaborar en 
la construcción de la verdad procesal que se instituye en función 
de lo que las partes le presentan al juez, principio del proceso 
dispositivo o acusatorio en materia penal. Por tanto, no haber 

--------
26 Cfr. caso ... ft.uu"l. Humbcrto Sanchez vs. Honduras, Curte lnt(!ramerica.na cte Derechos 
Humanos, sentencia sobre excepcio.nes prelin:tinares, fondo y reparaciones y costas, 7 
de Junio de 200::1, pórr~ro 129. 
'27ESAP, pres_entado anw la Corte lnteramerkana de Derechos Humanos, con _fecha 14 
(le mayo de 2012, páginas 18 y 19 . 
. 2s Med.ina Cecilia Quí.roga, La Convención Americana de 'Derechos Humanos,: teoria >' 
jurisprudencia, Centro de Derechos Ht.tmanos, Universidad de Chile,, 2006, Santiago. 
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presentado los recursos a Sl.t alcance, es causa suficiente para 
que no le sea imputable al Estado la presunta violación del 
artículo 8.1 de la CADH, cuando además e] que las dentro del 
proceso existieron personas prófugas, de forma ra?..onable genera 
la complicación del asunto. 

Está por demás d.ecir que el Ecuador, no ha dejado que las 
normas no sean un reflejo de la realidad y en el 2008, se expidió 
una Constitt¡ción que es bastélnte desarrollada en materia de 
derechos humanos, y que específicamente reconoce los derechos 
establecidos en los cuerpos internacionales por sobre el propio 
texto constitucional cuando, se protege de mejor manera los 
derechos fundamcnta!es3°, disposición que toma en cuenta la 
importancia del principio de Pacta Sun Servanda, en el mismo 
sentido que lo entiende Cesar Landa para quien los tratados 
internacionales son normas de aplicación .<lirecta- self executing, 
es decir que no son meros derechos de naturaleza etica a la cual 
se encuentran sometidos residuálmcnte quie11cs interpreten y 
apliquen los <lerechos fundamentales de la Constitución.; sino 
que., son normas jurídicas vin.:;ulantes y de aplicación inmediata 
por los poderes públicos y respecto a los poderes privados"ol, 

En virtud de lo mencionado, se anexará a la presente caso, 
la Constitución de 2008, que prevé los derechos relativos al 
debido proceso o corno lo ha conceptualizado el artículo 8 de la 
Convención Americana, garantías judiciales. 

En conclusión se solicita se!"iorcs Jueces que se sirvan 
desechar la pretensión de la presunta víctima, por cuanto no 
hay verificacion de forma document;:<da que pruebe el E:stado le 
haya limitado en sus derechos la vulneración del artículo 
Constitucional 

2.2. Inexistencia de violación al artículo 5 CADH. 

La Convención Americana sobre Derechos Humanos en su 
artículo 5 determina lo siguiente: 

Toda persona tiene derecho a que se respete su integridad 
física, psíquica y moral. 

JO Constitución del .Ecuador, 
3J Landa Cesar, lmplementación de las decisiones del Sisterna.lnteramcricanq_de 
Dt;_rechos Humanos eh el ordenamiento constitucional peruano. Ccnter fúr Justicc of 
lnternational Law, 2007, Buenos Aires. 
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Nadie debe ser sometido a torturas, ni a penas o tratos 
crueles, inhumanos o degradantes. Toda persona privada 
de libertad será tratada con el respeto debido a la dignidad 
inherente al ser humano. 

Debemos tener en cuenta una definición de tortura: 

Pueden calilicarse como torturas físicas y psíquicas 
aquellos actos que han sido preparados y realizados 
deliberadamente contra la víctima para suprimir su 
resistencia psíquíca y forzarla a autoinculparse o a 
confesar determinadas conductas delictivas o para 
someterla a modalidades de castigos adicionales a la 
privación de la libertad en si misma. 32 

Ahora bien, en el caso "Instituto de Reeducación del 
Menor" contra Paraguay, la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos estableció lo siguiente: 

Frente a las personas privadas de libertad, el Estado se 
encuentra en una posición especial de garante, toda vez 
que las autoridades penitenciarias ~jereen un fuerte 
control o dominio sobre las personas que se encuentran 
sujetas a su custodia. De este modo, se produce una 
relación e interacción especial de sujeción entre la persona 
privada de libertad y el Estado, caracterizada por la 
particular intensidad con que el Estado puede regular sus 
derechos y obligaciones y por las circunstancias propias 
del encierro, en donde al recluso se le impide satisfacer 
por cuenta propia una serie de necesidades básicas que 
son esenciales para el desarrollo de una vida digna. 33 

El derecho a la integridad personal tiene su origen en el 
respeto a la vida y sano desarrollo de ésta. Además implica dos 
obligaciones específicas para los Estados parte. Por un lado 
implica la obligación del Estado de no realizar ninguna acción u 
omisión de las prohibidas por el artículo 5 de la CADH y de 
impedir que otros lo realicen. En el tratamiento específico a este 
derecho debe considerarse el respeto de la dimensión individual 
------········---
:>-z Corte IDH, ucaso Maritza Urrutia vs Guatemala", .sentencia de 27 de noviembre de 
2003, Serie C, No. 103, párrafó 104, véase también, COR1'E IDH, "Caso Cantoral 
Benavides VS Petü", Séntehcia de 18 de agosto del2000, SeriC e No. 69 párrafo 104. 
33 Cfr, Corte IDH Caso "Instituto de ReeducaCión del Menor contra Paraguay11

, 

Excepciones Preliminares~ Fondo, Reparaciones y Costas, Serie C No.l12, párra(o 152. 
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de una persona y la administración de sus actos, sin que nadie 
pueda, interferir con él o con sus decisiones respecto de él; así 
pues el individuo es el dueño de si mismo, tiene autonomía 
personal, y por lo tanto, está facultado para decidir a su albedt·ío 
en uso de su derecho de libertad, sin que el Estado tenga, en 
principio la facultad de impedírselo. 

Para la verificación expresa de la existencia de la figura de 
la tortura,, al menos deben identificarse los siguientes 
elementos:: que sea un agente del estado quien la provoque34; 
que un agente del Estado no la ocasione pero la tolere35; la 
intencionalidad36; el efecto que la conducta produce en la 
víctima: penas y sufrimientos graves, físicos o mentales, o 
dolores o sufrimientos graves, físicos o mentales37; la finalidad 
de la conducta que es obtener información3s, someterla a un 
castigo o intimidarla, discrínlinarla o coaccionarla a hacer algo. 

Al examinar la Convención lnteramerieana sobre la 
Tortura, se reconoce a esta figura jurídica como un acto 
realizado intencionalmente por el cual se causa a una p<;!rSona 
penas o sufrimientos físicos o mentales con fines de investigación 
personal como medida preventiva, como pena, o con cualquier 
otro fin. También implica la intención de anular la personalidad 
de la víctima (desaparición forzada) o disminuir su capacidad 
física o mental aunque no causen un daño físico o psíquico. Con 
este enfoque se vuelve análogo el tratamiento a la figura de 
tratos crueles e inhumanos donde ese encuentran las penas 
corporales, es decir que este aceptada por la legislación interna, 
y ordenada por un tribunal y aplicada directamente o 
indirectamente por un agente estataJ.39 

En el presente caso los representantes de la presunta 
v:ictima intentan demostrar que existen tipologías análogas de 

J.;, Declaración sobre la Protección de todas laS -Personas contra Ja Tortura y otros 
T.rritos-o P:cn~s Crueles, Inhumanos o Degradantes, 
:3S Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Cruelcs1 Inhumanos o 
Degradantes 
36 Declaración sobre la Protección de todas la_s Personas contra la Tortura y otros 
Tratos o Pena.s Crueles, Inhumanos o Degradantes. 
Yl ibídem 
3B ibídem 
39 Corte. 8uropea de Derechos Humanos, Caao T'yler v UK, párr. 33. 
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tortura o de tratos crueles y degradantes por derivación simple 
de una eventual atribttción de responsabilidad en los artículos 
1.1, 8 y 25 CADH, y no porque exista en la configuración de los 
hechos ningún atisbo de violación al derecho de la integridad 
personal. Como efecto de demostración el Estado se aproxima 
críticamente a la doctrina y la jurisprudencia del derecho 
internacional de los derechos humanos para dar cuenta de la 
inexistencia de violación al artículo 5 CADH. 

2.3.1. La atribución de responsabilidad del Estado por la 
acción de particulares. 

El punto de partida para el análisis de la responsabilidad 
del Estado por acción de particulares que deviene en violación de 
derechos humanos se encuentra en la discusión jurídica por la 
propia responsabilidad directa de Los particulares frente a 
violaciones de derechos humanos. Esta noción se reconoce en la 
doctrina como Drittwirkung. Esta definición es para algunos 
autores uno de los mayores avances para la protección de los 
derechos fundamentales (si se entienden a estos como los 
derechos humanos incorporados en las Constituciones). 40 

De ahi que dentro de la óptica del derecho constitucional 
iberoamericano, o de tradición eurolatina, se puedan apreciar 
dos formas de protección a los derechos. fundamentales, por un 
lado el efecto vertical de los derechos fundamem:ales que implica 
establecer una relación de superioridad del Estado y de 
inferioridad al ciudadano, quien inmediatamente se constituye 
en víctima al eventualmente verificarse la violación a un derecho 
humano. La superioridad del Estado se percibe teóricamente 
como una presuncton, por cuanto el Estado tiene una 
maquinaria institucional siempre mayor a la sola acción de un 
individuo, al menos en tratándose de una contienda jurídica, 
este principio también a contribuido a determinar en el derecho 
internacional de los derechos humanos que el Estado deba tener 
toda la carga de la prueba frente a la sola aseveración de una 
persona que sostiene se ha vulnerado su derecho. 

La otra forma de protección o de percepción jurídica se 
reconoce como efecto horizontal y tiene que ver con el desarrollo 
de ciertos postulados de igualdad que se han discutido sobre 

·lo Véase1 HINESTHOZA VE'LEZ, J-uan Pablo .. "Introducción a la -Res-ponsabilidad 
Internacional de los Particulares en las violaciones a derechos humanos", Facuttad de 
Dert:cho Universid!;l.d Exte'rna.do de Colombia, Bogota, 2005. 
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todo en la Filosofia del Derecho y en las reflexiones de la 
jurisprudencia europea, principalmente alemana. En esta 
apreciación el Estado Social de Derecho supone que exista una 
protección en condiciones de igualdad a los individuos. A esta 
escala jurídica le corresponde entender la relaCión entre 
individuos o inter privatos co:tno iguales frente a una obligación 
de respeto a los derechos humanos.4l 

Para la Teoría Crítica del Derecho y para ciertas escuelas 
jurídicas posmodernas se vuelve visible el aparecimiento de 
nuevos poderes (privados) instalados por sobre la estructura o 
potestad política y jurídica del Estado que afectan en igu!l-1 
medida, o en un nivel de incidencia mayor la convivencia social., 
vale decir la convivencia entre ciudadanos. El caso de redes de 
narcotráfico o de crimen organizado es ilustrativo, pero también 
puede pensarse en el ejercicio ilegítimo de cierto poder ejercido 
por compañías transnacionales sobre las personas, o incluso 
sobre el medioambiente, los medios de comunicación masiva de 
carácter global también pueden apreciarse como grupos o 
agentes privados de cobert1.1ra global que detentan poder real y 
virtual sobre particulares. 42 

De este modo puede decirse que en el asunto de las 
relaciones de los particulares frente al respeto de derechos 
humanos, o en su caso de derechos fundamentales, la 
protección del .Estado o eventualmente de un Tribunal 
[nternacional se otorgaría cuando estos agentes privados colocan 
a otro particular en condiciones de indefensión o vulnerabilidad, 
situación provocada por el uso ilegítimo de su poder o posicíon 
dominante. 

Dentro del presente caso, los representantes de la 
presunta víctima intentan construir una hipótesis de 
r.csponsabilidad derivada de la acción de particulares (en este 
caso los médicos de una institución privada), la Corte 
lnteramericana no puede aceptar un argumento tan débil y poco 
sustentando por cuanto la doctrina jurídica ya ha demostrado 
que el efecto horizontal solo se produce en la verificación del 
ejercicio de un poder particular mayor al que administra el 

•11 Véase, ALEXY, Robert¡ "'Teoria de los Derechos FundamentaJc's", Madrid, Centro de 
Estudios Constitucionales, 1993. 
42 Puede consultarse el interesante texto de ALEXY, Robert, "Teoria del Discurso y los 
Derechos Humanos" traducción de I~uis Villar Borda, Universidad Externado de 
Colombia, Bogotá, .1994. 
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mismo Estado, y que ese poder virtuaJmente mayor afecta a una 
persona de modo evidente. 

Si por el contrario se quiere apoyar la tesis de que la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos por generacwn 
espontánea, y de la simple atribución de violación a otros 
derechos, puede examinar la violación al articulo 5 CADH que se 
refiere a la integridad personal, es necesario anticipar que el 
Trib1.mal Interamericano tiene categorías jurídicas muy precisas 
pa:ra revisar la violación al derecho a la integridad personal por 
la agencia de particulares. 

En ese contexto, la jurisprudencia de la Corte 
[nteramericana de Derechos Humanos ha considerado que 
puede generarse responsabilidad internacional para el Estado en 
actos que pudieron ser cometidos por terceros o particulares en 
el contexto de obligaciones que son de atribución específica del 
Estado.43 

Con esta línea de sentido la Corte ha considerado 
múltiples prec¡;dentes que permiten analizar la atribución de 
responsabilidad por actos de particulares, todas ellas 
circunscritas a la obligación positiva del Estado para adoptar 
medidas necesarias que aseguren la efectiva protección de los 
derechos en las .diferentes relaciones entre individuos. 

Es probable que la demostración jurisprudencia! más rica 
tanto desde los hechos como desde el análisis de violación de 
derechos sea el Caso del Campo Algodonero contra México. 

Para el jurista Vietor Abramovich: 

Los criterios para atribución de responsabilidad del .Estado 
por el incumplimiento de un deber de protección no son 
claros en la jurisprudencia de la Corte, y en nuestra 
opinión suelen aparecer confusamente mezclados c0n otro 
factor de atribución de responsabilidad más directo, que 
es el apoyo o tolerancia con la acción de un actor no 
estatal. Este último criterio implica complicidad estatal 
con la violación de derechos y se ha utilizado en casos de 
acciones de grupos paramilitares que actúan bajo la 

4:s·cHAPHAM, Andrew, .. H~mo:m Rights in the Private Spherc~ Clarendon Press~üxCord, 
1996, pp 178-244. 
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protección de aparatos gubernamentales, e incluso bajo el 
amparo de normas jurídicas formales. La doctrina de la 
complicidad (apoyo o tolerancia) atribuye responsabjlidad 
objetiva al Estado como si la acción del partícular hubiese 
sido ejecutada por un agente estatal de manera directa.44 

Esta cita de Abramovich nos muestra que no existe un 
criterio consolidado sobre la atribución de responsabilidad a 
particulare.:s en relación con el incumplimiento del deber de 
protección, esta afirmación se basa .en una .distinción ausente de 
la teoría de complicidad del Estado que supone apoyo o 
aquiescencia del alguna agencia estatal con la propia teoría 
general de atribución de responsabilidad por actos de agentes 
privados. 

En conex10n con el análisis jurídico sobre el Campo 
Algodonero, la Corte Interamericana basó su examen en la 
doctrina del riesgo previsible y evitable, teoría que se aprecia 
desde la jurisprudencia de la Corte Europea de Derechos 
Humanos, la apreciación del Tribunal Europeo tomado en 
cuenta por la Corte IDH, fue el siguiente: 

La Corte recuerda que la primera oración del artículo 2.1 
obliga al Estado no sólo. ª abstenerse de privar intencional 
e ilegalmente de la vida, sino también a tomar pasos 
apropiados para salvaguardar las vidas de quienes se 
encuentren bajo su jurisdicción (Ver caso L.C.B. vs Reino 
Onido. Sentencia de 9 de junio de 1998, Reports 199EHII, 
pág. 1403, párr. 36). Esto conlleva un deber primario del 
Estado de asegurar el derecho a la vida, a través del 
establecimiento de disposíciónes de derecho penal efectivas 
para disuadir la comisión de delitos contra las persóné.s, 
apoyadas por una maquinaria de implementación de la ley 
para la prevención, supresión y castigo del incumplimiento 
de esas disposiciones. También se extiende, en ciertas 
circunstancias, a una obligación positiva de las autoridades 
de tomar medidas preventivas operativas para proteger a 

4"~ ABRAMOVICH .. Vidor~ "'Responsabilidad estatal por violencia de género: 
comentarios.sobrc el caso 10 Cari1po.Algodoflero" en la Corte Interamcirkaha de 
Dcrcchps. Humanos, disponible digitalrhente·en el Anuario de Derechos Huma'nos de la 
Universidad dt~ Chile, ww\v.anunrh¿_º.Qll.uchih;_d..;.J 
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un individuo o grupo de individuos, cuya vida esté en 
riesgo por actos criminales de otros individuos (ver !a 
sentencia de Osman [ ... ),pág. 3153, párr. 115). 

Teniendo en cuenta las dificultades que implica la 
planificación y adopción de políticas públicas en las 
sociedades modemas, la impredictibilidad de la conducta 
humana y las elecciones de carácter operativo que deben 
ser tomadas en función de prioridades y recursos, dicha 
obligación positiva debe ser interpretada de forma que no 
imponga a las autoridades una carga imposible o 
desproporcionada. Por consiguiente, no todo alegado 
riesgo a la vida impone a las autoridades la obligación 
convencional de tomar medidas operativas para prevenir 
que aquel riego llegue a materializarse. Para que surja 
esa obligación positiva, debe ser establecido que al 
momento de los hechos las at1toridades sabían, o debían 
haber sabido, de la existencia de un riesgo real e 
inmediato para la vida de un individuo identificado o de 
algunos individuos respecto de actos cri.minaJes de 
terceros, y que tales autoridades no tomaron las medidas 
dentro del alcance de sus poderes que, juzgadas 
razonablemente, podían esperarse para evitar dicho riesgo 
(ver la sentencia de Osman ¡ ... ], pág. 3159, párr. 116). 45 

La Corte IDH a.l valorar el aporte jurisprudencia.! de la 
Corte IDH en el Caso de !a Masacre de Pueblo Bello contra 
Colombia señala que un Estado no puede ser responsable por 
cualquier violación de derechos humanos entre particulares, y 
para el efecto deber te!'lerse en cuenta que las obligaciones 
convencionales de garantía que se encuentran a cargo de los 
Estados no implican una responsabilidad ilimitada de los 
.Estados frente a cualquier hecho e!'l el que se encuentren 
involucrados particulares, pues Jos debere.s de adopción de 
.medidas de protección, o de prevención en sus relaciones entre 
se encuentran condicionados al conocimiento de una situación 
de riesgo real e inmediato para un individuo o colectivo de 
personas, y a las posibilidades de prevenir o evitar ese riesgo. En 

45 TEDH, Kilik vs Turquía, judgment of28 march, 2000, ,judgment of 28 Mclrch 2000, 
Application No. 22492/93, paras. 62·and 63: Osman v .. the United Killgdomju.dgme,tt 
of28-0t..'tober 1998 .. Reports of Ju.dgmeHts.r,md Decisions .1998-Vllf, paras. !15 and 
116. Texto original en ingles,_ trad.üddo por fa _Secrcta1ia de la Corte lDH, en párrafo 
Í24, véase también, Corte· IDH, C.a~o de Masacre de Pueblo Bello, Sentencia de 31 de 
en<'r<> de 2006, Seríe e, No. 140, párrafo 124. 
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otras palabras, a.unque un acto de un particular pueda tener un 
impacto lesivo que eventualmente atente contra los derechos de 
otro particular, el acto no es atribuible directamente al Estado, 
pues deben evaluarse por separado la circunstancias 
particulares del caso, y la definición de las obligaciones de 
garantía dentro de ese contexto. 

Ahora bien, la Corte IDH desarrolló su propio instrumental 
de análisis en cuanto a la doctrina de riesgo previsible y evitable 
cuando derivó de la definición del deber estatal de debida 
diligencia el mandato para proteger derechos dentro de 
situaciones de. riesgo. Según la Cot'te !DH, el Estado debe 
obligatoriamente adoptar medidas de: protección o prevención 
según el conocimiento directo que tenga de situaciones de riesgo 
real .e inmediato para un individuo o grupo de individuos, y de 
otro lado, por la posibilidad razonable de prevenir o evitar que se 
produzca dicho riesgo. 

Para el profesor Abramovich la doctrina del desga implica 
conocer la existencia de al menos cüatro elementos: 

a) Una situación de riesgo real o inmediato que surja de la 
acción o de las prácticas de los particulares, esto quiere 
decir que es necesario que se establezca en el nivel de 
riesgo no una situación eventual, hipotética, sino que se 
pueda apreciar su dimensión concreta y efectos, dicho de 
otro modo que pueda materializarse. 

b) Que el riesgo se cierna sobre una persona o un colectivo 
identificable, esto quiere decir que el riesgo sea 
particularizado, por lo tanto no puede hablarse de riesgo 
general. Esta característi\:a es de gran importancia por 
cuanto existen situaciones de amenaza que no podrían 
convertirse en riesgos reales a grupos o personas. objetivo. 

e) Que el Estado tenga conocimiento del riesgo en una 
dimensión temporal actual o pasada, ese conoc.imiento 
debería estar registrado o documentado, y debe ser 
probado. En este elemento es crucial establecer la 
existencia de evidencia contundente sobre los hechos del 
riesgo_ Cuenta también en este apartado el contexto de la 
previsibilidad del riesgo, que está vinculada directamente 
con las diferentes posibilidades que tiene el Estado para 
monitorear una situación de la que existe alarma social. 
Una de las reales posibilidades rto solo de monitore.o, sino 
también de intervención es la denuncia ante las 
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autoridades. Para el caso ecuatoriano esta denuncia 
(notitia criminis) implica un proceso de investigación por 
parte de la Policía Judicial v ele la Fiscalía General del 
Estado. 

d) Que el Estado pueda razonablemente prevenir o evitar la 
materialización del riesgo. Desde esta premisa se puede 
analizar si el riesgo por sus características es evitable, 
pero también se debe poner en examen las capacidades 
operativas de los ¡;¡gentes estatales, délicit de políticas 
públicas, etc:ló 

Al configurarse al Estado como un agente fundamental en 
todos los procesos de responsabilidad pública en cuanto a 
bienes y servicios, y cómo esos bienes y servicios están 
integrados a un conjunto ele derechos y garantías de los 
ciudadanos, es inevitable señalar su participación efectiva en el 
contexto de un riesgo, pero eso no quiere decir que por esta 
participación que es indelegable al sector privado, se deba 
automáticam.ente generar una imputación de responsabilidad. 
De todas maneras el jurista Abramovich destaca: 

La doctrina de la complicidad apunta a establecer una 
responsabilidad directa del Estado por la acción de 
tolerancia, aquiescencia o apoyo de de agentes públicos 
con los crímenes de actores no estatales. En tal sentido, la 
acc10n del particular se asimila a efectos de la 
responsabi!ídad internacional con acciones de agentes 
públicos. En el otro extremo, la doctrina del riesgo apunta 
a una obligación estatal indirecta por incumplimiento del 
deber de garantía, que incll.tye una obligación específica de 
previsión y protección frente a actos de particulares. 

Pero la Corte ha desarrollado en algunos casos una teoría 
intermedia para aquellos que si bien no es posible afirmar 
que agentes públicos han sido cómplices de un acto 
violatorio de derechos humanos, la participación del 
Estado no se limita a un incump.limiento de deberes de 
protección, e incluye acciones públicas, normas, prácticas 
o políticas, que han creado objetivamente la situación de 
rie.sgo. Cuando el Estado ha creado el riesgo sus deberes 
de garantía frente a actos de parliculares son más 
estrictos. A esta tercera doctrina de atribución de 
responsabilidad para ordenar las ideas aquí expuestas, 

'"!BID, Abramovich, pp l75. 
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como doctrina del riesgo creado, pues el Estado está 
obligado a proteger frente aun riesgo que él mismo creó, y 
tiene un deber particular de desactivar la situación de 
riesgo que ha engendrado directamente.47 

Desde este análisis prolijo es necesario traslapar la 
situación jurídica expuesta por el abogado que patrocina a la 
presunta víctima en el sentido de que los procedimientos 
médícos de emergencia pueden atribuirse como tratos crueles o 
degradantes. Esta hipótesis propuesta por la presunta. víctima 
no es coherente, no tiene sustento probatorio, no responde a 
ningún nexo causal, y no se corresponde a la realidad concreta 
de los hechos. 

Ahora bien, en cuanto al deber estatal de prevencmn, el 
Derecho Internacional de los Derechos Humanos y en particular 
la Corte lnteramericana de Derechos Humanos cuenta con 
criterios más o menos precisos, en cuanto a personas que se 
encuentran bajo custodia del Estado, como es el caso de mujeres 
o niños, niñas y adolescentes que encuentran recluidos. En esta 
situaci!)n es evidente que el Estado se encuentra en posición 
especial.de garante, también son visibles frente a la Corte IDH, 
casos de pueblos indígenas que están en. conr::licione.s de 
vulnerabilidad frente a la cbndic:ión de protección del Estado, De 
todas maneras, el actual Presidente de la Corte lnteramericana 
de Derechos Humanos, Dr. Diego García Sayán en su Voto 
concurrente en el Caso. González y otras (Campo Algodonero) 
contra México menciona como asuntos paradigmáticos los caso.s 
Ximenes Lopes vs Brasil, y Yakie Axa vs Paraguay con el fin de 
ilustrar la situación de personas que se encuentran en diferentes 
circunstancias bajo custodia del Estado. En los casos citados el 
Estado evidentemente tenia la responsabilidad internacional de 
haber cumplido con el deber de cuidar y de prevenir la 
V'Ulneración de la vida, y de la integridad personal, así como 
también como su deber de regular y fiscalizar la atención médiGa 
de salud. Estas medidas deben entenderse como deberes 
especiales derivados de la obligación de garantizar los derechos 
consagrados en los artículos 4 y 5 CADH.4B 

Debe entonces tenerse en cuenta el carácter de deber 
especial de los casos, y no puede extenderse al presente caso 

47 Obra. citada.1 Abra.movich 1 pp 1.75. 
41:1 Véase CORTE IDH, Voto Concurrente del Juez Diego Garcia Sayá:n e.n .relación a la 
Sentencia de la Corte Intcramcricana de Derechos Humanos en el Caso Gonzáles y 
otras (Campo Algodonero) vs México, de 16 rle noviembre de 2009r pó.rraJo 4. 
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como asi lo pretende el abogado de la ciudadana ecuatori<ma 
Melba Suárez Peralta en el entendido que la obligación de 
respeto y garantía del artículo 1 CADH o en su vínculo no 
alegado por los representantes de la presunta vktima adquiere 
vincular al artículo 4 y S como lo plantea el aná!ísis del jurista 
Garcia Sayán. Además de acuerdo a la p1·esentación de los 
hechos tanto de la presunta víctima como de la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos se desprende que las 
circunstancias en las que ocurre la intervención quirúrgica de la 
señora Suárez Peralta no solo que no había ninguna 
intervencióri estatal, sino que mi'l.s aún es erróneo afirmar que el 
Estado se encontraba en 1.ma virtual posición de garante. 

En el mismo análisis del Voto Concurrente del actual 
Presidente de la Corte IDH en cuanto al deber de prevención se 
mencionan los casos Pueblo Bello vs Colombia, Valle Jaramillo y 
otros vs Colombia, citando un párrafo jurisprudencia] que 
condensa la posición de la Corte !DH al respecto, así pues: 

[ ... ] para la Cort_e es claro que un Estado no puede ser 
responsable por cualquier violación de derechos humanos 
cometida entre particulares dentro de su jurisdicción. En 
efecto, el car('J.cter erga omncs de las obligaciones 
convencionales de garantía a cargo de los Estados no 
implica una responsabilidad ilimitada de los Estados 
frente a c1.tal.quier acto o hecho de particulares, pues sus 
deberes de adoptar medidas de prevención y protección de 
los particulares en sus relaciones entre sí, se encuentran 
condicionados al conocimiento de una situación de riesgo 
real e inmediato para un individ1..10 o grupo de individuos 
determinado y las posibilidades razonables de prevenir o 
evitar ese riesgo. Es decir, aunque un acto, omisión o 
hecho de un particular tenga como .consecuencia jurídica 
la violación de determinados derechos humanos de otro 
particular, aquél no es automáticamente atribuible al 
Estado, pues debe atenderse a las circunstancias 
particulares del caso, y la concreción de dichas 
obligaciones de garantía.49 

49 C0T{fE. tPH, Caso de la Masacre de Puebin Be.llo vs Colombia, Fondo, Reparaciones 
y Castas, .Sentetid.a de 3Í de er'lero de 2006; SL'-rie C, No. 1.40, párrafo 123. 
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2.2.3. La inexistencia de tratos crueles, inhumanos o 
degradantes o de tortura.-

El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Polftícos en su 
articulo 7 señala: 

Art. 7.- Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos 
crueles, inhumanos o degradantes. En particular, nadie 
será sometido sin su libre consentimiento a experimentos 
médicos o cientüicos. 

En torno a este artículo la Observación General 20, que 
proviene del Comité de Derechos Humanos expresamente señala 
que la distinción entre las distintas formas de tratamiento a las 
que se refiere el Pacto dependen específicamente de la clase, 
propósito o severidad con el que se aplique la acción que deviene 
en la violación del articulo 7, el Comité no hace clasificación 
alguna sobre la conducta en análisis para. determinar la 
existeneia de tratos crueles, inhumanos o degradantes, o del 
caso espeeial de tortura, sin embargo señala: 

La finalidad de las disposiciones del artículo 7 del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos es proteger la 
dignidad y la integridad física y mental de la persona. El 
Estado Parte tiene el deber de brindar a toda pensona, 
mediante medidas legíslativas y de otra índole, la 
protección necesaria contra los ac;tos prohibidos por el 
artículo 7, sean infringidos por personas que actüen en el 
desempeño de sus funciones oficiales al margen de dichas 
funciones o incluso a titulo privado. so 

Esta cita nos permite entender de manera general que la 
protección de la dignidad y la integridad física o mental debe ser 
necesariamente asumida por el Estado, a través de me.didas 
legislativas y de otra índole que quizás refieran políticas públicas 
de capacitación, educación para agentes del Estado, o procesos 
administrativos que permitan a las personas protección y 
prevendón en torno a un eventual trato cruel, inhumano o 
degradante. La experiencia de los Estados en la región ha sido 
diversa. Afortunadamente casi todas las Constituciones de 

so _General Comment No. 20: r~eplaces general f'...ommenl conccrning_prohibition Of 
torture and cruel treatment ot punishment IArt 7): 10/03/92 CCPR General Comment 
No. 20. 
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Sudamérica muestran contenidos protectores amparados en una 
noción común de tus cogens en cuanto al derecho a la integridad 
personal, pero sobre todo a la prohibición de la tortura. 

La Corte Europea de Derechos Humanos dentro del Caso Opuz 
vs Turquía consideró: 

En cuanto a la cuestión de si puede considerarse al Estado 
responsable bajo el articulo 3, por los malos tratos 
inflin.gídos a personas por parte de actores no estatales, la 
Corte recuerda que la obligación de los Estados Partes 
conforme al articulo 1 de la Convención de ase,ourar a toda 
persona bajo su jurisdicción los derechos y libertades 
consagrados en la Convención, conjuntamente con el 
articulo 3, requiere de los Estados que tomen medidas 
diseiiadas para asegurar a los individuos bajo su 
jurisdicción no sean objeto de tortura, o tratos o penas 
crueles, inhumanos o degradantes, incluyendo malos 
tratos perpetrados por individuos privados (ver mutatis 
mutandi, H.L.R V F'rance, 29 de abril 1997, 40 Reports 
1997-!Il). Particularmente, los niños y otros individuos 
vulnerables tienen derecho a protección por parte del 
Estado, en forma de disuasión efectiva, contra aquellas 
violacione.s serias a la integridad personal. (ver A. V, The 
United Kingdom, 23 september 1998, 22 Reports-1998-
VJ)Sl 

El Tribunal Europeo se refiere fundamentalmente a la 
posibilidad de que quienes puede actuar provocando violaciones 
a la integridad personal sean individuos privados, no obstante 
esta postcton es contrastada por otros instrumentos 
internacionales de derechos humanos. La Corte Europea de 
Derechos Humanos en este fragmento jurisprudencia! no 
promueve una distinción clara, pero debe ser leida en conjunto 
con otra jurisprudencia proveniente del mismo Tribunal donde 
existen circunstancias condicionadas a la participación de 
agentes privados que tienen algún tipo de acuerdo o conexión 
con agentes estatales. La doctrina europea varias veces reconoce 
la tolerancia del Estado como una ele las características 
regulares ele la figura de de la tortura, tratos crueles, 
degradantes o inhumanos. 

51 European Court of Human Righu:;) Case of lre.Jand v. The United Kingdom 
(Application no.5310/71] ..Judgment Strasbourg, 19 January 1978, par.rafo 167. 
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La Ex Presidenta de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, Cecilia Medina Quiroga, en el Voto Concurrente sobre 
el Caso de Campo Algodonero acude a las nociones jurídicas del 
Tribunal para la Ex Yugoslavia a la hora de examinar las normas 
y reglas que se refieren a la tortura, y que a criterio de la Ex 
Jueza Quíroga son normas de jus cogens: 

a) El sufrimiento o dolor severos ya sea por acción u omisión. 
b) La intencionalidad del acto 
e) La motivación o fin del acto para conseguir algo. 52 

El análisis de la Ex Presidenta deja por fuera un elemento 
que es significativo y fundamental tanto para la Convención 
contra la Tortura. y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos y 
Degradantes, como para la Convención Interamericana p¡¡.ra 
Prevenir y Sancionar la Tortura. Nos referimos al requís:ito de 
exigencia de la participación activa, la aquiescencia o tolerancia 
o inacción de un agente estat,'"tl. De acuerdo con esta posición la 
Convención lnteramericana para Prevenir y Sancionar la Tortura 
en el artículo 3 determina las responsabilidades de la figura de 
tortura: 

Los empleados o funcionarios públicos que actuando en 
ese carácter ordenen, instiguen, induzcan, a su comisión, lo 
cometan directamente o que, pudiendo impedirlo, no lo 
hagan. 

2.3. La inexistencia de violación del articulo 25 CADH: 

El articulo 25.1 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos reconoce: 

Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido 
o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o 
tribunales competentes, que la ampare contra actos que 
violen sus derechos fundamentales reconocidos por la 
Constitución, la ley o la presente Convención, aún cuando 

:J2 Voto concurrente de la Juew Cecítia Medina Quirog~ en relación con la Sentencia 
de la Cortc.fntcramericana de Derechos Humanos en el. Caso González y Otras (Cainpo 
Algocjanero). vs México de 16 de noviembre de 2009,. pán·alo 15, véase tambíé"n, 
Interna~o:nal., 1~ribun.,,l for thc Prosecution of Persons Responsibl~ fot Serio.11.s 
Violatioli.s of Internatíonal Humanltarian Law Committed in the Terút.Ury of thc 
Formet Ytlgosla.via since 1991, Trial Chamber, Prosecutor v Furundze, Case IT-95~ 
1 7/1-T, Judgment, 10 Dec 1998; párrafo 160. 
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tal violación sea cometida por las personas que actúen en 
ejercicio de sus funciones oficiales. 

Ademas de la existencia de un recurso sencillo y rápido 
dentro. de la legislacion de cada Estado, el compromiso de lo.s 
Estados se finca en la legitimidad y existencia de la autoridad 
que conozca el recurso, el desarrollo de las posibilidades del 
mismo, y garantizar el cumplimiento del mismo, sin embargo 
esas variables dependen de que las presuntas víctimas hayan 
interpuesto o no el recurso. De otro lado es absolutamente 
imprescindible realizar en principio una distinción, porque al 
final la distinción se convierte en una categoría integradora: El 
artículo 25 de la CADH no se equipara siempre y en todos los 
órdenes a la institución del amparo que tiene su origen en la 
experiencia jurídica de México desde 1857, sino que también 
comporta la situación de un recurso de jurisdicción interna en 
cada Estado que puede remediar la situación jurídica concreta 
de una persona frente a la vulneración de un derecho 
fundamental. En este orden de ideas, el artículo 46, 1 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos menciona al 
agotamiento de recursos de jurisdicción interna como requisito 
sine-qua-non para presentar su caso ante el Sistema 
Interamericano de Derechos Humanos. 

Con claridad la jurista Cecilia Medina señala: 

Los recursos internos que deben agotarse, a diferencia del 
recurso del artículo 25 de la Convención, pcteden requerir 
un procedimiento más largo y pueden ser de variada 
índole. La escala va desde el disponer de una accion para 
poner en movimiento un procedimiento judicial hasta los 
recursos que normalmente se establecen dentro del 
procedimiento mismo, como por ejemplo la apelación. 
Naturalmente, todos ellos estarán sujetos a la exigencia de 
que sean eficaces y adecuados y dentro de la eficacia se 
comprenderá el que no demoren más allá de lo necesario 
para que se llegue a una solución. 53 

La ex-Presidenta de la Corte lnteramericana de Derechos 
Humanos, Dra. Cecilia Medina seüala que el Derecho a Recurrir 
el Fallo, vale decir el Derecho de Impugnación no debe 

53 Cecilia Mcdin.Jl Quíroga citando lajudsprudencia del Caso Velá:squez Rodrlgu.cz, 
párraJos· 64~66~68 en La Convención AmeTic.ana: Teoría y JurisprudenCia"", 
Univérsidad de Chile, Facultad d~ Derecho, Cen::ro de Den .. 'Cho$ Humanos, Santiago 
de Chile, 2006 
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circunscribirse a definiciones semánticas o a clasificaciones 
doctrinarias, a partir de lo siguiente: 

Para la Convención es indiferente la nomenclatura que el 
ordenamiento jurídico nacional utilice para identificar el 
recurso; lo que le interesa es que la revisión se realice 
adecuadamente, lo que implica decidir cuáles deben ser 
las facultades que el tribunal superior debe tener para la 
revisión del fallo con el fin de satisfacer la exigencia de. la 
disposición. Un recurso puede implicar la revisión 
completa de los hechos y el derecho, o una revisión de la 
aplicación de las normas que evalúan la prueba y de las 
normas sustantivas o una revisión del Derecho, pero 
limitada a ciertos aspectos del proceso. 54 

Por lo tanto, para la jurisprudencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos la importancia del 
recurso estriba no tanto en la. estructura interna del recurso 
sino en las posibilidades reales que éste tiene para remediar lo¡¡ 
errores que en primera instancia pudieron haberse cometido y 
q1.¡e potencialmente pueden corregirse en una instancia 
superior, de igual modo cuenta para la Corte, la conformación 
del tribunal que administre el recurso, la jurisprudencia de la 
Corte tuvo la posibilidad de referirse a tribunales militares que 
conocían recursos de impugnación.ss 

La Constitudón de la República del Ecuador vigente 
garantiza el derecho al acceso a las garantías jurisdiccionales en 
el Art. 86.1 cuyo numeral 1 dice: 

[ ... ] cualquier persona, gmpo de personas, comunidad, 
pueblo o nacionalidad podrá proponer las acciones 
previstas en la Constitución. 

Dentro del nuevo marco jurídico constitucional con qqe 
cuenta nuestro país, la Constitución de la República ha 
incorporado dentro de su notinativa, nuevas Garantías 
Jurisdiccionales a las que los justiciables pueden acudir cuando 
sientan que sus derechos han sido violentados por parte de el 
poder público, dentro de estas acciones tenemos a la acción de 
protección en el Art. 88, la acción por incumplimiento en el Art. 

"lbid, Medína Quiroga, Cecilia, pp 367. 
55 CORTE 'IDH. Ca.so Genic Lacayo vs Nicaragua, Sentencia de fondo, reparadonés.y 
costas, 29 de enero de 1997, párrafo 71 
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93, así como también en el Art. 94 de la seccton séptima a la 
Acción Extraordinaria de Protección entre otras. 

Con respecto a las garantías jurisdiccionales, como se 
había manifestado anteriormente, contamos con la acción 
extraordinaria de protección, como herrami.enta jurídíco­
cons.titucional que basa su accionar en la revisión de sentencias 
o autos definitivos donde se pueda comprobar formal y 
materialmente que tanto en la sentencia como en alguna parte 
del proceso, hubo flagrante violación a los derechos consagrados 
en la Constitución de la República del Ecuador, como es el caso 
del debido proceso o cualquier derecho reconocido 
constitucionalmente. En caso de comprobarse dichas 
violaciones, la Corte Constitucional podrá declara.r dichas 
violaciones e incluso dictar la nulidad de lo actuado desde el 
acto procesal violatorio de derechos constitucionales, para 
proceder ínch.tso a una nueva substanciación respetando el 
debido proceso y de ser el caso ordenar la reparación formal y 
materialmente. 

Sin embargo de aquello, la Constitución de 1998 y su 
predecesora también ya establecían algunos aspectos de gran 
valor en cuanto a la protección de derechos y el establecimiento 
de garantías, sin embargo es necesario generar una distinción 
fundamental en el contexto de Ecuador, en criterio del jurista 
Agustín Grijalva: 

En nuestro país se ha entendido como garantías 
constitucionales exc[w¡ivamente a las llamadas garantías 
jurisdiccionales especiales o constitucionales, esto es 
aquellas que "suelen encomendarse a tribunales 
superiores o específicamente constitucionales y su 
objetivo, básicamente, es establecer mecanismos de 
control y reparación en aquellos casos en los que las 
garantías jurisdiccionales ordinarias han resultado 
insuficientes o en los que la vulneración de los derechos 
puede atribuirse a actuaciones u omisiones del legislador". 
Más específicamente, se han concebido como garantías 
exclusivamente al amparo, al hábeas corpus, al hábeas 
data y la Defensoría del Pueblo. 56 

Sti GRJJALVA, .Agustín, "Constituciuna.lismo en el Ecuador'~, Pensamiento Jurídico 
Contemporó.neo No. 5, Corte Constitucional para el Pe.rro;do de Ti'ansición, Quito, 
201!, pp 244. 
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Al respecto resulta esclarecedor el análisis del principio de 
doble conforme (garantía que renunció voluntariamente la 
presunta víctima por dos razones que serán motivo de análisis 
separado) la apelación es y será una garantía esencial no solo 
desde la perspectiva procesal positivista, sino también como 
garantía del debido proceso en los enfoques neo-constitucionales 
que se perciben en varias constituciones de lberoamérica. El 
principio de doble instancia ha sido varias veces reiterado por la 
jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos 
Hutnanos. En el caso ecuatoriano no solo tuvo y tiene 
reconocimiento constitucional, sino que también tiene vitalidad 
jurídica a través del bloque de constitucionalidad con fuente en 
los instrumentos internacionales de derechos humanos. Dentro 
este último nivel, tanto la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos en su articulo 8 (garantías judiciales), como el artículo 
14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
reconocen a esta figura como una garantía judicial sustancial 
para recurrir los fallos y discutir su justicia y eventuales 
arbitrariedades procesales de la primera instancia dentro de un 
tribunal nuevo y jerárquicamente superior, por esta razón se 
reconoce al doble conforme como un juicio al juicio. 

La Corte lnteramericana de Derechos Humanos en 
relación a la situación jurídica de recurrir un fallo manifestó: 

La Corte considera que el derecho de recurrir del fallo es 
una garantía primordial que se debe respetar en el marco 
del debido proceso legal, en aras de permitir que una 
sentencia adversa pueda ser revisada por un juez o 
tribunal distinto y de superior jerarquía orgánica. El 
derecho de interponer un recurso contra el fallo deber ser 
garantizado antes de que la sentencia adquiera calidad de 
cosa juzgada. Se bt.tsca proteger el derecho de defensa 
otorgando durante el proceso la posibilidad de interponer 
un recurso para evitar que quede firme una decisión que 
fue adoptada con vicios y que contiene errores que 
ocasionarán un perjuicio indebido a los intereses de una 
persona.57 

Aunque se mantiene la discusión sobre si el recurso de 
apelación debe ser advertido en la naturaleza vertical 

57 Corte IDH, Caso Herrera lfllOa vs Costa Rka1 Sentencia de Excepciones 
Preliminares, Fondo y Reparaciones, y Costas, 2 de Julio de 2004, párrafo 158, 
t.Qmbién puede verse1 Corte IDH 1 Caso' Baeno. Ricardo y otros, Competencia, Sentencia 
de 28 de noviembre de 2003,. Serie C, No.l04, párrafo 95. 
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tradicionalmente practicada en varios países de !beroaméríca, o 
sí por el contrario se debe examinar la pertinencia y virtud del 
recurso en una apreciación horizontal en donde Jos grados 
jerárquicos de instancia no .sean determinantes, el artículo 2 del 
Protocolo 7 del Convenio Europeo para la Protección de 
Derechos Humanos y las .Libertades Ft:mdamentales parecería 
incliparse por la orientación vertical del recurso, así pues en 
referencia al derecho protegido sostiene: 

Derecho a .que su conclena sea revisada por un tribunal 
superior. ss 

Una opinión en contrario parecería estar expuesta por el 
jurista Luis Paulino Mora: 

( ... ) En forma equivocada se estima que la existencia de los 
recursos conlleva a que los tribunales deban estar 
organizados verticalmente, sea con superiores que 
conozcan de esos recursos, cuando en la realidad lo único 
que se pretende es establecer un sistema que pueda 
superar el error en que frecuentemente cae el ser humano. 
Si bien en s1.1s orígenes el recurso pudo servir de 
instrumento de consolidación de una estructura 
jerárquica, pero la situación ha cambiado racliealmente al 
presente, en que los recursos son conccptualizados como 
una garantía de las partes y en tal razón la organización 
de los tribunales puede ser variada c.on base a distribución 
de funciones y a criterios de horizontalidad. 59 

En torno a los actos procesales de impugnación y su 
relación con las garantías de derechos humanos, resulta 
esclarecedora la posición del Tribunal Europeo de Dere.chos 
Humanos: 

ss Cilado por TUESTA SJLVA, WUder, Pontificia. Universidad Católica dt~l P~~rú, tesis1 

"La racionalidad funcional de lh Garantfa de Doble .Instancia", Lima~Perú 201'2, 
disponible digila.lmcnlc en: 
h ttp: 1 / l e~•is. nuen.ed :.~ -..t~.L.EállH!iÜQI:in.L\~i.tJ:'!.!:J:~~*~l.D-D.l0 .. n~U~~L1;fl.I:!-j(11B9 II 291 /TUESTA S 
ILV~L~~~<JJ~QER [~ACION~\LIDAD FU1'L_(,IONALpdf'?~uencc=- 1 

59 MORA MOI~A, Luis Paulino, "La independencia del juez como derecho humano", en 
Liber Aruicul;'um, Heqtor Fix Za:rriudio, Corte Interamedcana de Derechos Humanos­
Unión Europea, 1998, pp lú84. 
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Las causas para una posible revisión judicial son la 
ilegalidad, la irracionalidad y la irregularidad procesal. La 
ilegalidad es la aplicación errónea o indebida del derecho 
que regula la facultad de resolver y en especial, la 
infracción o el incumplimiento de las normas legales 
aplicables; la irracionalidad se refiere a una resolución que 
prescinda hasta tal extremo de la lógica o de los preceptos 
procesales, en la denegación de la justicia natural o en 
una injusticia procesal. Go 

Precisamente, a partir de la racionalidad de la 
impugnación, los jueces, las partes procesales y los estudiosos 
del derecho definen por confiahza procesal la situación jurídica 
de razonable certeza para revisar los hechos y los derechos. Para 
el jurista ecuatoriano, ,Jorge Zabala Baquer:izo: 

El motivo jurídico para ejercer el derecho de impugnación 
puede ser variado, pero la doctrina Jo ha resumido en dos: 
vitiun in procede!ldo y vithm in indicando [o sea] error de 
procedimiento ... o vicio sustancial. Este, a su vez, puede 
referirse al error de hecho (error in fado) o aJ error de 
derecho (error in iure).61 

El Estado sostiene enfáticamente que la presunta víCtima 
tenia protección judicial configuradQc en la institución del 
Recurso de Apelación al Auto de Prescripción: 

El jurista ecuatoriano Ricardo Vaca sostiene que la 
prescripción es: 

[ ... ] debido a la renuncia, abandono, desidia, inactividad 
del órgano jurisdiccional, caduca y se extingue de modo 
definitivo el derecho que tiene el Estado para veriücar 
procesalmente la existencia de un delito, identificar a los 
responsables, declarar su culpabilidad en sentencia y 
sanc.ionarlos" .62 

rSo Tribunal Europeo de Derechos Humanos .• Sentencia del Caso Weeks contra .el Reino 
Unidor sentencia dcl27 de enero de 1.987, Denlanda No. 9787/92. 
"' ZAIJALA BA.QUERIZO, Jorge, "Trntndo de Derecho Procesal Penal", Torno IX, 
Editorial Edino, Guayaquil, 2007. 
6'.:! VACA, Ricardo, "Manual de Procesal Penal, Segunda Edición, 'Quilo,·pp,. 217. 
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Las circunstancias jurídicas del proceso además 
determinaban que el Estado no podía prever ni prevenir dos 
situ<tciones de modo absoluto, por un lado, la situación de 
prófugos de los acusados, y por otro, la imposibilidad de violar 
garantías procesales de los acusados. Ante esta situación la 
presunta víctima pudo invocar el Recurso de Apelación de la 
Prescripción que en el artículo 348.3 del Código Procesal Penal 
vigente a la época en la que sucedieron los acontecimientos 
determinaba: 

Art. 348.- Procede el recurso de apelación cuando alguna 
de las partes lo interpusiere respecto de las siguientes 
providencias: 

3.- De los autos de inhibición y de prescripción que ponen 
fin al proceso. 

Los abogados de la presunta víctima señalan por 
predicción y no por racionalidad jurídica que el Tribunal de 
lnstanci¡¡. Superior, en este caso la Corte Superior de Justicia, 
hubiera fallado en su contra al interponer el recurso, y que por 
lo tanto no hicieron uso del mismo, demostrando no solo oficio 
precario del derecho, sino también su errática confesión de 
desconfianza de las instituciones juridicas del Ecuador. 

No en vano la Co(tc Intera.rnericana de Derechos Humanos 
set1aló la importancia de la administración de un recurso dentro 
del sistema jurisdiccional, en un caso análogo señaló: 

De los elementos de convicción que se han rendido en este 
asunto, se desprende que el señor Raymond Genie Peñalba 
pudo intervenir en el procedimiento militar, ofre.cer 
pruebas, ejercitar los recursos respectivos y finalmente 
aducir en casación ante la Corte S1.tprema de Justicia de 
Nicaragua, a la que corre.sponde pronunciarse sobre el 
fondo de la controversia criminal y detenninar, en su caso, 
la existencia de violac.iones procesales concretas. Po.r 
tanto, respecto del afectado no puede afirmarse que la 
aplicación de los decretos sobre enjuiciamiento militar 
hubiese restringido sus derechos procesales protegidos por 
la Convención. 63 

Con esta premisa, y al detectarse en un caso potenciales 
violaciones procesales concretas corno lo resalta la Corte IDH, la 
presunta víctima no pudo adelantarse a declarar que existiría 

6~ CORTE IDH, Caso- Geníc Lacayo contra Nicaragua, Sentencia de F'ondo, 
R~paracioncs y Costas1 Sentencia de 29 de enero de 1997, Serie C No. 30, pUrrafo 85. 
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una virtual denegación de justicia. Debe tenerse en cuenta 
además que, en el época en la que se sucedieron los hechos en el 
Ecuador no existía un régimen de tacto, ni vacíos jurídicos de 
instancia que permitieran hacer suponer que el recurso pudiera 
haber sido con.siderado ilusorio. La Ciudadana Melba Suarez 
Peralta escogió no participar en lo sucesivo de!ltrü del proc.esü 
penal, incorporar pruebas, interponer recursos. Su inacción y 
falta de ejercicio será motivo de examen de la Cor.te 
lnteramericana de Derechos Humanos toda vez que. no se 
restringieron los derechos procesales de la presunta víctima, y 
por lo tanto persistio hasta el final la protección judicial del 
Estado que es el contenido básico del artículo 25 CADH. 

De otro lado, el maestro Cafferata Jilores, señala: 

En la concepc10n tradicional del recurso, en el derecho 
procesal penal argentino, se parte de. la indiscutible ba::;e 
de que es posible que las resoluciones jurisdiccionales 
sean equivocadas (en los heéhos o en el derecho) y por 
ende ocasionen un perjuicio indebido a los afectados ... tal 
posibilidad.... revela la necesidad de permitir un re­
examen y eventual corrección de sus decisiones, para 
evitar la consolidación de la injusticia: esto se viabiliza a 
través de los recursos.64 

Es que precisamente, el nuevo examen o re-examen que 
menciona el maestro Cafferata, no.s ubica dentro de los 
presupuestos fundamentales del que se ha dcnomil"lado derecho 
penal constitucional que se nutre de los principios del dere.cho 
internacional de. los derechos humanos y de los aportes 
jurisprudenciales de la Corte !nteramericana de Derechos 
Humanos y de Tribunales o. Cortes Constitucionales CO!llO la 
Corte Constitucional de Colombia que ha desarrollado 
importantes instituciones jurídicas de protección a derechos 
humanos en sus fallos. 

No se puede desconocer que quienes patrocinan a la 
presunta v.íetima no valoraron en su tiempo que la impugnación 

tH CAFFERATA !\!ORES, José1 "Proceso PCnal y Derechos.Humanos: t.ajn,fluencia. 
normativa suprana.cional sQbre derechOs· humanos de nivel constitucional en el 
proce-So penal ttrgenclrio"' Ediciones del Puerto, Buenos Aires, 2000, pp !'57 
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a travé . .s de la apelación al auto de prescripción les permitía no 
sqlo cumplir con la máxima de todo proceso que es el 
re.conocimiento de una verdad que en definitiva .es un problema 
de conocimiento, sino que además estaban renunciando 
expresamente a una garantía conectada directamente a las 
normas de tutela penal efectiva y del debido proceso en cuyo 
contexto se discute el control de presunción de inocencia y el 
principio de incdubio pro-reo, y por supuesto se satisface la 
subsiste.ncía de la duda hasta la revisión del fallo. Incluso el 
recurso de casación en la doctrina internacional se puede 
apreciar con este objetivo, así el jurista Cachón Víllar señala: 

( ... ) como vía más destacada, la invocación del derecho 
fundamental a la presunción de inocencia permite al 
Tribun<J,l de CasaCión constatar si la sentencia de 
instancia se fundamenta en: 1.- una prueba de cargo 
suficiente, 2.- una prueba de cargo que haya sido 
constitucionalmente obtenida, 3.- una prueba de cargo 
que haya sido legalmente practicada, y 4.- una prueba de 
cargo que haya sido racionalmente valorada. Estos cuatro 
parámetros permiten una amplia revisión del juego 
probatorio y en consecuencia, el recurs() de casación ha 
ensanchado sus límites, convirtiéndose, prácticamente, en 
una segunda instancia, al menos en lo que se refiere a la 
impugnación de sentencias condenatorias.65 

El escrito de solicitudes .argumentos y pruebas presentado 
por los representantes de las presuntas victimas incurre en 
varias contradicciones que por el efecto permiten concluir que 
aunque niega por una lado, la existencia de complejidad del 
asunto y de la actividad de las autorídades judiciales como 
criterios para analizar la razonabilidad del plazo, por otro lado 
parece advertir que .en efecto existe complejidad del caso porque 
reconoce que los informes médicos, psicológicos, psiquiátricos 
fueron imprescindibles para conocer el estado de salud de la 
víctima, y q\le simultáneamente se despacharon múltiples 
diligencias en el proceso penal. En cuanto al segundo criterio, el 
que se relaciona con las actuaciones de las a1.1toríclades 
judiciales dentro del proceso penal, reconoce la existencia de 
varias anomalías, entre ellas que las instancias superiores (Corte 
Superior del Guayas y Corte Suprema de Justicia) no gozaban de 

------·----··-·---
65 CACHQN VtLLAR, Pablo, <~La -d(Jble_- instancia penal y el recurso de casaciól111

, Revista 
JUrídica de Cnstilla y León1 No. 10, septiembre 2006, pp, 22. 
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legalidad para despachar y conocer un recurso como el de 
casación, textualmente el ESAP señala en su página 36: 

( ... ) la ausencia evidente de una legal Corte Suprema de 
Justicia en el país a cuyo cargo se encuentra la 
competencia para la sustanciación de los recursos de 
casación. 66 

El ahogado de la presunta víctima probablemente 
confunde legitimidad (que debió explicar con claridad su 
alcance, razones de su argumento) con legalidad, pero aún ese 
error no le justifica su desconocimiento de que la atribución 
jurisdiccional de la Corte Suprema se encontraba en la 
Con.stítución vigente a la época en la que sucedieron los 
acontecimientos y en la Ley Orgánica de la Función Judicial, la 
normativa ecuatoriana cit¡¡_da le proporciona la suficiente 
legalidad para administrar justicia a la instancia superior que 
para el abogado de la presunta víctima sin una explicación 
mínima era insuficiente, inexistente y pretendidamente 
imparcial. 

Es oportuno mencionar algunos criterios del Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos: 

30.- Si la imparcialidad se define ordinariamente por la 
ausencia de prejuicios o parcialidades, su existencia puede 
ser apreciada, especialmente conforme al articulo 6.1 del 
Convenio, de diversas. maneras. Se puede distingUir así 
entre un aspecto subjetivo, que trata de averiguar la 
convicción personal de un. juez determinado en un caso 
concreto, y un aspecto objetivo que se refiere a si éste 
ofrece las garantías suficientes para excluir cualquier 
duda razonable al respecto. 

a) En cuanto al primer aspecto, el Tribunal señala que el 
demandante se complace en rendir homenaje a. la 
imparcialidad personal del señor Van de Walle, no 

66 Véase y Presentación Autónoma.de los· Representantes de las Vk.tittias d.e .to·s 
Argumentos, Solicitudes .. ~· .Prucba:i ante:la .Corte ·Interamericana de D.erechos 
Humanos en el Caso Melba Suárez Peralta, 'Caso No. 12.683 /01 Oj 28 de abril del 
2012. 
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tiene motivo alguno para dudar de su imparcialidad 
personal, que por otro lado debe ser presumida 
mientras no se demuestre lo contrario (Sentencia Le 
Compte, Van Leuven y De Meyere de 23 de junio 
1 981(TEDH 1981, 2) Serie A, Núm. 43, pág, 25, 
ap.58). 

Sin embargo no es posible reducirse a una apreciación 
puramente subjetiva. En esta materia incluso las 
apariencias pueden revestir cierta importancia. (Sentencia 
Delcourt ele 17 de enero 1970, TEDH 1970,1, Serie A núm. 
11, pg 17, ap 31). Como observó el Tribunal ele Casación 
Belga en su sentencia de 21 de febrero de 1979, apartado 
17 supra, tocio juez en relación con el cual pueda haber 
razones legítimas para dudar de su imparcialidad debe 
abst.enerse de conocer ese caso. Lo que esta en juego es la 
confianza que los tribunales deben inspirar a los 
ciudadanos en una sociedad democratica.67 

La apreciación jurisprudencia] citada pone en la superficie, 
las siguientes situaciones jurídicas: 

Que de manera indistinta, si se trata de magistrados o de 
tribunales de justícia la imparcialidad se define por la 
ausencia de prejuicios o parcialidades, pero que aún 
siendo importante <'!Sta consideraCión, tiene mayor peso la 
presunción de legalidad y legitimidad del Tribunal, o del 
magistrado en su caso. 
Las apreciaciones meramente subjetivas sobre la 
imparcialidad que se basan en apariencias tienen un 
valor secundario, frente a la confianza que los tribunales 
representan en una sociedad democrática. 

En aplicación del caso de la ciudadana Melba Suarez, el 
abogado de la presunta víctima incurre en los errores de 
apreciación subjetiva que advierte el Tribunal Europeo ele 
Derechos Humanos deben marginarse como criterios jurídicos 
sustentados en hechos que son deformados, artificialmente 

6? Véas_e TEDH, Caso Piersack contra BClgica. 1 de octubre l982, Demanda 
No.8692/1979, citada derrtro de.DIAZ Rf~VOR!Q, Francisco (Compilador), 
Juris¡:)nldencia del Tribunal Europeo. de· Derechos Humanos, Palestt·a~Editores1 Lima 
2004, pp43.1, 432. 
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diseñados para construir una supuesta verdad. Sin embargo, y 
muy a pesar de que el abogado que patrocina a la señora Suárez 
Peralta no reconozca en sus escritos, la protección judicial .frente 
a una eventual arbitrariedad (en razón de la razonabilidad del 
plazo) de la instancia o del magistrado que conoció el caso 
existió, y fue desaprovechado intencionalmente como lo reconoce 
el propio ESAP, no fue usado en correspondencia con la 
situación jurídica el Recurso de Recusación. 

Desde este escenario, no debe ·excluirse la posibilidad de un 
recurso de jurisdicción corrija una situación anómala en el 
proceso, por la supuesta falta de independencia e imparcial\d¡ld 
de un juez o de su falta de diligencia en el despacho de la causa, 
que puede explicar suficientemente la ra.zonabilidad del plazo. 
En tomo al Recurso de Recusación, el Código de Procedimiento 
Civil del Ecuador en su artículo 856 numeral 10 señaló: 

Art. 856.- Un juez sea de tribunal o juzgado, puede ser 
recusado por cualquiera de las partes, y debe sep¡¡¡.rarse 
del conocimiento de la causa, por alguno de los motivos 
sig1.tientes: 

1 O. No sustanciar el proceso en el triple del tiempo 
señalado por la ley 

De otro lado, el artículo 265 del Código de Procedimiento Penal 
determina: 

La parte que pretenda tener motivo de recusación contra 
los jueces del tribunal de garantías penales podrá 
proponerla dentro de tres días contados desde la fecha de 
notificación del señalamiento para la audiencia. Propuesta 
la recusación, el presidente ordenará citar al juez a quien 
se recusa y, concederá tres días para la prueba, concluida 
la cual dictará sentencia dentro de cuatro días, la misma 
que no será susceptible de recurso alg1.1no. 

Queda claro entonces que el Recurso de Recusación es un 
medio efectivo que le permita a las partes agilitar el proceso si es 
que este se encontrare detenido por la administración de 
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justicia, en el caso concreto la presunta víctima pudo acudir a la 
protección de este recurso si como lo manifestó en el presente 
escrito de solicitudes, argt.Jmentos y pruebas se produjo un 
retardo injttstificado en la administración de justicia que se 
vincula al caso. En sentido debemos advertir que el tratamiento 
a la imparcialidad debe considerarse fundamentalmente como 
una garantía, y como un factor jurídico determinante para el 
cabal cumplimiento del debido proceso.68 

2.4. La inexistencia ele violación al artículo 1.1 de la CADH. 

El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
que monitorea el cumplimiento del Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales, reconoce la 
existencia de los llamados factores determinantes básicos de la 
salud que agrupan al agua potable y condiciones sanitarias 
adecuadas, alimentos aptos para el consumo, nutrición y 
vivienda adecuadas, condiciones de trabajo y medioambiente 
salubre, educación e información sobre cuestiones relacionadas 
con la salud, además se considera esenciales las condiciones de 
igualdad de género. 59 

Ciertamente, el derecho a la salud comprende algunas 
libertades como el derecho a no ser sometido a tratamiento 
médico sin el propio consentimiento en casos de 
experimentación médica, esterilización forzada y a no ser 
sometido o sometida a tratos crueles, inhumanos o degradantes 
derivados de la atención médica. 

La preocupación del Comité se centra en el derecho a la salud 
en todas sus formas y niveles, comprende ciertos elementos 
esenciales e interrelacionados, a saber lo siguientes: 

Disponibilidad.- q<te se refiere a que el Estado debe 
realizar una distribución geográfica adecuada del servicio 
de salud para que existan suficientes espacios de 
atención de salud, bienes y servicios públicos, pero 
también programas de atención. 

68 Véase, ESPlN ARIAS, Carlos, ~La imparcialidad procesal en el Derecho Internacional 
de los Derechos Humano::;" en Zu.m al Dcn.:cho~Meridiano del Der(\cho Procesal 
Garantista, Edición Especíal, Universidad Nacional del Rosario, Argentina, 2011. 
69 Oficina del Alto Comisionado de las Naciones.Unidas pnra los Derechos Humanos, 
ft'oUet() Informativo No. 31 El Derecho a la Salud, Q.isponible digitalmente en: 
http: / 1 \vww .Oi1cr._(lLg,/ Docum\•n.ts/ (1J,tbli.ce.tions/ F!?s:tshect3lsP.psLf. 
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Accesibilidad.- Esta co11díción es sumamente importante 
por cuanto comporta cuatro dimensiones: primero, la 
incorporación del principio de no discriminación, luego, 
accesibilidad fisica que tiene que ver con aspectos de 
orden geográfico situacional de las unidades de salud, 
tercero; accesibilidad económica, y finalmente 
accesibilidad en materia. de información. 
Aceptabilidad.- que tiene que ver con un estií.ndar 
internacional para aplicar condiciones de tratamiento al 
público que se fijen en modalidades culturalmente 
adecuadas, y de respeto a principios internacionales de 
ética médb'l. 
Calidad.- se refiere no solo a equipamiento médico con 
tecnología, sino que también implica procesos de alta 
eficiencia en el personal médico que atiende las 
necesidades poblacionales. 70 

Además el Comité s.eúala que cada Estado debe. tener 
disponibles un número suficiente de establecimientos, bienes y 
servicios de salud, así como centros básicos de salud. Estos 
centros de salud deben ser !lsicamente accesibles y por tanto 
deben estar distribuidos de manera igualitaria desde el punto de 
vista geográfico, como también estar adecuado a sus usuarios es 
decir población vulnerable como niños, niñas y adolescentes, 
discapacítados, mayores adultos, sin discriminación de ninguna 
naturaleza y con condiciones de confidencialidad en éuanto a los 
datos de salud. 

El Ecuador responde de manera favorable a estas 
observaciones del Comité DESC, y reconoce también en su 
Constíhtción y Normas InfracConstitucionales como el Gódigo de 
la Salud, y en normas de planificación como el Plan Nacional del 
Bue.n Vivir a cargo de la Secretaría Nacional de Planificación 
(SENPLADES) conte.nidos compatibles con las premisas básicas 
del Protocolo de San Salvador que en su artículo 10 dispone: 

l. Toda persona tiene derecho a la salud, entendida 
como el disfrute del más alto nivel de bienestar 
físico, mental y sociaL 

'" Vé.asc CARBONELL, Miguel, "El Derecho a la SeJud en el Derecho Internacional de 
los Derechos Humanos'~, en La Protección Judicial de lOs Dcr'edlos Sociales COURTlS1 

Christian, y AVlLA SANTAMARÚ\, Ramiro, Ministerio de Justicia y Derechos 
Humarios, Quito, 2009. 
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2. Con el fin de hacer efectivo el derecho a la salud 
los Estados partes se comprometen a reconocer la 
salud como un bien p(tblico y particularmente a 
adoptar las siguientes medidas para garantizar este 
derecho: 
a. la atención primaria de la salud, en tendiendo 
como tal la asistencia sanitaria esencial puesta al 
alcance de todos los individuos y familiares de la 
comunidad; 
b. la extensión de los beneficios de los servicios de 
salud a todos los individuos sujetos a la jurisdicción 
del Estado; 
c. la total inmunización contra las principales 
enfermedades infecciosas; 
d. la prevencton y el tratamiento de las 
enfermedades endémicas, profesionales y de otra 
índole; 
e. la educación de la población sobre la prevención 
y tratamiento de los problemas de salud. 
f. y la satisfaccion de las necesidades de salud de 
los grupos de más alto riesgo y que por sus 
condiciones de pobreza sean más vulnerables. 

Además del reconocimiento ele la salud como un bien 
público, el Estado se ha comprometido en el reconocimiento 
integral de su definición, atendiendo a las condiciones externas 
(infraestructura), y la dotación de equipamiento para reemplazar 
instrumental obsoleto y otros dispositivos, además de una re­
ingeniería laboral en personal de médicos, enfermeras y 
administradores c\e salud que junto a la tecnología de punta 
desarrollan prácticas virtuosas de política pública en salud. En 
este horizonte de sentido la Comisión Interaxne.ricana de 
Derechos Humanos determinó lo siguiente: 

Hoy en día se ha señalac\o que la salud y las enfermedades 
"son procesos con determinación íntersectorial en donde 
los factores de mayor importancia causal son de orden 
social, económico, ambiental y de estilo de vida, además 
de biológicos". En este sentido, agua potable, drenajes, 
eliminación de basuras, y el acceso a la electricidad son 
esenciales para prevenir enfermedades y mejorar la salud 
de la población. 71 

71. Comisión IDH, OEA/ SER. L/V/11. 111, Doc. 21 .Rc'V, 6 de Abt·il200I.Guatemala, 
200L 
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La Observación General 14 del Comité de Comité de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales señala: 

El Comité también considera importante que el derecho a 
la salud sea justiciable; e.sto supone que "Toda persona o 
todo grupo que sea víctiina de una violación del derecho a 
la salud deberá contar con recursos judiciales efectivos u 
otros recursos apropiados en los planos nacional e 
internacional. Todas las víctimas de esas violaciones 
deberán tener derecho a una reparación adecuad, qpe 
podrá adoptar la forma de restitución, indemnización, 
satisfacción o garantías de que no se repetirían Jos hechos" 
[párrafo 59). Para el Comité, también los juristas tienen un 
papel importante en la tutela del derecho a la salud: Los 
Estados Partes deben alentar a los magistrados y a los 
demás jurisconsultos a que, en el desempeño de sus 
funciones, presten mayor atención a la violación al 
derecho a la salud (párrafo 61 )72 

La Constitu.ción de la República del Ecuador, en su 
artículo 3 establece como deberes primordiales los siguientes: 

Garantizar sin discrinlinación alguna. el efectivo goce de 
los derechos establecidos en la Constitución y en los 
instrumentos internacionales, en particular la .educación, 
la salud, la alimentación, la seguridad social y el agua 
para sus habitantes. 

De manera específica, la Constitución del Ecuador se 
refiere a la salud como un derecho en el artículo 32: 

Art. 32.- La salud es un derecho que garantiza el Estado, 
cuya realización se vincula al ejercicio de otros derechos, 
entre ellos el derecho al agua, la alimentación, la 
educación, la cultura física, el trabajo, la. seguridad social, 
los ambientes sanos y otros que sustentan el buen vivir. 

-72 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturalcs1 Organi?...ación de las 
Naciones Unidas, Obsel"vacíón General No. 14, citada en CARBoN-ELL, Miguél,- "·El 
Dcrechoa lfl Salud en el Derecho :Internacional dr. los Derechos Humanos'\ etl La 
Protección Judicial de los D.erechos Sociales COURTIS, Christian, y AVTLA 
SANTAMARIA, Ra.miro1 Minisb.."'J'io de JUsticia y DereChos Humanos, Quito, 2009. 
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Esta menc10n constitucional se complementa con la 
disposición del articulo 358 CE: 

El sistema nacional de salud tendrá por finalidad el 
desarrollo, protección y recuperación de las capacidades y 
potencialidades para una vida saludable e integral, tanto 
individual como eolectiva, y reconocerá la diversidad social 
y culturaL El sistema se guiará por los principios 
generales del sistema nacional de inclusión y equidad 
social, y por los_ de bioética, sufidencia e interculturalidad, 
con enfoque de género y generacional. 

La atención de salud a partir de diferentes organismos 
estatales se encuentra contenida en el artículo 362 de la 
Constitución del Ecuador: 

La atención de salud corno servtcto público se prestará a 
través de las entidades estatales, privadas, autónomas, 
comunitarias y aquellas que ejerzan las medicinas 
ancestrales alternativas y complementarias, Los servicios 
de salud serán seguros, de calidad y calidez, y 
garantizarán el consentimiento informado, el acceso a la 
información y la confidencialidad de la información de los 
pacientes. 

Los servicios públicos estatales de salud serán universales 
y gratuitos en todos los niveles de atención y 
comprenderán los procedimientos de diagnóstico, 
tratamiento, medicamentos y rehabilitación necesarios. 

Actualmente el Ministerio de Salud Pública lleva a cabo 
varios programas que hacen parte de una política pública en 
salud sostenida y técnicamente diseñada para proteger los 
derechos a la salud de los ciudadanos, Algunos de los más 
importantes programas que tienen que ver con diferentes 
aspectos de la salud, son los siguientes: 

Programa ampliado de inmunizaciones, VIH SIDA, 
Tuberculosis, Salud Mental, N1.1trición, Adolescentes, Adulto 
Mayor, Nutrición, Adolescentes, Adulto Mayor, Enfermedades 
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Dermatológicas, Control de Zoonosis, Mitigación prevención y 
atención de emergencias, mitigación, salud ambiental, progr~ma 
de enfermedades catastróficas, modelo de atencíón integral de 
salud, programa de control y vigilancia de los DDl, Modelo de 
Atención Integral en Salud y de Farmacovigilancia. 

Con todas estas decisiones a nivel de política pública en sal\ld, 
el Estado honra su compromiso con las o blígaciones 
internacionales asumidas frente. al Sistema Interamericano de 
Derechos Humanos en relación con S'U deber ineludible de 
respeto y garantía a los derechoshumanos de las personas. 

3. REPARACIONES 

El Estado ecuatoriano, está de acuerdo con la premisa que 
presenta. el representante de la pr.esunta víctima en lo referente 
a que la Honorable Corte ha es.tablecido en su jurisprudencia 
"en el derecho internacional, se tiene como premisa bá.sica, q\lt:: 
cuando ocurra una violación a los derechos humar10s, el estado 
responsable debe reparar adt;:cuadamente a las víctimas y a sus 
familiarcs73". El Estado ecuatoriano con la Constitución de 
1998, vigente a la época de los acontecimientos reconocía en su 
artículo 2074 el derecho de los particulares a ser indemnizados 
cuando estos hayan sido afectados en sus derechos, y de igl.)aJ 
manera el artículo 22 disponía que "El Estado será civilmente 
responsable en los casos de error judicial, por inadecuada 
administración de justicí<;t, por los actos que hayan produ~ido la. 
prisión de un inocente o su detención arbitraria, [ ... J. El Estado 
tendrá derecho de repetición contra el juez o funcionario 
responsable75". De lo expuesto se puede concluir que el Estado 
poseía mecanismos que pudieron ser empleados por la 
peticionaria a fin de que .su supuesto daño sea reparado. 

'l3 Corte IDH Caso A.ceuedo Jaramillo y ot.ms _o. Perú . .Sentencia de 7 de febrero dt; 
2006m-} párrafo 294¡ Caso López_ Áivarez us. Honduras Sentencia de l de febrero ·de 
2000 párrofo 179; Ca.•o de la Masacre. de Pueblo Be!lo Cit., pátT. 226, Citado por el 
representante-de- la pr:esunta víCtima, pág. 53. 
7'1 Art. 20.~ Las instituciones dél EsLadó, Sus delcgatalios y conc~;sionariosj cstal'án 
obligados a indemnizar a los particulares por los perjuicios que les irroguen .como 
consecuencia de la prestación. deficiente de los serviCios públicos o de los actos de. sns 
funcionados y empleados, en el desempeño -de sus cargo·s, 

L..1.s im~tituciones untes mencionados· tendrán derecho de repetición y haran cfectiVt.\ la 
responsabilidad de los funcionarios o empleados qtte, por dolo o culpa graye· 
judicialmente declarada, hayan causa.do lds pe1juicios. La responsabilidad _penal' de 
tules funcionarios y empleados, será establCcida-p·or los jneces competentes. 

75 Constitución Política del Ecuador, (1998), art. 22 
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El Estado ecuatoriano, al momento de recibir el informe de 
fondo emitido por la Ilustre Comisión Jnteramericana de 
Derechos Humanos, llevó a cabo todas las acciones tendientes a 
cumplir con este informe, lo que concluyó con un acuerd.o de 
cumplimiento. Lamentablemente, las presuntas víctimas no 
pudieron justificar en debida forma un valor que alcance por lo 
menos el 10 % de los montos acordados, como lo informó en su 
momento el Ministerio de Justicia, puesto que si constituía una 
obligación entregar los respaldos contables, prueba de ello son 
los documentos contables que ha remitido la presunta víctima, 
los cuales se encuentran alterados o reformado.s como se 
expondrá posteriormente. 

En conclusión el Estado ecuatoriano a continuación 
expondrá , en razón de la verdad sus argumentos respecto a las 
reparaciones solicitadas por el representante de las presuntas 
víctimas, desenmascarando las verdaderas pretensiones de los 
demandantes e instando a la Honorable Corte a desarroUar un 
análisis apropiado en torno al trabajo desarrollado por la CJDH 
asi como establecer la finalidad del derecho que es la justicia, y 
en este caso ser justos respecto a las reparaciones solicitadas 
por la señora Melba del Carmen Suárez Peralta y su 
representante. 

3.1. Obligación de. Reparar 

El Estado ecuatoriano, garante de los derechos humanos 
establecidos no solo ert el articulo 63 ( 1) de la CADH que 
dispone: 

l. Cuando decida que hubo violación de un derecho o 
libertad protegidos en esta Convención, la. Corte dispondrá 
que se garantice al lesionado en el goce de su derecho o 
libertad conculcados. Dispondrá asimismo, si ello fuera 
procedente, que se reparen las consecuencias de la 
medida o situación que ha configurado la vulneración 
de esos derechos y el pago de una justa indemnización 
a la parte lesionada. (La negrilla es mía) 

Sino también en otros instn1mentos internacionales, es 
consciente de la obligación de reparar a las presuntas víctimas, 
sin embargo es importante recalcar que la función del sistema 
interamericano de protección a derechos humanos es 
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subsidiaria al ordenamiento jurídico interno de los Estados, con 
esto no se quiere decir que el Estado no posee limites o que el 
concepto de soberanía, anteriormente entendido como una 
virtud absoluta de inmunidad para este76, sea aplicado en el 
presente caso, es todo lo contrario actualmente se considera que 
en un Estado, especialmente el ecuatoriano que es un Estado de 
Derechos y Garantias, los limites se encuentran legislados 
puesto que como se ha mencionado anteriormente al ser un 
Estado gara:n.tista es responsable de "reparar todo daño 
indebidamente producido77" sin embargo el Estado no puede ser 
visto como un mecanismo de obtención de dinero o de 
enriquecimiento, ya que no sólo desprestigia la seg;uridad 
humana y estatal sino que contamin¡¡. y transforma al Siste!ll¡¡. 
Internacional. 

No obstante ex1st1r una argumentación del Estado en 
torno a excepciones prelimin¡¡.res y a ciertos aspectos de fondo 
no puede dejar de plantearse ante este foro interamericano que 
un caso como este constituye ejemplo idóneo de los asuntos. que 
no deberían ser tratados por este alto Tribunal de Derechos 
Humanos por ser la verdadera razón p¡¡.ra examinar al Estado 
ecuatoriano la obtención de un desmedido monto en concepto de 
reparación. Es preciso que se totne en cuenta la buena fe del 
Estado al suscribir el acuerdo, el mismo que contenía benefiCios 
superiores a los reconocidos etl el informe de fondo de la CIDH. 
Acuerdo que fue parcialmente cumplido pero que en la 
con.statación documental de respaldo se verificó inconsistencias 
manifiestas que imposibilitaron al Estado continuar con el 
tTátnite que pudo haber sido petjudicado en la suma legal. 

El Ecuador, como ya lo ha demostrado en casos anteriores 
ha realizado su mayor esfuer.ro para reparar a víctimas de 
violaciones a derechos humanos no únicamente cuando ha sido 
sentenciado por la Honorable Corte, sino también al suscril:ür 
acuerdos de solución amistosa y cumplimiento que han sido 
consensuados con las partes y que a han sido exitosos. 

3.1.2. Beneficiarios de las reparaciones 

Con respecto a este punto, el Estado ecuatoriano desea 
manifestar que el representante de la petidon¡¡.ria hac.e uso 
inadecuado del Informe de Fondo No. 75/11 de 20 de julio de 
2011, emitido por la CIDH, puesto que acogen únicamente los 

i 6 i\LTAMIRA, ,Julio (1973). Responsabilidad del Estado, Buenos Aires Argentina: 
77 !bid. 
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puntos que podría beneficiarlos y no lo toma, como sí lo ha 
hecho el Estado, en su tenor literal, demostrando una vez mas 
que el fin que persiguen las presuntas víctimas y su 
representante es netamente económico. 

El informe de fondo. mencionado en su parte pertinente declara: 

106. De c:onformídad con las consideraciones de hecho y 
de derecho contenidas en el presente informe, la Comisión 
concluye que el Estado ecuatoriano violó el derecho á las 
garantías judiciales y la protección judicial, consagrados 
en los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención Americana en 
relación con la obligación general de respetar y garantizar 
los derechos, prevista en el articulo 1.1 de la misma, en 
perjuicio de Melba del Cannen Suárez Peralta y de su 
madre, Melba Peralta Mendoza. (Las negrillas me 
pertenecen) 

Es decir que los beneficiarios ya fueron establecidos por la 
CIDH, y son únicamente la señora Melba del Carmen Suárez 
Peralta y su madre, no como pretende el representante de la 
víctima al incluir al señor Dennis Cerezo Cervantes, a Gandy 
Alberto Cerezo Suárez, Kath.erine Madeline Cerezo Suárez y 
Marilyn M el ba Cere:r.o Suárez, quienes no constan en dicho 
informe. 

El E:stado no puede reconocer a las presuntas víctimas 
solicitadas por el representante de estos, puesto que el Estado se 
remite única y exclusivamente al informe de fondo presentado 
por la CIDH, esto ayudara a generar un precedente por parte de 
la Honorable Corte ya que la Comisión como organismo previo a 
presentar la demanda ante la Corte debería realizar un análisis 
jurídico exhausto y determinar las posibles víctimas, lo que 
limitaría el trabajo de la Corte al análisis de fondo del caso. 

Es por todo lo mencionado anteriormente, que el Estado 
ecuatoriano en caso de ser condenado por la Honorable Corte 
únicamente reconocerá a los beneficiarios establecidos en el 
informe de fondo emitido por la Ilustre Comisión. 

3.2. Medidas de Satisfacción 

3,2.1 Obligación de investigar y sancionar 
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En el presente caso, y como ha sido reiterado por la Corte 
lnteramericana en varias sentencias, se debe respetar el 
principios de estabilidad del ordenamiento jurídico ecuatoriano, 
que funciona a través de sus instituciones jurídicas. Por tanto, 
no es posible afectar el principio ele prescripción, puesto que en 
razón del tiempo se entiende limitada la posibilidad de ejercicio 
de la acción penal por parte del Ecuador. 

En relación al tema la Honorable Corte, mantendrá la 
estabilidad de la cual debe gozar su jurisprudencia, confirmando 
el criterio que establece que para obtener la sanción a los 
responsables ele una violación, se debe atender al criterio de 
prescriptibiliclad de la potestad punitiva del Estado. 

En tal senlído, en el caso de que la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos, condenará al Estado, por la presunta 
violación ele los derechos de la senara Melba del Carmen Suárez 
Peralta, será pertinente imponer al Estado la obligación de 
esG]areccr los hechos de los ocurrido, más no disponer la 
sanción a responsables como medida de reparación, en razón a 
que no se reúnen los criterios qtle permitan romper el principio 
de seguridad jurídica que ofrece la prescripción. 

Es por eso, que la Corte lntcramericana de Derechos 
Humanos, confirmará que el caso de la señora Melba del 
Carmen Suárez Peralta, no constituye una grave violación ele 
derechos humanos, por lo que no se podrá sentenciar en el 
sentido de sancionar a los responsables, al respecto en la 
sentencia del caso Albán Cornejo se dijo: 

La prescripción en materia penal determina la extinción. de 
la pretensión punitiva por el transcurso del tiempo, y 
generaltnente, limita el poder punitivo del Estado para 
perseguir la conducta ilícita. y sancionar a sus autores. 
Esta es una garantía que debe ser observada. debidamente 
por el juzgador para todo imputado de un delito. Sin 
perjuicio de lo anterior, la prescripción de la acción penal 
es inadmisible e inaplicable cuando se trata de muy graves 
violaciones a los derechos humanos en los términos del 
Derecho Internacional. 

De la jurisprudencia constante de la Corte se entenderá 
que en este caso no operé la exclusión de prescripción, porque 
no se satisfacen los supuestos de imprescriptibilidad 
reconocidos en instrumentos internacionales. 
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El párrafo que se ha citado, concuerda plenamente con lo 
expuesto en la sentencia interpretativa del mismo caso Alban 
Cornejo, que se pronunció expresamente sobre el tema de la 
prescripción en materia penal y las violaciones a los derechos 
humanos: 

"el fallo del Tribunal declara la responsabilidad 
internacional del Estado [ ... ] por omisiones de agentes 
estatales frente a actuaciones de particulares, que tienen 
su grado de importancia pero no tiene carácter sistemático 
o de gravedad tal para que el delito sea considerado como 
crímen y autorice la anulación de garantías fundamentales 
a favor de los imputados". 

En razón a lo expuesto, con claridad se podrá apreciar que 
no es un argumento que el Estado quiere utilizar para eludir a la 
presunta responsabilidad internacional, sino q1.1e pretende 
proteger la seguridad jurídica publica y evitar violaciones 
innecesarias, puesto quo;: la misma Corte Interamericana ya ha 
desarrollado las características esenciales de una grave violación 
de derechos humanos, cuestión que no se configura en el caso 
de Melba Suarez. 

Por otra parte, existe un caso de singular importancia en 
el asunto de sanción a ro;:sponsables y confirma la linea de la 
Corte lnteramericana que apunta a no atropellar sin necesidad 
los ordenamientos jurídicos internos. En el caso Vera Vera vs. 
Ecuador, ele manera objetiva definió que para que existan 
violaciones graves a derechos humanos deberían ser 
afectaciones como desaparición forzada, ejecución cxtrajl.ldícíal o 
to.rtura. Determinando que a pesar que las violaciones a 
derechos humanos en sí mismas son graves, no corresponde 
transgredir el principio de prescripción en todos los casos, como 
ocurrió en el caso citado, en el que como medida de reparación, 
se condenó a.l Estado de a conocer lo sucedido, informado de 
estas gestiones a la famí!ia78. 

En virtud de los argumentos expuestos y el transcurso de 
tiempo desde que los hechos ocurrieron, la sólida linea de la 
jurisprudencia de la Corte Interamericana y el tiempo que el 
caso ha estado en conocimiento del sistema interamericano, se 

-------~~--

78 Cfr. caso Vera V(~ra vs. Ecuadol', Corte lnten~mcricana de Derechos Hu.ma:rros, 
scntcncía de ex¡;;epdones preliminares, fondo, reparaciones y cüstas, 19 de mayo de 
2011. Parrafos lHl-123. 
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solicita a la Honorable Corte que en el eventual caso de 
sentenciar al Estado se satisfaga el derecho a la verdad en 
aquello que deba ser esclarecido, pero no se aplique una medida 
que afecte el principio de prescripción que es una institución del 
ordenamiento jurídico interno. 

Adicionalmente, hay que tener presente que si bien el. que 
opere la prescripción impide la sanción a Jos responsables de las 
violaciones, el Estado en caso de ser condenado, podrá ejercer 
acciones de carácter civil, en relación a los montos que de forma. 
adecuada y objetiva 11je la Corte Interamerieana, de conformidad 
a los términos establecidos en la Constitución, puesto que el 
hecho generador en tal supuesto sería el momento en que el 
Estado realice la erogación ele valores79. 

Finalmente, se pone en conocimiento de la Corte, que, la 
faltas administrativas motivaron la sanción contra el ex - Juez 
Angel Rubio Game, que conllevó la destitución del ftmcionario 
judicial; situación que deber ser entendida como una forma de 
reparación. 

3.2.2. Sobre la atención médica especializada que debe tener 
la señora Melba del Carmen Suárez Peralta 

En relación a las aseveraciones presentadas en el ESAP 
por parte del abogado ,Jorge Sosa, el Estado no concuerda con lo 
manifestado por él puesto que los servicios médicos prestados 
por el Estado ecuatoriano son de excelente calidad. Además es 
importante informar a la Honorable Corte que el Estado con la 
.finalidad de cumplir con el Informe de Fondo No. 75/ 11 emitido 
por la CIDH inició todas las acciones para que la. seiíora Suárez 
Peralta sea atendida en cualquier hospital de la ciudad de 
Guayaquil. 

Realizados los trámites pertinentes, y en base a 
documentación que se anexa emitida por el Ministerio de 
Justicia, Derechos Humanos y Cultos se demuestra lo siguiente: 

Con fecha 4 de enero del añ.o en curso, el equipo EBAS, 
parte del Ministerio de Salud Pública, realizó la visita al 

·;y Cfr. Constitución de la Rcpúblict\ del Ecuador, articulo 11, sobre la interpr~tación 
de los derechos, inciso tercero: "'El Estadó ·ejercerá de forma inmed.íata el derecho de 
repetición en contra de las personas respo11s~bl~s del daño producido s'in perjuiCio de 
las responsabJiidadcs civiles, penales y administrativas", 
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domicilio de la señora Suárez, quien no se encontraba en 
su domicilio. Posteliormente cuando la paciente ya estaba 
en su hogar y se acercaron los médicos para revisarla no 
acepto ser atendida por los profesionales de la salud, e 
inclusive se expresó de una mala forma en torno al 
servicio de salud RO. 

De lo expuesto se demuestra la buena fe que posee el 
Estado en aras de brindar la atención médica que la 
demandante reclama, sin embargo por la falta de cooperación de 
la misma esta es imposible. 

El Estado también desea recalc.ar que la Constitución 
vigente dispone como deber del Estado garantizar el derecho a la 
salud81 además que se encuentra vinculado a otro tipos de 
derechos en aras de alcanzar el buen vivir. 

El Estado garantizará este derecho mediante políticas 
económicas, sociales, culturales, educativas y 
ambientales; y el acceso per.manente, oportuno y sin 
exclusión a programas, acciones y servicios de 
promoción y atención integral de salud, salud sexual y 
salud reproductiva. La prestación. de los servicios de 
salud se regirá por los principios de equidad, 
universalidad, solidaridad, interculturalidad, calidad, 
eficiencia, eficacia, precaución y bioética, con enfoque 
de genero y generaciona182, (Las negrillas me pertenecen) 

De la misma manera el hijo de la señora Melba del Carmen 
Suárez p1.1ede acceder a los médicos que los diferentes centros de 
salud le ofrecen, es decir que la falta de actividad del interesado 
en este caso los seii.ores Cerezo Suárez quiere hacer ver al 
Estado como un ente carente de recursos, ineficaz e ineficiente, 
cuando es todo lo contrario, el Estado ha invertido e invierte en 
temas de salud continuamente y desarrolla políticas que apoyan 
el bienestar de todos los miembros de la sociedad. 

En conclusión, se puede verificar que el Estado cuenta con 
los serv1c10s necesarios a fin de atender no sólo a la sellara 
Melba Suárez sino a cualquier persona que necesite la 

-----------
ao Anexo Oficio No. AREA 8,COOR006/·20l2, .de 16 de enero de 20 L2. 
IH Art. 3 {1) CRE: L Garantizar sin dlscriminación alguna el efectivo goce de los 
derechos establecidos en la COnstitución y· en !'os instrumentos internacionales, en 
particular la educación, la salud, la alimentación, la seguridad social y el agua para 
sus habitantes. 
s2 Constitución de la Hepúblk:a del-Ecuador, artículo 32. 

233



Página. 59 

prestación de los servicios de salud, el problema que el Estado 
observa es la falta de voluntad por parte de la demandante 
quien, como ya se expuso en líneas anteriores, no desea ser 
atendida por personal capacitado del Ministerio de Salud. 

3.2.3. Respecto al Proyecto de Vida 

El proyecto de vida es definido como: 

[ ... ] una potencialidad que nos permite decidir, elegir 
después de valorar, entre muchas posibilidades de vida, 
aquello que, precisamente, llamamos "proyecto de vida' o 
proyecto existencial. 
Por ser libres somos también seres coexistenciales y 
temporales, es decir, sociales, históricos, estimativos, 
creativos, proyectivos, dinámicos. Carecería de sentido un 
ser libre que no fuera, al mismo tiempo, un ser 
coexistencia! y temporalB3. 

Consecuentemente, el "proyecto de vida" se entiende como 
la diferente aspiración que la presunta víctima tenía antesde 
que acontecieran los hechos que afligieron su condición. Sin 
embargo, y como demostrará el Estado en los siguientes párrafos 
existen inconcordancias respecto a las pretensiones sufridas por 
el posible daño causado en relación al caso de la señora Melba 
Suárez. 

En el ESAP se menciona que: 

La familia Cerezo- Suárez, tenía su base económica ert Ja::; 
actividades productivas de la Sra. Melba del Carmen 
Suárez Peralta, pues como prospera empresaria .había 
montado una empresa de servicios de taxis a domicilio. Así 
también consta mediante declaración juramentada de 5 de 
abril del 2012, otorgada por la señora Melba del Carrnen 
Suárez Peralta, que debido a su enfermedad tuvo q1.1e 
abandonar sus estudios de Derecho desde el cuarto año de 
la Universidad Laica Vicente Rocal'uerte de Guayaqui184. 

Con relación a este punto, el Estado expondrá en los 
puntos respectivos al daño material sobre la "supuesta 
compañía" que poseía la señora Suárez, sin embargo con 

s;; FERNÁNDÉZ1 Carlos ¿Existe un da11o al proyecto de vida?, disponibló en 
http://"~"v.jus. unitn.il/ cardozofRcview /2007 fscssarego. pdf 
,., ESAP Pág. 58 
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relación a que la señora Suárez tuvo que dejar sus estudios 
universitarios por lo acontecido, esto es demostrado con 
document:¡¡eión que si p1.1ede ser controvertida, no simplemente 
con una declaración juramentada que no posee esta 
característica. La Universidad Laica Vicente Rocafuerte de 
Guayaquil con fecha 5 de julio del año en curso, certificó que la 
demandante se matriculó en la Facultad de Jurisprudencia y 
Ciencias Sociales en el periodo lectivo 2002-2003, es decir que 
desde la fecha en que acontecieron los hechos la señora Suárez 
no fue limitada respecto a su "proyecto de vida'', la demandante 
ingresó a la institución educativa y en el "periodo lectivo 2005-
2006 se matriculó en el Cuarto curso paralelo "A" y lo reprueba. 
En el periodo lectivo 2006-2007 se matriculó por segunda 
ocasión en el Cuarto curso paralelo "A" y se retira. En el periodo 
lectivo 2007-2008 se matriculó por tercera oca_sión en Cuarto 
curso paralelo "A" y pierde al año85". 

De lo expuesto se verifica que en ningún momento el 
proyecto de vida de la seti.ora Suárez fue limitado, la señora se 
retiró y perdió el año, es decir que el esfuerzo intelectual llevado 
a cabo por la se.ñora Suárez no fue el mismo, ya que como se 
verifica en los primeros a!los de estudio, siendo estos posteriores 
a la intervención quirú.rgica y que deberían ser los que más 
trastorno produjeron la demandante estudió y aprobó los cursos 
sín ningún inconveniente, lo que da a entender que existe una 
notable intensión por parte de la demandante así como de su 
representante de victimizarse ante la Honorable Corte y de no 
actuar conforme al deber ser del derecho, partiendo de intereses 
personales antes de intereses jurídicos. 

Finalmente y con respecto de la solicitud de la 
demandante mediante la cual solicita a la Corte ordenar como 
medida de satisfacción: 

l. Que el Estado garantice mediante otorgamiento de 
bacas el estudio intermedio y superior de los niüos 
Gandy Alberto Cerew Suárez, Katherine Madeline 
Cerezo Suárez y Marílyn Melba Cerezo Suárez. El 
reconocimiento de becas para estudios constituiría una 
forma de reparación, pues obrando como restitución de 
lo que se pudo tener, significaría para los hijos e hijas 
una oportunidad para realízar el proyecto de vida que 
se vio al decaer mi situación económica, por tanto, se 

1J:fi:Ancxo Certificado Universidad Laica Vicente Rocafuerte de 5 de julio de 20t2. 
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solicita a la Honorable Corte que ordene al Estado. la 
implementación de becas de estudios media y superior 
para los niños anteriormente citados.- Así mismo el 
Estado debe garantizar que la señora Melba del Carmen 
Suárez Peralta concluya sus estudios de Derecho en la 
Universidad Laica Vicente Rocafuerte de la Ciudad de 
Guayaquil. 

El Estado ecuatoriano,. respecto a este punto informa a la 
Honorable Corte así como al representante de la presunta 
víctima que actualmente la educación en el Ecuador es gratuita 
hasta el tercer nivel, es decir que la peticionaria y sus hijos 
tienen el derecho a la educación gratuita garantizado por el 
Estado, esto se encuentra reconocido en el articulo 28 de la 
Constitució!l que claramente dispone: 

Art. 28.- La educación responderá al inter!:s público y no 
estará al servicio de intereses individuales y corporativos. 
Se garantizara el acceso universal, permanencia, movilidad 
y egreso sin discriminación alguna y la obligatoriedad en el 
nivel inicial, básico y bachillerato o su equivalente. 

Es derecho de toda persona y comunidad interactuar entre 
culturas y participar en una sociedad que aprende. El 
Estado promoverá el diálogo intercultural en sus múltiples 
dimensiones. 

El aprendizaje se desarrollará ele forma escolarizada y no 
escolarizada. 

La educación pública sera universal y laica en todos sus 
niveles, y gratuita hasta el tercer nivel de educación 
superior inclusive. 

De todo lo expuesta, el Estado ha demostrado que la 
educación es gratuita y que la medida de satisfacción presentada 
por el representante de las presuntas víctimas no debe ser 
tomada en consideración por la Honorable Corte ya que esta es 
innecesaria en el presente casa. 

Como segundo punto el señor abogado Sosa expone que: 

2. Otorgar tratamiento médico y psicológico por parte del 
Estado a Jos famílíares de la víctima.- El tratamiento 
psicológico debe ser sostenido y permitir atención 
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especializada. El tratamiento psicológico debe ser 
prestado por un profesional especializado en terapias 
de familia. Este profesional debe ser elegido por la 
víctima o familiar, y remunerado por el Estado. 

De lo expuesto ya en líl1eas anteriores, se ha demostrado la 
buena fe del Estado en el tema relativo a brindarle atención a la 
señora Melba del Carmen así como a sus familiares, puesto que 
el Estado ofrece este tipo de atención en diferentes centros de 
salud de la ciudad de Guayaquil, establecimientos a los que la 
señora Suárez así como cualquier persona puede acudir estos 
establecimientos son: 

• Hospital General Guayaquil "Dr. Abe! Gilbert Ponton". 
• Hospital Francisco de !caza Bustamante 
• Hospital Mariana de .Jesús. 
• Hospital Luís Vernaza 
• Instituto de neurociencias. 

Además de Jos hospitales y centros médicos antes 
mencionados el Estado adjunta un listado con los especialistas86 

así como los horarios de atención, a los cuales puede asistír la 
señora Suárez. 

Del requerimiento solicitado por la demandante el Estado 
p1..1ede única y exclusivamente verificar que su interés no es de 
satísfacer algún tipo de daií.o psicológico puesto que como ya se 
ha mencionado este tipo de atención ya existe en el péús, lo que 
la demandante y su familia deben hacer es acercarse a alguno 
de estos establecimientos y será atendida con la mejor 
predisposición además de que el personal dentro de los 
hospitales o centros médicos son los de los mejores. 

3.2.4. Respecto a la publicación de la sentencia y un folleto 

El Estado al momento de presentar su informe de 
cumplimiento a la Ilustre Comisión, adjunto la publicación 
realizada en uno de los diarios de mayor circulación en el país 
mismo que cumple con los requisitos que ha establecido la Corte 
en diferentes casos, e inclusive en algunos casos como el del 
señor lván Suárcz Rosero estableció Jo siguiente: 

86 Listado propordonado por el Ministerio de Salud Pública. 
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72. Con respecto a la solicitud de que el Estado presente 
una disculpa, la Corte considera que la sentencia sobre el 
fondo del presente caso constituye, en si misma, 'Una 
forma de reparación y satisfacción moral de significación e 
importancia para el señor Suárez Rosero y su¡s 
familiarcs87. 

De igual manera en el caso Albán Corn~jo vs. Ecuador es 
pertinente citar lo siguiente: 

156. Los represen tan tes solicitaron la publicación de los 
hechos y de los puntos resolutivos de la Sentencia en los 
tres diarios de mayor circulación del Ecuador, y la 
totalidad de aquélla en el Diario Oficial del Estado. 

157 .. La Corte estima. pertinente, como lo ha dispuesto en 
otros casos, que el Estado publique en el Diario Oiicial y 
en otro diario. de amplia circulación nacional, por una sola 
vez, como medida de satisfacción, 1 ... ]88 

Por lo tanto las pretensiones del representante de la 
presunta víctima, respecto a que en el posible caso de que el 
Estado llegue a ser condenado, 

[ ... ¡ deberá publicar las partes pertinentes de la sentencia 
en al menos dos diarios de amplia circulación nacional[, .. ] 
también se realice (la publicación) en el Registro Oficial del 
Ecuador y adicionalmente a través de un folleto. Dicho 
folleto debe contener los hechos del caso y la parle 
resolutiva de la sentencia, y ser difundido en todo el 
territorio nacional con un tiraje de 5000 ejemplares, [ ... ] 
sirva como material de estudio [ ... ] como medio para 
garantizar la no repetición de tales hechoss9. 

El Ecuador ha demostrado la buena fe respecto al 
cumplimiento de las recomendaciones de la CIDH, además como 
ya se ha expuesto el mismo hecho de que exista una sentencia 
de la Honorable Corte es en sí misma una medida de 
satisfacción. 

ll-7 Corte lntcramcricana de Derechos Humanos, Caso SuW-ez Rosero vs. Ecuador, 
ScnLenda de Reparaciones-y Costas de 20 de enero de 1999. 
88 Corte lrit:eramcricana de Derechos Humanos. CAJ.sa Albán ComeJd lis. Ecuati._or. 
Sentencia Fondo, Hepáracíones y Costas de ·22·de noviembre de 2007. 
sq ESAP Pág. 61 
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Respecto al envío de "una impresión de fotografía de placa 
de disculpas públicas, la cual supuestamente será colocada en 
el edificio de la Corte Provincial de Justicia de la provincia del 
Guayas90"" El Estado desea informar a la Honorable Corte asi 
como a la víctima que esta placa se colocó en las instalaciones 
antes mencionadas. 

Finalmente, el Estado solicita a la Honorable Corte 
considere todo lo expuesto por el Estado y en caso de ser 
condenado no acoja las medidas solicitadas por el representante 
de la presunta víctima puesto que las medidas de satisfacción se 
encuentran cumplidas de manera cabal. 

3.4. Garantías de No Repetición. 

3.4.1. Capacitación a los profesionales de la salud sobre la 
responsabilidad del ejercicio profesional y medidas 
necesarias para asegurar que se regule e implementen 
efectivamente normas relacionadas con el ejercicio de los 
profesionales de la salud conforme a los estándares 
nacionales e internacionales 

Al parecer el representante de la señora Suárez Peralta 
desconoce que el Ecuador es un país garante de derechos, lo que 
hace posible que en la actualidad el acceso a la salud sea de 
carácter universal y gratuito, la Constitución de la República en 
la sección séptima articulo 32 establece el derecho a la salud, 
adicionalmente se cuenta con la Ley de Derechos y Amparo al 
Paciente, misma que en su artículo 12 establece: 

Art. 12.- Bajo ningún motivo un centro de salud podrá 
negar la atencion de un paciente en estado de emergencia. 

El centro de salud que se negare a atender a un paciente 
en estado de emergencia será responsable por la salud ele 
dicho paciente y asumirá solidariamente con el profesional 
o persona remisa en el cumplimiento de su de.ber, la 
obligación jurídica de indemnizarle los datios y perjuicios 
que su negativa le cause9I, 

Una vez más se observa el desconocimiento por parte del 
representante de la víctima, puesto que. además de la normativa 

'!<> ESAP Pág. 60 
9t Ley de Derechos y Amparo dcl.Paciente, publicada en el Rcgi-~ilro Oficial Sllplemento 
No. 626, de 3 de febrero de 1995" 
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anteriormente citada, existe la Ley Orgánica de Salud92 misma 
que para compaginar con Jos derechos de la Constitución y la 
Convención Americana fue reformada el 24 de enero de 2012, y 
entre sus artículos se pueden recalcar los siguientes: 

Art. 191.- La autqridad sanitaria nacional implementará 
procesos de regulación y control, para evitar que las 
prácticas de las medicinas tradicionales atenten a la salud 
de las personas. 

Art. 192.- Los integrantes del Sistema Nacional de Sah:;d 
respetarán y promoverán el desarrollo de las medicinas 
alternativas en el marco de la atención integral de salud. 

Las medicinas alternativas deben ser ejercidas por 
profesionales de la salud con títulos reconocidos y 
certificados por el CONESUP y registrados ante la 
autoridad sanitaria nacional. 

Las. terapias alternativas requieren para su ejerCJClO, el 
permiso emitido por la autoridad sanitaria nacional 

Art.. 196.- La autoridad sanitaria nacional analizará los 
distintos aspectos relacionados con la formación de 
rec;ursos humanos en salud, teniendo en cuenta las 
necesidades nacionales y locales, con la fi.nalidad de 
promover entre las instituciones formadoras de recursos 
humanos en salud, reformas en los planes y programas de 
formación y capacitación. 
Art. 20 l.- Es responsabilidad de los profesionales de 
salud, brindar atención de calidad, con calidez y eficacia, 
en el ámbito de sus competencias, buscando el mayor 
beneficio para la salud de sus pacientes y de la población, 
respetando los derechos humanos y los principios 
bioéticos, 

Es su deber ex1g1r condiciones . básicas para el 
cumplimiento de lo señalado en el inciso precedente. 

Art. 202.- Constituye infracción en el ejercicio de las 
profesiones de salud, todo acto individual e intransferible., 
no justificado, que genere daño en el paciente y sea 
resultado de: 

92 Ley Orgánica de Salud, publicada en el Registro Oficial Suplemento No. 423~ 22 de 
diciembre de 2006. 
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a) Inobservancia, en el cumplimiento de las normas; 
b) Impericia, en la actuación del profesional de la salud 
con falta total o parcial de conocimientos técnicos o 
experiencia; 
e) Imprudencia, en la actuación del profesional de la salud 
con omisión del cuidado o diligencia exigible; y, 
d) Negligencia, en la actuación del profesional de la salud 
c011 omisión o demora injustificada en su obligación 
profesionaL 

Art. 203.- Los servtcJos de salud, seran corresponsables 
civilmente, de las actl.Jaciones de los profesionales de la 
salud que laboran en el!os93. 

El Estado expone solo algunos de los articulas, sin 
embargo anexa la mencionada Ley a fin de que los magistrados 
así como el representante de la señora Suárez Peralta tengan la 
posibilidad de conocer el avance que está teniendo el Estado en 
aras de mejorar la aplicabilidad de derechos y garantías. 

Es por ese motivo que el Estado ecuatodano solicita a la 
Honorable Corte no se pronuncie respecto a estas solicitudes ya 
que c.omo se ha comprobado actualmente se está viviendo un 
cambio de estructuras que generan beneficios no solamente a la 
familia de la demandante sino a toda [a sociedad, es decir que lo 
que el Estado pretende es lograr progresivamente cambios 
positivos que concluyan en lo que se conoce como el buen vivir o 
sumak kawsay. 

3.5. Medidas de Compensación 

• , fbid. 

La reparacwn no tiene una dimensión meramente 
económica, sino que se tiene que abordar como un intento 
omnicomprensivo de reparar el da!lo causado a las 
víctimas y de buscar un nuevo equilibrio político y social, 
proceso en el que las diferentes medidas de reparación 
pueden jugar papeles distil1tos pero complementarios94 • 

94 GolW..ález, Felipe. Justicia y Reparación ¡mm las victima.s de vioi!lCione:s graves y 
sistemdticas de Derechos Humanos. 8n la revista Critica disponib1e en: 
http:/ /www.revista~critica.com/art:ictllos.php'i'id=2051 
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El Estado ecuatoriano parte de la cita anterior, para 
analizar el lema que compete, de ahí que, es importante 
entender que la reparación es el proceso que genera cohfianza 
e11tre las partes involucradas en un conflicto. 

3.5.1 Posición del Estado en relación al Daño Inmaterial 

Como ha mencionado la Corte en varias citas 
jurisprudenciales, aquí es preciso "considerar aquellos efectos 
lesivos de los hechos del caso que no tienen carácter económico 
o patrimoniaJ95" 

El señor Jorge Sosa establece que el daño inmaterial, 
también conocido como daño moral, debe ser analizado por 
factores como la mala operación, las secuelas post operatorias, 
las operaciones y la rehabilitación posterior, cesación de )as 
actividades laborales que le han causado angustia y ansiedad 
hasta la actualidad, y problemas de índole familiar, y que por 
consiguiente no se requeriría de ninguna prueba para llegar a 
esta conclusión.96 

Después de exponer los supuestos daiios de los que ha 
sido víctima la señora Melba Suáre;z: Peralta y su madre, el señor 
Sosa solicita los siguientes montos en relación al daüq moral que 
supuestamente ha sido causado por el Estado ecuatoriano, 
siendo estos: 

Para Melba del Carmen Suárez Peralta [ ... ] la cantidad de 
$150.000,00 (ciento cincuenta mil dólares de los Estado 
Unidos de América). 
Para la madre de la victima, la señ.ora Melba Peralta 
Mendoza ( ... ] solicitamos, que séa indemnizada por el d¡¡ño 
moral, por la suma de $100.000,00 (cien mil dólares de 
Estados Unidos de América) 
Para el esposo de la víctima cabo Dennis Edgar Cerezo 
Cervantes, la suma de $50.000,00 (cincuenta mil dólares 
de los Estados Unidos de América] 
Para cada hijo, los niños, Gandy Alberto Cerezo Suárez, 
Katheríne Madeline Cerezo St¡árez y Marilyn Melba Cerezo 
Suárez la suma de $20.000,00 (veinte mil dólares de los 
Estados Unidos de América). 

~~s Corte lnt.erarnericana de Derechos HumanOs, Caso Trujillo Oroza vs. Bolitn'a, 
Sentencia de Reparaciones y Costa de 27 de febrero de 2002 párrafo 77. 
96 ESAP pág. 64 
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Lo que da un total por daño inmaterial de $360,000,0.0 
(trescientos sesenta mil dólares de los Estados Unidos de 
América)97. 

A fin de atender las pretensiones que claramente 
demuestran un interés netamente económico, el Estado 
ecuatoriano realizará un análisis exhaustivo de lo que se 
entiende como daño moral mismo que ha sido definido como: 

[ ... J así como el daño patrimonial es un perjuicio 
susceptible de apreciación pecuniaria, el daño moral es el 
perjuicio st¡sceptíble de apreciación desde la óptica del 
entendimiento, de la sensibilidad o de la voluntad de la 
persona98. 

Es decir, que sorprende al Estado que Jos montos 
estipulados por el representante de la se_ñora Melba Suárez sean 
tan elevados, puesto que en el acuerdo de cumplimiento que se 
suscribió entre las presuntas víctimas y el Ministerio de Justicia 
monto correspondiente a daños materiales, inmateriales 
costas y gastos era de $300.000,00 (trescientos mil dólares), 
consecuentemente se consideró exagerado el monto solicitado 
por la señora Suárez Peralta, además que visualiza las 
pretensiones de emplear al SlDH como una herramienta de 
enriquecimiento y no como el mecanismo de defensa y garantía 
de derechos humanos. 

Además hay que recordar a los Honorables Magistrados 
que cuando el Estado estaba realizando sus esfuerzos máximos 
para poder suscribir y desarrollar un acuerdo de cumplimiento 
que beneficie a las partes, la señora Suárez Peralta acepto el 
monto anteriormente señalado, siendo este $300.000.00 suma 
que incluía todo tipo de reparación pecuniaria y no pecuniaria, 
costas y gastos. Llega a tal punto el alcance de beneficiarse 
económicamente por parte de la demandante que cambia sus 
pretensiones en un plazo tan corto de tiempo, es decir que en 
enero de este atlo la señora Peralta calculó su detrimento moral 
en alrededor de $80.000,00 y actualmente el daño causado es de 
$360.000.00, está es una pn.teba más a favor del Estado 
ecuatoriano que en su continua búsqueda ele respetar los 
derechos humanos y realizar una reparación integral no 
pretende únicamente entregar montos ilusorios a personas que 

"'' Cfr. ESAP pág_ 65-66 
98 Zavala de Gonzalez. Matitde, Dw1os a las person.as. Buenos Aires Arge.ntina 1991 
pág_ 37. 
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supuestamente han sido violentados en sus derechos, sino 
generar un cambio progresivo en tomo a las obligaciones y 
prestaciones del Estado ante las personas. 

En el libro Diálogo sobre Reparaciones, se cita al 
magistrado Ventura Robles, quien expone: 

En los primeros casos, la reparación era casi la propia del 
Derecho Civil, úniGamente haciendo hincapié en el lucro 
cesante, Cll el daflo emergente y en el daflo moral. 
Después, haber dividido las reparaciones entre daños 
materiales. y daí'ios intl'lateríales. La gran novedad en los 
daflos inmateriales viene siendo la reparación simbólica y 
otras medidas de rehabilitación y satisfacción como la 
reparación en salud, la investigación de los hechos,. 
etcétera99. 

Por lo expuesto ya en lineas anteriores el Estado 
ecuatoriano reconocerá como víctimas a quienes fueron tomadas 
en cuenta por la CIDH, es decir a la señora Melba Suárez.Peralta 
y a su madre, puesto que el Ecuador ha demostrado en 
reiteradas ocasiones que el propósito por parte de los 
peticionarios de llevar el caso ante la Corte Interamericana fue 
satisfacer necesidades de carácter económico que no tienen nada 
que ver con el proceso en si. 

Además de lo mencionado, el Estado desearia exponer 
algunas sentencias que han sido tomadas como referencia en 
caso de que el Ecuador sea condenado por la Honorable Corte: 

En la Sentencia de 26 de septiembre de 2006 referente al 
caso Almonacid Arellano y otros vs. Chile, caso qt1e "se refieren a 
la presunta falta de investigación y sanción de los responsables 
de la ejecución extrajudicial del seiíor Almonacid Arellano, a 
partir de la aplicación del Decreto Ley No. 2.191, ley de 
amnistía, adoptada en 1978 en Chile, así como a la supuesta 
falta de reparación adecuada a favor de sus familiares lOO". La 
Honorable Corte estimó como daño inmaterial lo siguiente: 

99 Beristain, Carlos, Diálogo sobre Reparaci'ime.S. tnst1tuto lnteramerk.ano de De.techos 
Httmanos, 2008, ¡>ág. 22 
too COl'te Interamericana de Derechos Humanos, Caso Almono.cit. Arellano y otro_s vs. 
Chile1 26 de septiembre de 2006. párr. 3. Disponible en: 
http:'j 1 v.rww .corteidh.or.cr 1 docs/ c...o..sos f articules 1 serieC_l54_ esp. pdf 
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161. En lo referente al daño inmaterial, este Tribunal 
reconoce que las victimas del presente caso sufrieron por 
la denegación de justicia producto ele los hechos que se 
analizaron en los capítulos anteriores. De igual forma, 
toma nota lo expresado por el representante en el sentido 
de que el .interés principal de las víctimas en este caso es 
la consecución de justicia. Por otro lado, la Corte valora 
positivamente la política de reparación de violaciones a 
derechos humanos adelantada por el Estado (supra párr. 
82.26 a 82.33, [ ... ] Teniendo en cuenta todo lo anterior, el 
Tribunal considera no ordenar el pago de una 
compensación económica por concepto de daflo inmaterial, 
debido a que estima, como lo ha hecho en otros casos, que 
esta sentencia constituye per se una forma de reparación 
[ ... JIOl 

De igual manera en el caso contencioso llevado a cabo en 
la Corte lrrteramericana de Derechos Humanos, referencia Caso 
Hilaire, Constantine y Benjamín y otros vs. Trinidad y Tobagol02 

mismo que se trataba ele ejecuciones de penas de muerte sin 
posibilidad ele obtener un amparo o sin la posibilidad ele acceder 
a un recurso, la Corte dispuso como daño inmaterial Jo 
siguiente: 

Por unanimidad, 

12. en equidad, que el Estado debe pagar por concepto ele 
daño inmaterial a la esposa de Joey Ramiah, señora Carol 
Ramcharan, la suma de US $50.000 (cincuenta mil 
dólares ele los Estados Unidos de América) o su 
equivalente en dólares de Trinidad y Tobago (TTD) para el 
sustento y educación de su hijo, Joanus Ramiah, en los 
términos expuestos en el párrafo 216 de la presente 
Sentencia; 

Por unanimidad, 

13. en equidad, que el Estado debe pagar a la madre de 
Joey Ramiah, señora Moonia Ramiah, la suma de US 
$10.000 (diez mil dólares de los Estados Unidos ele 
America) o su equivalente en dólares ele Trinidad y Tobago 

-------·---
Wl lbid. Párr. 161 
102 COrte lnteramcricana de Derechos Httm~nost Caso Hilairt;1 Con..~tantine y Benjamín 
y otros V6'. Trinidad y Tdbago, Sentencia de· Fondo, reparaciones y Costas de '.H de 
junio de 2002. 
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(TID) por concepto de reparac10n del daño inmaterial en 
los términos expuestos en el párrafo 216 de la presente 
Sentencia 103. 

De igual manera la Corte se pronunció en el caso Alban 
Cornejo vs. Ecuador y dispuso como daño material e inmaterial 
lo siguiente: 

1.53. Considerando lo expuesto, la Corte fija, e.rt equidad, 
la suma d~ US$ 25,000.00 (veinticinco mil dólares de lps 
Estados Unidos de América) para cada una de las 
víctimas, Carmen Cornejo de Albán y Bismarck Albán 
Sánehez, por concepto de indemnización por diu1o material 
e inmateriaJI04. 

Finalmente, el Estado expone la posición de la Honorable 
Corte Interamericana relacionado a la muerte del señm Pedro 
Miguel Vera Vera vs. Ecuador, caso en el cual la corte dispuso: 

136. Al respecto, este Tribunal obs.erva que el s.eñor Pedro 
Miguel Vera Vera r;ecibió tratos inhumanos y d<egradailtes 
mientras permaneció herido de bala bajo la custodia del 
Estado, hasta que linalmente falleció. En consideración del 
carácter de las violaciones cometidas, la Corte estima 
pertinente fijar, en equidad, la cantidad de US$10,000.00 
(diez mil dólares de los Estados Unidos ele América) a su 
favor, la cual deberá ser entregada a la señora Francisca 
Mercedes Vera Valdez en el plazo que la Corte fije para tal 
efecto (infra párrs. 146 y 147)105. 

Como es de conocimiento de la Honorable Corte 

[ ... J.el daño moral resulta inexorablemente de las lesion~s 
a la integridad sicofísica de la persona, no siempre se 
presenta del mismo modo o con análoga gravedad. 
Concurre, en cambio una notoria oariabilídad 

to.3 Jbid. Pág. 74 disponíble en: 
http: // V.'\\'\V.corteidh.or.cr /do es/ casos/ artkulos j.Seriec.~94~ csp.pdf 
104· Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Albán Cornejo y otros vs. 
Ecuador~ Sentencia de Fondo, Rcparo.ciones:y Costas,.22 de noviembre de 2007, 
1°5 Corte lntere,mericana de Derechos Humó.no...;;, Caso )'edro Miguel Vera Vera. vs. 
Ec:uador, Sentencia de excepciones preliminares, fondo y reparaciontfs, 19 de mayo de 
201.1. disponible en: 
http:f fwv.w.corteidh.or.cr 1 docs/ casos/ articulos¡ sericc_226 .. esp l.pdf 
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circunstancial, según la gravedad del detrimento inferido y 
las particulares condiciones de la víctima, desde que 
aquellos elementos, objetivos y subjetivos, son 
conducentes para formar un juicio sobre el grado del 
quebrantamiento espiritual padecido lOó. 

Por todo lo exptlesto, y en vista de que el Estado ha 
demostrado que en varios casos la Corte se ha pronunc.iado en 
equidad, el Estado .ecuatodano solicita a la Honorable Corte 
desestime lo solicitado por la demandante y su representante y 
se consideren las diferentes sentencias en las cuales los montos 
rio han sobrepasado los USD. 12.000.00 respecto al daño 
inmaterial, puesto que como ya lo men<eionó el magistrado 
Ventura la finalidad de las medidas inmateriales es que se 
implementen medidas de satisfacción que realmente regresen la 
confianza entre la parte afectada y el Estado. 

3 .. 5.2. Posición del Estado con relación al daño material 

Con relación a los componentes del daño material, estos se 
reducen a lo que corresponde al daño emergente y al lucro 
cesante, de forma que lo que se tendría que discutir es la 
amplitud de los componentes y de forma principal aquellos que 
puedan ser probados, caso centrado la Corte no deberá tomar 
en cuenta alegaciones que no tengan respaldo documental. 

Con el afán de. no emitir criterios que tengan una carga de 
opinión, sino sean parál:netros claros, habrá que mencionar que 
la Corte lnteramericana de Derechos Humanos, ya ha discutido 
mucho este tema y ha determinado al daño emergente, como "los 
gastos efectuados con motivo de los hechos y las consecuencias 
de carácter pecuniario que tengan un nexo causal con los 
hechos del casol07". 

Por otra parte, la doctrina califica al daño emergente, como 
"el causado ele la propia violaciónlOS". Lo que en suma signiftca 
que no hay motivo para que se pretenda trasladar la 
determinación de una daño de índole matedal a los familiares 
del Melba del Carmen Suárez, sin probar el nexo causal o el 
perjuicio directo sufrido en su patrimonio, para lo que en primer 

Hl6 Zavala de Gonzátez. Matilde. Resarcimiento de·dar·ws, Dw'íos a 1@ personas. 
Buenos Aires 1991 pág.488. 
m:-ldic.t Diálogo sobre Réparacioacs 
Jút:llbid. DiAlOgo sobre reparaciones. 
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lugar se deberá acreditar la existencia de dicho patrimonio y el 
respaldo documental necesario de su afectación. 

En el caso puntual, es evidente que existe mala fe por 
parte de las presuntas víctimas y sus defensores que pretenden 
inducir a error a la Corte lnteramericana, cuestión que en su 
momento ya füe señalada por el Ministerio de Justicia, Derechos 
Humanos y Cultos del Ecuador. Vale la pena mencionar que el 
Estado tuvo la intensión de cumplir el informe de fondo, pero la 
falsedad de la información proporcionada por el n~presentante de 
las presuntas víctimas limitó la acción del Estado, quien de 
buena fe hasta celebró un acuerdo, mismo que comprendía la 
entrega de documentación que acredite la erogación de din(!ro, 
La prueba de ello es que se. cuenta con información entregada 
por el representante de las presuntas víctimas, documentos q11e 
se adj11ntan al proceso, 

3.5.3. Respecto al daño emergente 

Sorprende de sobremanera la posición llevada a cabo pot 
el representante de la señora Suárez Peralta, ya q11e como se ha 
expuesto en los párrafo::; precedentes el Estado ecuatoriano ha 
estado dispuesto a cumplir las recomendaciones que hizo en su 
momento la ClDH y en ningún momento "ha mostrado una 
completa indiferencia hacia las víctimas y sus .familiares aun 
conociendo de la situación medica que aqueja a la victimal09" 

todo lo c.ontrario el Estado siempre ha estado dispuesto a 
cumplir con las recomendaciones que le son efectuadas por la 
CIDH. La dificultad operativa se presentó cuando Jos 
demandantes no pudieron jüstificar los gastos asegurados por 
ellos, demostrando que el sistema fue y podria ser empleado 
como mecanismo de enriquecimiento, lo cual deslegitimaría la 
finalidad del Sistema Interamericano, y en sí de manera 
subsidiaria a los propios demandantes . 

. El abogado Jorge Sosa reconoce que los monto::; 
planteados en esta etapa del proceso son basados en 
declaraciones juramentadas, archivos de las historias clínicas y 
facturas símples, "sin que los representantes de las víctimas y 
sus familiares tengamos recibos de cada uno de los gasl:os 
realizados", es decir que los montos que presentan no son 
consistentes y no pueden ser calculados de manera precisa, 
puesto que como es de conocimiento de los Honorables 

1o9 ESAP Póg. 66 
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magistrados las declaraciones juramentadas no constituyen una 
prueba en sí, sino las pruebas que se aceptan en un debido 
proceso son aquellas que pueden ser controvertidas como las 
pruebas documentales que el Estado presentará en Jos 
respe.;:tivos anexos. 

Con la finalidad ele establecer el daño emergente, el Estado 
ecuatoriano pa:rte de Jos datos reales que posee sobre la vida de 
la señora Melba Suárez Peralta, quien era una ama de casa, 
quien no tenía ninguna empresa al momento de que ocurrieron 
los hechos, poseía una casa en el Cantón D1.1rán Provincia del 
Guayas mismo que fue vendido en el año 2009 como se 
comprueba con las certificaciones otorgadas por el Registrador 
de la Propiedad de ese cantón y la respectiva escritura. 

Subsiguientemente, se puede concluir que la señora 
Suárez Peralta así corno sus familiares vivían en condiciones 
asimilables a un estrato de clase media puesto que su esposo es 
funcionario de la Comisión Nacional de Transito y la seli.ora 
Melba ama de casa. 

A fin de aclarar la posic¡on estatal, a continuación se 
insertará un cuadro que hace referencia a las pretensiones del 
representante de la víctima mismas que no son coherentes al 
posible cálculo del daño emergente en el presente caso: 
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No es posible la veritit.adón 
puesto que en los 
documentos remitidos por 
la CIDH únícamente se 

enCuentra. la hiStod<~ 
$ 2.000 Apendicitis (Jii1ica_Minc·hala Ninguna médica 

$50.000 Hospítalización luís· Vernaza cero dólares $5761.30 {V.alor.actual) 

F.l Estado s·e: biisa ·en ·el 
certificado otorgado par. la 
dlnica Medi~Huston y 
remitido por la CIDH en los 
anexos·a· la presentaci9n 
del éaso anteJa .. Corte.IDH; 
además'la demandante 
adjunta una factura por e! 
valor de 400,00 con la 
fínalidad-de:operarse lil 
nMiz, peeling y boto)(, 

Operación com~cclón-de tratamiento: q~é el -EstadO 
$20.000 hertdas $5.500 ecuatoriano no rf!Cónoce-. 

$4387.70 monto 
establecido por-las 
diferentes factura·s 
proporcionadas por los 

$16.891 Cllnlta Alt::iv<tr $ 10.480,53 propios dema11dantes 
factura de S de agosto de 2A1131 factura de·a·de 

$1.338 Cllnka San Francisco 2008 agosto de 2008 

Estado no puede 
comprobar·esos valores, la 
C!OH remitió como ane)(oS 

S 380 tratamiento CEMEFA No· hay resppldos ce.rtificados médicos 
$150 Clfnica l<enedy cero dólare·s 

los datos proporcionados 
por !a C!DH exponen que la 
señora fue atendida el.18 
de julio de 2006:y no como 

sno Cllnica Moreno <:ero dólares alirma lil petklonarla 
no hay respaldo de la 

$704,67 Punto Médico Familiar cero dólares información 

Monto total: $91.583,61 $15.985,30 $15.890,31 
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Del cuadro anteriormente expuesto, se puede demostrar 
que después de haber realizado una revisión no tan minuciosa 
de la infonnación proporcionada por los demandantes, el Estado 
no logra ni siquiera acercarse a la cifra solicitada por los 
demandantes, motivo por el cual solicito a la Honorable Corte, se 
pronuncie en equidad como ya lo ha realizado en casos 
anteriores. 

Además existen documentos (facturas) que se encuentran 
a nombre de SALUD S.A. la cual es una compañía de seguros 
medicas, esto da a entender al Estado que existen ciertos 
monto.s que han sido cubierto.s por esta co.mpañía aseguradora y 
que lo.s representantes no han expctesto, puesto. que si la factura 
es emitida a nombre de SALUD S.A. se supo.ne que es esta (la 
compañía asegurado.ra) la que cubrirá lo.s gastos que este 
do.cumento contiene. 

Con la finalidad de pro.seguir con el análisis del presente 
punto., a co.ntinuación se exponen los datos pro.po.rcio.nados por 
supuestos crédito.s perso.nales que ha realizado. la señora Melba 
del Carmen Suárez Peralta o. su esposo., mismo.s que no. 
presentan un nexo. causal vinculado. entre lo.s crédito.s y lo.s usos 
debidos de lo.s mismos: 
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Nombre del Prestamista Monto Prestado 
Datos obtenidos. por el 
Estado 

El prestamista se dedica a 
la venta por menor de 
diversos productos, ad .. emáS' 
Inició sus actividades el17-
12-1999 y la última 
ac .. tualización fue realizada 
el 06-01-2011.. De la 
información proporcionada 
por el S.R.l.. se puede 
establecer que el señor 
Azanza posee los recursos 
para poder financiar este 

Sr .. Luis Azanza Azanza $11 .. 800 tipo de créditos. 

No registra declaracione .. s 
de impuestos, no consta 
inscrito en el Registro (mico 
de Contribuyentes, lo cual 
nopermite establecer de 
donde el señor lntriago 
puede poseer dicha 
cantidad, además que una 
declaración juramentada no 

Sr. Stalin lntriago Burgos $.8.000 puede ser controvertida. 

No registra declaraciones 
de impuestos. no consta 
inscrito en el R€lgistro único 
de Contribuyentes, lo cual 
nopermite establecer de 
donde e! señor Córdova 
puede· poseer dicha 
cantidad, además que una 

Sr. Luis Alberto Córdova declaración juramentada no 
Ramos $8.500,00 ¡puede ser controvertida. 
Total montos préstamos .$28.300 $1UOO 
!lO 

De. los datos anteriormente aportados se puede establecer 
que la persona que pudo generar un préstamo a favor de la 
seí'iora Suárez Peralta fue .el señor Azanza Azanza, los o.tros 
prestamistas no pueden ser confrontados por el Estado puesto 
que además de ser compañeros de trabajo. del señor Dennis 
Cerezo, cónyuge de la demandante; demuestran los supuestos 

t w Se acepta la c,apac~dad de ptes1amista coil Tclricíóú nl- se11.o.r Azanz:n. Azanza y -de la posibie 
existencia del crédito pero .no la relación de·sü úso en: los tratamicnlos médicos. 
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créditos en declaraciones juramentadas que no tienen la calidad 
de pruebas plenas para ser confrontadas por el Estado. 

Con respecto a la venta de la casa de la señora Suárez esta 
deberá ser apreciada del valor contenido en la Escritura de 
Compra Venta sin embargo no se puede relacionar el uso de ese 
m.onto. 

De la venta de Jos vehículos el Estado ecuatoriano 
presenta el siguiente 
cuadro: 

Vehiculo vendido por la 
.$eftora Melba Suárez 

Venta de Jeep Hyundai 
Tucson 2005 

Venta de Vehículo Placa 
GNX-~77 (vehfculo 
tucson ya mencionado 
por la d¡¡mandanto) 

Venta de vehiculo placa 
GPB-969 
TOTALES 

Montos Fecha de la venta 
5 de junio de 2008 
al señor José 
Miguel Hidalgo 

$ 20.990,00 Oviedo 

5 de junio de 2008 
al señor José 
Miguel Hidalgo 

$ 12.810,00 Oviedo 

$ 12.810,00 1 de julio de 2011 
$46.610 

Información que 
posee el Estado 
El avaluo que 
presenla el 
vehículo e$ de 
$2099 
El avaluo que 
pr!'lsenta el 
vehículo es de 
$2099. Lo que 
sorprende al 
Estado es que la 
información 
remitida por el 
representante de 
la presunta 
víctima se 
duplique con la 
finalidad de 
obtener algún tipo 
de rédito. 
El avaluo de.l 
vehículo es de 
$1326 dólares 

$3.425 

El cuadro expone que la señora Suárez adjunta por dos 
ocasiones una misma venta, lo que hace suponer 1.111 mecanismo 
para confundir y lograr llegar a los montos supuestamente 
concurridos y asi complicar a los Honorables Magistrados al 
establecer los montos indemnizatorios. Se adjunta al presente 
documento la información proporcionada por la Comisión 
Nacional de Tránsito que respalda la posición Estatal. 
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En relación a los préstamos realizados a diferentes 
instituciones financieras, el Estado ecuatoriano no dispone de la 
información que pueda rebatir el uso para .el que fue empleado el 
dinero entregado a la señora Suárez Peralta o a su esposo: 

1 Préstamos ... --1 
realizado.s p.or los 
demandantes Montos 

Caja de ce.santia 
del Cuerpo de 
Vigilantes ---1'-----"$20. 902 

Posición 
Estatal:..,-___ 1 
El Estado no 
encuentra el 
nexo causal 

, entre los montos 
y el supuesto 
daño emergente 
causado en el 

resente caso - ·"····---
Monto que el 

!Estado 
compzueba es de 
$18000 puesto 
que los $340 
dólares fueron 
solicitados. antes 
de que de se 
dieran los 
hechos, además 
que no existe 
nexo causal 
entre la entrega 

Banco Cooperativa del crédito y el 
Nacion,.:cal:.::_ ____ + ----'$"--"'U:l.340, uso del mismo. 

El Estado no 

COOPCCP 
Cooperativa 
Financiera 

encuentra el 
nexo causal 
entre los montos 
y el supuesto 
daño emergente 
causado en el 

$ 14.000 1 present~~<::::· ¡¡.:::s.=-o _ __¡ 
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· El Estado no 
encuentra el 
nexo causal 
entre los montos 
y el supuesto 
daño cn1ergente 

i causado en el 

Plt.g;tn.a, 80 

Banco Solidarioo:.._._+-----"~--~.005,61 r"?sente cas'?. .. -
El Estado no 
encuentra el 
nexo causal 
entre los montos 

Cooperativa de 
Ahorro y Crédito 
CTG 

Deuda Master Card 

Deuda Dincrs Club 
del Ecuador 

Deudas Banco del 
¡ Pichincha 

. y el supuesto 
daflo emergente 
causado en el 

$ 6.549. presente c,,:-a'::es:::;:o_-1 
El Estado no 
encuentra el 

. nexo causal 
· entre los montos 
y el supuesto 
daño emergente 
causado en el 

__ __,$:._o.l,_.4,_,~3, 14 Jresente caso 
El Estado no 
encuentra el 
nexo causal 
entre los montos 
y el supuesto 
daño emergente 
causado en el 

$ 6,086,0C)Jprcsente c~s~·o~-i 
El Estado no 
encuentra el 
nexo causal 
entre los montos 
y el supuesto 

, daño emergente j' 
' causado en el 

_..;,:$...:923, 12 resente easo .. 
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1 El Estado no 
encuentra el 
nexo causal 
entre los montos 
y el supuesto 
daño emergente 
causado en el 

$ 2.410,16 _p_r__e:§_ente caso 
Los montos no 
se saben en que 
fueron 

Tot!l:::.l'-------'---"'$--'7-'4"-".6=2Q, 12 cm }leados. 

Con relació~1 a los $12.040.00 correspondientes al pago de 
<U"I'iendo por parte de la d¡;mandante, el Estado informa que :nq 
existen facturas que comprueben este tipo de gasto, es 
importante destacar que este gasto es deducible de impuesto.s y 
podría ser empleado por los demandantes en sus respectivas 
declaraciones de impuesto a la renta. 

Además la señora Suárez Peralta no ha adjuntado 
información respecto al registro del predio. arrendado, motivo por 
el cual el Estado no puede comprobar los montos solicitados, sin 
embargo enviará información respecto a este punto. 

Finalmente, con relación a los gastos efectuados por [os 
padres del menor Gandy Cerezo, monto que alcanza los $20.000 
(veinte mil dólares), el Estado concluye que la relación entte los 
hechos que produjeron la afectación a la señora Melba Suárez 
Peralta. y a su madre, pres1.mtas víctimas en el presente caso, :tlO 
tienen ningún tipo de relación con la enfermedad padecida por .el 
hijo de la primera, es decir que el Estado no puede ser 
responsable de hechos que están fuera de su alcance . de 
aplicabilidad, además el Estado ha demostrado que eXiste 
actualmente acceso a diferentes centros médicos a los cu;;tles 
puede acudir el menor y ser tratado por especialistas sin costo 
alguno. 

Para concluir, el Estado ecuatoriano después de hacer un 
análisis respecto a los montos que pueden ser controvertidos se 
estipula que existe una posible afectacíón por daño emergente 
calculada en $S8.654,22 (treinta y ocho mil seiscientos 
cincuenta y cuatro dólares con veinte y dos centavos), monto 
que equivale al 12% del valor solicitado por el representante de 
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la presunta víctima que es de $318.426,57, motivo por el cual en 
el caso de ser sentenciados por la Honorable Corte se solicita 
que esta se pronuncie respecto al daño emergente en equidad, 
por lo cual se cita algunos casos en los cuales así ha actuado la 
Corte, como por ejemplo en el caso Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña 
vs. Bolivia, sometido por la desaparición forzada de estas dos 
personas, la Corte expuso: 

262. Como lo ha establecido anteriormente la Corte, las 
reparaciones deben tener un nexo causal con los hechos 
del caso, las violaciones declaradas, los daf10s acreditados, 
así como con las medidas solicitadas par¡;¡, reparar los 
daños respectivos. Por lo tanto, el Tribunal deberá 
observar dicha concurrencia para pronunciarse 
debidamente y conforme a derechol''· 

3.5.4. Lucro Cesante 

El lucro cesante ha sido definido en muchas ocasiones por 
la Corte lnteramcricana, así como por otros órganos 
internacionales, doctrinariamente y como menciona el 
magistrado doctor Diego García Sayán citando a la secretaria 
ejecutiva adjunta de la CIDH 

En el derecho interno comparado, el ingreso dejado de 
percibir (lucro cesante) es uno de los elementos básicos 
que casi todos los sistemas legales incluyen como materia 
de compensación del dañoll2, 

Según el "peritaje" practicado por el ingeniero Hugo Morán 
Sánchez el lucro cesante causado por el Estado en contra de la 
seilora Melba Suárez Peralta seria el siguiente: 

Cálculos valorativos y cuantificativos de los gastos y costos 
que dejó de percibir por la pérdida ele la empresa que 
generaba $6.000 (seis mil dólares) desde abril de 2006 
hasta abril de 2012113. 

t 11 Corte lnt.ero.merkana de Derechos Humanos, Cqso Ibsen Cárdeno~~ e lbsett Peña us. 
Bolivia, Sentencia de. Fondo, Repa_racioncs y Cost.."\S de 1 de scpliembre de 2010, pÜ.tT, 
262. Disponible en: 
http:/ /W'\VW .cortcidh.or.cr 1 docs/ casos/ artículosjseriec_217 .. esp1. pdf 
112 Voto concurrente del Juez Diego Garcia~Say<:'tn en relación con la Sentencia de la 
Corte Inlero.merícana de .Derechos Humanos en el Caso Cepeda Vargas vs. Colombia, 
de 26 de mayo de 2010 
113 E$AP Pág. 70 

l\(lb1cs 73l )'Av. :\rnazouas • Quito, Ecuador • PHX: {593 2) · 2 562.080 

257



,PROCURADURÍA GENERAl., DEL ESTADO 
IlCU.-IDOR 

0942.2 
Pligtrux. 83 

Respecto a la afirmación anteriormente expuesta, el 
Estado ecuatoriano valora de manera objetiva y con los 
documentación clara las inconsistencias documentales 
expuestas por la presunta víctima y su representante respecto a 
la empresa que supuestamente poseía la señora Melba Suátez 
dedicada al alquiler de vehículos denominada "Melba Suárez" la 
cual se ubicaba en. la ciudadela El Recreo del Cantón Durán Mz. 
144 villa 24, misma que no se encuentra registrada có)tlo 
compañia en el Registro Mercantil del Cantón Duran ni en la 
ciudad de Guayaquilll4, y tampoco existe como compañía 
registrada en la Superintendencia de Compañíasns, es decir esta 
compañia nunca existió ni existe. 

El documento presentado en la declaración juramentada 
de la demandante, mism.o que adjunta un documento referente 
al Servicio de Rentas Internas relacionado con el RUC que la 
señora Suátez Peralta poseia, sin embargo dicho docum.ento 
parece ser forjado ya que posee unas credenciales que ningún 
documento oficial posee. De. igual manera el Servicio de Rentas 
Internas del Ecuador mediante oficio No. 
9170120120AAG001619 mismo que se adjunta cqmo prueba 
documental en el que informa que los contribuyentes Melba del 
Carmen Suárez Peralta y el sef¡or Dennis F..:dgar Cerezo 
Cervantes no han presentado declaración alguna del impuesto a 
la renta, es decir que los supuestos ingresos de la señora Suárez 
nunca fueron registrados por las autoridades tributarias 
ecuatorianas en consecuencia carecen de sustento alguno es 
decir no han sido pro bactos. 

Por otro lacto, el Estado adjunta un RUC perteneciente a la 
señora Melba del Carmen Suárez Peralta, el cual es destinado 
para "Venta de comidas y bebidas en restaurantes para su 
consumo inmediato".U6 

Un punto que también debe .analizarse es que e11 la de.claración 
juramentada la señora Melba del Carmen Suárez afirma que 
tenía diferentes empleados que trabajaban para ella, quienes 
eran: señor Richard Castro Zambrano ce 09 15286751, Nelson 
Paú! Chamorro ce. 0921137949, Freddy Alfredo Bacuso y Loor 
ce. 1308009933, Dennis Fabián Villao Quiñones ce. 
0925967317, Franklin Almeida Cedeño ce. 09214893320, 

l H Anexo. Oficio_ Registrador Mercantil de la Ciudad de GuayaquiL 
ns Anexo Oficio Superintendencia de Compañías 
IH¡ AneXo Ofido S.R.l. 
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Manuel Leonídas Montero Villón ce. 0906175211, Edwin Stalin 
Perlaza Estupiñán ce. 0915663181 y Euclides Eduardo 
Ronquillo Merchán ce .. 0914092044, solicitadas las historias 
laborales de las personas anteriormente citadas el Instituto 
Ecuatoriano de Seguridad Social (!ESS) informó que 

En base al listado de las personas indicadas en su pedido 
remito Historias Laborales, las mismas que no tienen 
relación de dependencia con la seflora Melba Suárez o con 
el señor Denis Cerezo 117. 

Consecuentemente, se solicitó la información respecto a la 
historia laboral de la señora Mclba Suárez, misma que informa 
que el salario de la señora Suárez Peralta es de 294.94 dólares 
com() gerente propietaria de un restauran y que posee una 
empleada en relación de dependencia llamada Mancilla Quijije 
Bertha Yolanda en calidad de cocinera. 

Finalmente sorprende que la señora Melba Suárez afirme 
haber sido propietaria de una empresa de transporte, sí como lo 
demuestra el Estado mediante la certificación respectiva y no 
existe registro en la base de operadoras de taxis ejecutivos y que 
en tm hecho no consentido de que la seflora Suárez Peralta se 
encontraba ejerciendo ese tipo de trabajo, lo realizaba de manera 
ilegal, ya que inclusive a partir de la Ley Orgánica de Transporte 
Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial, expedida el 24 de julio de 
2008 en la Disposición Oeneral Decimoctava di.ce: 

Decimoctava.- Los miembros de la fuerza pública en 
servicio activo, vigilantes, autoridades empleados civiles 
que trabajen en Jos organismos relacionados con el 
tránsito y el transporte terrestre, no pueden mantener 
directamente o a través de terceras personas unidades de 
su propiedad en las diferentes operadoras de transporte 
público o comercial en el país. El incumplimiento de esta 
disposición será sancionado con la separación del cargo y 
multa de veinte salarios básicos unificados. 

Lo establecido en la presente disposición se aplicará hasta 
dos años después de haber dejado de ser funcionario de 
los organismos de transporte terrestre, tránsito y 
seguridad vial. 

ll 7 Anexo Oficio No. 13111700-CAU-897, de 27 de julio de 2012. 
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En conclusión, el Estado ecuatoriano impugna todo lo 
solicitado por lucro cesante en respecto a este punto. 

En segundo lugar en relación a los $432.000 dólares 
solicitados por la presunta víctima vinculados al costo de las 
operaciones, el .Estado únicamente puede referirse a que e.stos 
montos no pueden ser calculados ya que las facturas. son 
inexistentes, no existe una concordancia entre las facturas 
remitidas al Estado y los montos solicitados, por lo que se 
entiende nuevamente la intención de las presuntas víctimas de 
beneficiarse económicamente. 

Por todo lo expuesto en materia de reparae10n de daJ1os 
materiales el Estado ecuatoriano solicita a la Honorable Corte se 
pronuncie en equidad como ya lo ha realizado en otros casos ya 
que "en el Derecho Internacional de los Derechas Humanos, si 
bien es claro que los Estados tienen la obligación de establecer 
un recurso efectivo que permita reparar las violacione.s a los 
derechos humanos, las normas internacionales no regUlan 
expresamente cuáles son los. parámetros que los Estados deben 
observar para determinar las i\1demnizaciones que permitan 
co¡npensar los daños materiales causados liS", mismos que en el 
presente caso han sido confrontados de manera documental y 
comprobados con la finalidad de que la Honorable Corte en caso 
de sentenciar al Estado ecuatoriano establezca montos que 
correspondan a la realidad del caso y no a simples pretensiones 
de carácter netamente eco11ómico. 

En conclusión, el Estado considera que de ser condenado 
no debería pagar una cantidad mayor a los montos que. la Corte 
a fijado en equidad en razón de que no se cuenta con acervo 
probatorio que justifique que los supuestos valores 
correspondientes a daño emerge11te y lucro cesante hayan sido 
invertidos en la salud de la presunta víctima de manera directa o 
indirecta. El Estado refiere un caso en el que se declaró su 
responsabilidad internacional, por lo que en ningún caso podría 
fijarse co¡no daño inmaterial para las víctimas la cantidad de 
diez mil dólares ($1 0.000); y en concepto de daño inmaterial la 
cantidad de ($10.000).ll9 

118 ldib. 
119-Ver Caso Vera Vera vs. Ecuador. 
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3,5, COSTAS Y GASTOS 

Con relación a las costas y gastos solicitados por el 
representante de la presunta víctima, el Estado ecuatoriano 
considera inapropiada la pretensión expuesta en el ESAP, si bien 
se han presentado las declaradotles juramentadas de la señora 
Melba Suárez respecto al pago de $30.000.00 dólares 
americanos al señor Abogado José Peralta Rendón, esta 
información no puede ser controvertida por el Estado ya que los 
señores antes mencionados no han presentado facturas que 
respalden estos supt1estos gastos en la tramitación intema. 

Consec1;1entemente, en la declaración juramentada la 
demandante expone que se pagará al señor abogado Peralta la 
cantidad de $15.000 (quince mil dólares), sin embargo no se 
adjuntado ningün tipo de acuerdo o contrato. 

De igual manera, se informa que se ha contratado al 
abogado Jorge Sosa Meza para que sea el responsable del litigio 
del presente caso ante la ClDH, citando el ESAP uhasta la 
presentación de este escrito ha cobrado (refiriéndose al se1ior 
Sosa) la suma de $40.000 (ct.wrenta mil dólares de los Estados 
Unidos de Norteamén·ca)l20" pues el Estado ecuatoriano ha 
.rea.lizado las in ves ligaciones respectivas y no encuentra que 
hasta el momento el señor Sosa haya presentado algün tipo de 
factura que asegure el mencionado pago, puesto que sus 
declaraciones a la renta no superan los $1800 ·dólares. 

En base a lo que la Honorable Corte ha establecido en 
relación a este punto 

304. El Tribunal ha señalado que las pretensiones de las 
víctimas o sus representantes en materia de costas y 
gastos, y las pruebas que las sustentan, deben 
presentarse a la Corte en el primer momento procesal que 
se les concede, esto es, en el escrito de solicitudes y 
argumentos, sin perjuicio de que tales pretensiones se 
actualicen en un momento posterior, conforme a las 
nuevas costas y gastos en que se haya incurrido con 
ocasión del procedimiento. En cuanto al reembolso de las 
costas y gastos, corresponde a la Corte apreciar 
prudentemente su alcance, el cual comprende los gastos 

12o ESAP pág. 71 
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generados ante las autoridades de la jurisdicción interna, 
así como los generados en el curso del proceso ante el 
Sistema Interamericano, teniendo en cuenta las 
circunstancias del caso concreto y la naturaleza de la 
jurisdicción internacional de protección de los derechos 
humanos. Esta apreciación puede ser realizada con base 
en el principio de equidad y tomando en cuenta los gastos 
señalados por las partes, siempre que su quantum sea 
razonable121 

De igual manera para ser urt poco más explícitos respecto 
a las costas y gastos, el Estado señalará algunos montos 
establecidos por la Honorable Corte en diversos casos: 

203. La Corte advierte que los montos solicitados por las 
representantes en concepto de costas y gastos no se 
adecuan a dicho criterio de razonabilidad y, por ende, no 
serán considerados. Además, evidentemente, las 
representantes no acreditaron la suma de más de medio 
millón de dólares solicitada. Más aún, no remitíero.n 
prueba que acreditara ninguno de los ga.stos alega.dQmentc 
incurridos en el proceso interno ni an.te el Sistema 
Interamcdcano, con la sola excepC!on de algunos 
comprobantes relativos a la participación de una de las 
letradas en la audiencia pública ante esta Corte por un 
monto aproximado de US$ 2.800,00 (dos mil ochocientos 
dólares)122. 

Es decir que en el caso citado (Forncron e hija vs, 
Argentina) la Honorable Corte ha verificado la fa.lta de 
razonabilidad en los montos establecidos por ciertos 
profesionales d.el derecho que piensan en el beneficio económico 
antes que en el ideal de construir un sistema de protección que 
garantice y proteja los derechos humanos de los amedcanos. 

El Estado ecuatoriano, después de revisar los datos 
proporcionados por el Servicio de Rentas Internas (o S.R.l.) se 
compmeba que el abogado ,Jorge Sosa persona natura que ha 
declarado un impuesto a la renta desde el año 2003 hasta el año 

11 1 Corte lnteramericana de Derechos. Human'oS, Caso A.tala R{{fo y niñas .vs.- Chfle, 
Sentenc-ia. de fondo, reparaciones y coSta&, de 24 de febrero dé 20-12. }'lárr. 304 
disponible en http: //www.corteidh.or.Cf /dbcs/ casos¡ articulas/ seriec,w239~csp.pdf 
122 Corte lnteramericana de Derechos Humanos, Caso Fomeron e hija vs. AfgerU:ina, 
Sentencia de Fondo, Repo.raciones y Co:itas. 27 de abril dC 2012. Disponible en 
http: 11 www.corteidh.or.cr 1 docs 1 casos/ articulos/seriec_242_csp. pdf 
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2011 un monto de $1.174,40123 (mil ciento setenta y cuatro 
dólares con cuarenta centavos de los Estados Unidos de 
América), lo cual impide al Estado generar una valoraciótl 
adecuada de las pretensiones en costas y gastos puesto que la 
sefiora Melba Suárez mediante de.claración juramentada expone 
que le ha pagado $40.000.00 (cuarenta mil dólares). En ra7.ón de 
que la deelaraeión de impuestos ante el Servicio de Rentas 
Internas no refleja los montos declarados y que tampoco es 1Jlla 
prueba idónea para el efecto se solicita a la Corte se digne fijar 
en equidad los valores correspondientes a costas y gastos, los 
mismos que no deberían exceder los $10.000 diez mil dólares 
que el Estado pago en el caso Vera Vera vs. Ecuador. 

4. Innecesaria solicitud de asistencia al fondo de asistencia 
legal de victimas 

El Estado ecuatoriano respecto a las pretensiones de los 
representantes de las presuntas víctimas en relación a que el 
Fondo ele Asistencia Legal de Víctimas cubra los costos ele hotel, 
pasajes y estadía, a las audiencias programadas por la Corte de 
las víctimas Melba del Carmen Suárez Peralta y Melba Gardenia 
Peralta Mendoza y sus familiares, su padre Miguel Marcelo 
Suáre·Z Robinson, su esposo Dennis Edgar Cerer,¡o Cervantes, y 
Slls hijos Gandy Alberto Cerezo Suárez, Catherine Madeline 
Cerezo Suárez y Marilyn Melba Cerezo Suárez, estima que es 
innecesaria la participación de quienes no se encuentran 
clasilicados como beneficiarios de las reparaciones del informe 
de fondo emitido por la CIDH en relación al presente caso, ni 
ostentan calidad alguna como actores procesales en la eventual 
audiencia. Además es importante destacar que en el ESAP se ha 
solicitado únicamente la declaración del seño1· Dennis Cerezo, 
esposo ele la presunta víctima, la cual de ser pertinente podría 
remitirse por aflidávit. La participación de las otras personas no 
tiene relevancia alguna dentro del proceso. 

De igual man(;!ra el Estado impugna que el Fondo de 
Asistencia Legal de Víctimas cubra los costos de hotel, pasajes y 
estadía, a las auclieneias programadas por la Corte para los 
abogados Jorge Sosa y José Peralta, quienes supuestamente 
recibieron, de acuerdo a la declaración de la presunta víctima, 
altos lo que torna innecesario el apoyo del Fondo de Asistencia 
Legal. 

123 Anexo Información obtenida por el S.R.l. 
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Finalmente, el Estado ec1.1atoriano impugna que los peritos 
requeridos por los demandantes ingresen al Fondo, puesto que 
la dem¡;¡_ndante declaró tener la capacidad para contratar 
letrados con altos honorarios es innecesario su acceso al Fondo 
para pagar sus propios gastos los de sus peritos, declarantes y 
abogados. 

Acervo Pericial 

1.- Mo.delos de interv.ención psiquiátrica en procet;~os pre· 
operatorios, peri-ope:ratorios, y post-operatorios. Cirugía y 
Salud en el Ecuador. 

1.1.- Generalidades.-
1.2.-Estado actual de la Psiquiatría y Psicología en torno a 
procesos de cirugía y patologías. 
1.3.- Trastornos de Personalidad 
1.4.- Trastornos Afectivos 
1.5.- Modelo de Interconsultas 
1.6.- Modelo de Enlace. 
1.7.- Psiquiatría, Salud Mental y Atención Hospitalaria en el 
Ecuador. 
Peritaje a cargo de los doctores Verónica Valencia jefe del 
servicio de psiquiatría del Hospital Eugenio Espejo y del doctor 
lván Riofrío jefe del servicio de Psiquiatría del Hospital Carlos 
Andrade Marín. 
2.- Procesos de diagnóstico, emergencia, y cirugía en 
Gastroen.terologia en el Ecuador. 

2.1. Generalidades. 
2.2.- Ramas de la Gastroenterología 
2.3.- Enfermedades comunes 
2.4.- Procesos de emergencia 
2,5.- Dolor Abdominal Agudo 
2.6.- Cirugía 
2.7.- Control posquirúrgíco 
2.8.- Daüo y naturaleza de un daño posterior a la cirugía 
2. 9.- Efectos colaterales 

Peritaje a cargo de doctora Margarita Mendas jefe del servi<;io de 
Gastroenterología del Hospital Carlos Andrade Marín y doctor 
Jeison Abarca Jefe del servicio de Gastroenterología del Hospital 
Eugenio Espejo. 
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3.- Peritaje Contable Judicial para análisis de reparación 
material 

3.1.-La importancia probatoria del peritaje contable judicial 
3.2.- Nociones Generales 
3.3 .. - Principios de Contabilidad Generalmente Aceptados 
3.4..- Peritaje Contable para determinación de darios en la 
persona. 
3.5 .. - Reconstrucc;ión y evidencia contable. 
3.6.- Documentos forenses contables. 

Peritaje a cargo de especialistas del Colegio de Contadores 
Públicos de Pichincha, CPA. Manuel Jácome, CPA. Luis 
Pazmiño, CPA. Nclly Valladares. 

Acervo Documental: 

Anexo 1 
Documentación enviada por el Estado en relación al 

presente caso. 
Anexo 2 

Informe del Grt1po de Trabajo 
Anexo3 

Constitución 2008 
Anexo 4 

Información respecto al proceso administrativo seguido 
contra el ex juez Angel Rubio Game 
Anexo 5 

Oficio Ministerio de Salud ESBA 
Anexo 6 

Certificado Universidad Laica Vicente Rocafuertc 
Anexo 7 

Listado de Instituciones médicas a las que puede 
acercarse la señora Melba Suárez. 
Anexo 8 

Oficio del informe de colocación de la Placa Honorífica así 
como fotos del evento. 
Anexo 9 

Ley ele Salud Pública 
Ley de Atención y Derechos del Paciente 
Código de la Salud 

Anexo 10 
Informe de cumplimiento emitido por el Ministerio de 

Justicia. 
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Anexo 11 

Págln.a, 9J 

Información proporcionada por el Registro de la Propieda<). 
y Mercantil del Cantón Durán 
Anexo 12 

Escritura de Comprave.nta de bien inmueble 
Anexo 13 

Información relacionada al Servicio de Rentas Internas 
Anexo 14 

Información proporcionada por el Instituto Ecuatol'ia110 de 
Seguridad Social. 
Anexo 15 

Oficios en Jos cuales existe amenaza por parte del abogado 
de la presunta víctima. 
Anexo 16 

Código Procesal Penal de 1983 
Anexo 17 

Código de Procedimiento Penal Actual. 
Anexo 18 

Informe Hospital Junta de Beneficencia de. Guayaquil. 
Anexo 19 

Informadon Registro de la Propiedad de Guayaquil 
Anexo 20 

Información Registrador Mercantil de Guayaquil 
Anexo 21 

Información de la Agencia Nacional d.e Tránsito 
Anexo 22 

Copia de los Acuerdos Suscritos 
Anexo 23 

Informe de trabajadora social Ministerio de Justicia 
Anexo 24 

Currículos de los peritos propuestos por el Estado 
ecuatoriano. 
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5. Petitorio final 

Se insta a la Honorable Cm·te lnteramericana de Derechos 
Humanos, para que en sentencia disponga lo siguiente: 

l. El Estado solicita de manera excepcional y sólo bajo las 
circunstancias de este caso que se establezca la 
prohibición expresa de tomar acciones legales en 
cualquier tiempo y de cualquier naturaleza o materia 
contra los agentes del Est<tdo por sus actuaciones 
relacionadas con la defensa ejercida dentro del Sistema 
Interamericano en el caso de la señora Melba Suárez 
que inició con el trámite ante la ClDH, las etapas de 
negociación y el proceso completo ante la Corte. Esta 
solicitud de protección se basa en amenazas de 
quienes patrocinan a la presunta víctima, información 
que se anexa. 

2. Acoger las excepciones preliminares, y declarar su 
incompetencia para conocer las presuntas violaciones 
del derechos a la integridad personal 5.1 CADH, así 
como con relación a la consideración de víctimas y 
posibles beneficiarios de eventuales reparaciones fuera 
de las personas que ha establecido la Ilustre Comisión 
lnteramericana de Derechos Humanos, en virtud de 
que el acuerdo suscrito carece de validez en esos 
puntos por el paso del caso a Corte. 

3. Declarar que no ha existido violación a los artículos 
8.1, 25.1 con relación al l. l. de la CAD H. 

4. Solo en caso de que no sea aceptada la excepción 
preliminar en cuanto la falta de competencia en 
relación al articulo 5.1, se solicita a la Corte que en 
base a los argumentos que se han expuesto declare que 
no se ha vulnerado la integridad personal de las 
presuntas víctimas. 

5. Declarar la inexistencia de derecho a reparación de las 
presuntas victimas, scüora Melba del Carmen Suárez 
Peralta y Gardenia Peralta. 

6. Solo en caso de que no sea aceptada la excepción 
preliminar segün la cual la Corte seria incompetente 
para pronunciarse sobre reparaciones a favor de otras 
personas que no se consideraron ante la CIDH, se 
solicita a la Corte declaré sin lugar a las reparaciones 
alegas por las presuntas víctimas en el ESAP con 
relación a: Dennis Cerezo Cervantes, Gandy Alberto 
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Cerezo Suárez, Katherine Madeline Cerezo Suá:rez y 
Marilyn Melba Cerezo Suárez. 

7. Declarar que las medidas de satisfacción respecto a la 
atención médica especializada, así como el daño al 
proyecto de vida de sus familiares ha sido cumplido por 
el Estado como se ha probado. 

8. Aceptar que la publicación de disculpas públicas, así 
como la colocación de una placa conmemorativa, 
constituyen medidas suficientes de reparación en ese 
aspecto. 

9. Declarar sin lugar la solicitud de capacitación a 
profesionales de la salud en base al acervo probatorio 
que muestra el alto grado de planificación, desarrollo 
normativo, inversión y políticas que se han adoptado 
en el sector de la Salud, las cuales se adaptan a las 
normativas internacionales. 

10. Declarar infundada$ las pretensiones en cuanto a la.s 
medidas d.e compensación, puesto que solo podrían ser 
beneficiarias la señora Melba Suárez y Gardenia 
Pe.ra!ta. 

11. Declarar que el daño i.nmateríal sea calculado en 
equidad de conformidad a los estándares y principios 
recogidos en la jurispn1dencia interamericana, que en 
ningún caso deberán superar los USDlO.OOO, diez mil 
dólares en total para las dos víctimas. 

12. Declarar sin lugar las pretensiones por el presunto 
daño material, en virtud de que no se ha probado de 
manera valida los montos reclamados, así como las 
irregularidades que se han presentado en torno a la 
documentación que adjunta la presunta víctima. Por 
tanto, en caso de que la Corte disponga una reparación 
material, esta no deberá superar los veinte mil dólares 
en concepto de luGro cesante y daño emergente. 

13. Solicitamos de manera especial a la Corte 
Interamericana se pronuncie sobre el sentido de las 
reparaciones, a fm de que no se pretenda concurrir al 
Sistema Interamericano con el afán de lesionar la 
buena fe procesal y justicia, con la presentación de 
documentación alterada, repetida y que busca inducir 
a error a la Ilustre Corte, 

14. Declarar sin lugar las costas y gastos reclamados por 
no corresponder a la realidad y solicitamos a la Corte 
se digne fijarlos en equidad de conformidad a sus 
sentencias en un monto que no podrá superar Jos 
10.000 dólares en total. 
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15. Declarar sin lugar la pretensión de acogerse al fondo de 
asistel1cia legal, por lo que el Estado en la sentencia no 
tendrá que ser obligado a pagar monto alguno por e¡;te 
concepto. 

16. Declarar que no cabe la sanción a responsables por el 
tipo de presunta violación en concordancia con la 
jurisprudencia interamericana 

17. Pronunciase sobre la mala fe procesal y distinguir que 
asuntos que puedan estar vinculados a la alteración de 
documentos ante autoridades públicas del Ecuador 
puedan ser persegu¡pas--como·ci~litos que son, por no 
constituirse en he9ños vinculados 'l:t\ proceso. 

(t--···~- --....... \ '¡·· 

Ne~amente, } 

\" / 1 
fJ ":~;( 

' / ~ .... ~,.,, 

Dr. ·ErickJ~oberts-El :;:;, 
DIRECTOR IfAeiOÑ:Á:i DE':DE~CHdS HUMANOS 
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